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Editorial


Este número está dedicado a la memoria de Aníbal Quijano (1928-2018), intelectual, humanista y latinoamericano excepcional, quien fuera miembro de la Comisión Consultiva de la revista Problemas del Desarrollo.

La reciente imposición de aranceles a México, a Canadá y a la Unión Europea, por parte de Estados Unidos, es digna de comentarse por varios aspectos. Primero, es un indicativo de que las condiciones sobre las que opera la economía global han cambiado, y que lo han hecho por fuerzas no necesariamente económicas. La decisión, como es bien sabido, por parte del presidente Donald Trump ha sido meramente política. La del resto de las economías ha sido llanamente una respuesta en el sentido de la ley del talión. Como consecuencia la guerra comercial se profundiza, ya que los aranceles impuestos se suman a la manipulación cambiara iniciada meses atrás.

Ante este escenario, es difícil augurar si habrá un retorno a la globalización pre-Trump. Debemos recordar, que la globalización actual tardó alrededor de 70 años en arribar (entre los años de 1914 y 1985, las economías se mantuvieron relativamente cerradas al comercio y al capital). Esto nos lleva al segundo comentario. Con la llegada del proteccionismo (aunque incipiente), la apuesta de las economías por la globalización como medio para alcanzar la prosperidad no se vaticina ya como una opción sólida. Es decir, si acaso en verdad la globalización se planteaba como el mecanismo último (y único) para alcanzar el máximo bienestar de los ciudadanos, el rompimiento de dicho marco operativo desvanece tal opción. Empero, el que la economía más poderosa del mundo haya roto con la globalización no es un acto que deba trivializarse. En este contexto, es relevante preguntarse qué opciones tienen las economías en desarrollo para alcanzar el anhelado bienestar para la mayor parte de la población y no sólo para unos cuantos.

Responder a esta pregunta nos lleva a un tercer comentario. Porque, por un lado, se puede seguir empecinado en la visión de que la globalización es el medio y el fin para alcanzar la prosperidad. De ser así, la diversificación comercial con otras economías que también abracen la total apertura económica sería la única opción. Esta alternativa augura, sin embargo, resultados magros. Si el comercio con el principal mercado del mundo no logró la prosperidad generalizada, por qué sí habría de ocurrir comerciando libremente con otras economías. Es decir, si la globalización en más de tres décadas no ha redituado en bienestar para la mayor parte de las sociedades, debería ser claro a estas alturas que ese no es necesariamente el camino a seguir. El libre comercio no es, en otras palabras, un sistema donde todos ganan.

En su momento, Keynes se refirió al libre comercio como una alternativa de política que solucionaba los problemas domésticos empeorando los del vecino. Sugería entonces buscar internamente la solución a dichos problemas, dejando al libre comercio como una opción ulterior. La coyuntura actual, ofrece a los hacedores de política una opción y una oportunidad tal vez única en ese sentido. Es decir, buscar solucionar los problemas del lento crecimiento como el elevado desempleo y la pobreza y la persistente desigualdad del ingreso dentro del mercado doméstico. Esto requiere, entre otras cosas, recuperar las políticas fiscal, monetaria, cambiaria y comercial, orientándolas en la búsqueda de tales objetivos. Este ha sido, después de todo, el camino en que las economías desarrolladas resolvieron esos y otros problemas. El statu quo económico, en suma, ha cambiado, y es momento de que las economías en desarrollo hagan lo mismo.

Moritz Cruz

El Director de la Revista

Ciudad Universitaria, junio de 2018
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			Resumen. A partir de 2011, Argentina implementó una serie de controles cambiarios que llegaron a incluir la prohibición de adquisición de moneda extranjera para fines no productivos. En diciembre de 2015, tras el cambio de gobierno, se eliminaron todas las regulaciones cambiarias hasta niveles previos a la crisis de 2001-2002. La implementación de estas reformas estuvo basada en la visión mainstream, con la expectativa de que se revertiría la salida de fondos al exterior. Sin embargo, tras el levantamiento de los controles, según la información del balance cambiario del Banco Central de la República Argentina (BCRA) sobre la Formación de Activos Externos (fae) se observa que, para el primer año, el monto fugado al exterior se duplicó. El financiamiento de la mayor salida de divisas fue posible mediante el incremento del endeudamiento externo.
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			Foreign Exchange Deregulation, Capital Flight, and Debt: The Recent Experience in Argentina

			

			Abstract. In 2011, Argentina began to implement a series of foreign exchange controls, going so far as to prohibit the acquisition of foreign currency for non-productive purposes. In December 2015, after the change of administration, all of the foreign exchange regulations were eliminated and returned to their pre-2001-2002 crisis levels. These reforms were implemented under the mainstreaming vision, with the expectation that capital outflows would be reversed. Nevertheless, after the controls were lifted, according to information from the foreign exchange balance kept by the Central Bank of Argentina (BCRA) on Foreign Asset Formation (FAF), one year later, capital flight abroad had doubled. This increased currency outflow was financed by rising foreign debt.
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			1. Introducción

			

			Desde el 2011 hasta el 2015, en Argentina se implementaron un conjunto de regulaciones sobre los flujos de divisas, principalmente focalizadas en el uso y destino de la moneda extranjera que adquiría el sector privado para fines no productivos. El punto más alto de regulación fue a mediados de 2012 cuando se prohibió completamente la adquisición de moneda extranjera para fines no productivos, lo que provocó serias dificultades en determinados sectores de la economía, como el inmobiliario,1 originando un fuerte malestar en las capas medias y altas de la sociedad argentina acostumbradas a acumular sus ahorros en dólares. A partir de 2014, se flexibilizó parcialmente el acceso a la moneda extranjera y se buscó agilizar los controles sobre las transacciones comerciales, a pesar de que persistían estrictas regulaciones sobre el uso de las divisas. Tras el cambio de gobierno (diciembre de 2015), se implementó un plan económico de corte liberal que impulsó, entre sus primeras medidas, la eliminación de todos los controles cambiarios y de capitales, con la expectativa de que dicha desregulación generase en el corto plazo una reversión de la fuga de capitales a la par de promover un nuevo ciclo de crecimiento económico. Sin embargo, esto no sucedió. La aceleración inflacionaria deprimió el poder adquisitivo del salario, contrayendo el consumo y la actividad económica, mientras que la salida de divisas, lejos de revertirse, se aceleró. Como contrapartida, se dio inicio a un nuevo ciclo de endeudamiento externo, el cual se había interrumpido durante los 15 años previos.




			El presente artículo busca analizar las causas y los aspectos sobresalientes de las transformaciones recientes en el funcionamiento del mercado de cambios argentino, como evento histórico que cuestiona los presupuestos de la literatura convencional sobre la naturaleza de la fuga de capitales basada en las erróneas decisiones de política macroeconómica, la debilidad de los fundamentos o los riesgos de expropiación (Khan y Haque, 1985). Considerando que ha transcurrido más de un año del cambio de gobierno, los principales elementos que definen el cumplimiento de los objetivos iniciales de las medidas adoptadas son factibles de ser evaluados. El marco conceptual del análisis se basa en la noción de regímenes de acumulación (Basualdo, 2006, 2013). En este trabajo, el mercado cambiario argentino y sus regulaciones son entendidos como un ámbito de disputa por la transferencia y valorización del excedente. La hipótesis que aquí se presenta es que, tras la reciente desregulación cambiaria en el país, un conjunto de grandes empresas locales y extranjeras ­­–que anteriormente no podían acceder al mercado único de cambios para remitir utilidades al exterior por los mecanismos ordinarios–, hoy pueden hacerlo sin restricción alguna.




			El trabajo se divide en cinco secciones además de esta introducción. En primer lugar, se abordan aspectos conceptuales relevantes sobre la visión convencional acerca de la naturaleza de la fuga de capitales y sus diferencias con enfoque basado en patrones de acumulación. En segundo lugar, se aborda el endeudamiento y la fuga de capitales en Argentina. En tercer lugar, se analiza este proceso en términos históricos, cuantificando la fuga y caracterizando sus etapas. En cuarto lugar, se analizan las principales transformaciones del mercado de cambios y se da cuenta de la magnitud de la fuga de divisas en la etapa reciente. Por último, se exponen las conclusiones.

			

			

			2.1 Fuga de capitales y endeudamiento externo

			

			2.1 El abordaje convencional

			

			Desde el abordaje tradicional, no toda salida de divisas de un país es un fenómeno preocupante. Por un lado, se consideran salidas “normales” a la salida de divisas vinculadas a movimientos de residentes y no residentes con motivo de modificar su cartera de inversiones en el curso cotidiano del desenvolvimiento de sus actividades. Considerando la paridad cubierta de tasas de interés y la ley del único precio, en el largo plazo, el balance de pagos debería equilibrarse, anulando los desbalances. De modo que la salida de divisas que se registra en la actualidad debería verse compensada por ingresos futuros. Desde esta perspectiva, un volumen superior –transitorio– de salida de divisas no es más que el reflejo de una mayor integración al mercado mundial, en una etapa de la globalización caracterizada por la expansión de los flujos de capitales y la mundialización de las carteras de inversión (Banco Mundial, 2013). Incluso esta mayor integración financiera se entiende como benéfica para el desarrollo. Dada la escasez del ahorro, la mayor disponibilidad de ahorro externo y doméstico, que genera el fin de la represión financiera, se canaliza en mayores recursos de la inversión (Mckinnon, 1973; Shaw, 1973).

			

			Por otro lado, se contempla que podría producirse una salida “anormal” de capitales, lo que se denomina fuga de capitales.2 La explicación convencional que se tiene acerca de estos flujos financieros se centra en las decisiones que toman los residentes –quienes mayoritariamente están inclinados a invertir en la economía nacional– cuando alguna política de intervención estatal afecta el equilibrio; tales como el aumento de la presión impositiva y la imposición de mayores controles o regulaciones que limiten el manejo de los activos, entre otras, que provocan incertidumbre política y económica (Schneider, 2003; Cuddington, 1986; Rojas-Suarez, 1990; Baba y Kokenyne, 2011). Sobre la regulación cambiaria en particular, se suma la crítica a los controles estatales en términos de la eficiencia microeconómica. Siguiendo esta visión, la presencia de regulaciones para la compra de moneda extranjera da lugar a múltiples tipos de cambios (financieros, comercial de importación, comercial de exportación, etcétera), lo que a la vez genera que los actores económicos exploten los beneficios del arbitraje entre mercados, intentando evadir al regulador. Esto provoca que se pospongan planes de inversión, llevando a la economía al estancamiento (Forbes, 2007).




			De este modo, frente al contexto de incertidumbre, los agentes buscan resguardar su capital principal o su rendimiento invirtiendo en el exterior, debido a que no estará sujeto a los mismos riesgos que en el entorno doméstico (Khan y Haque, 1985; Alesina, Tabellini y Franco, 1989). Desde la visión tradicional, la fuga de capitales se explica principalmente por el entorno de incertidumbre a escala nacional. Eliminadas las regulaciones en pos de una libre adquisición de divisas y recompuesta la confianza en las instituciones, la salida de fondos al exterior debiera revertirse. Sin embargo, la experiencia de otros países, y recientemente de Argentina, van en contra de estos postulados. La evidencia empírica respalda la idea de que la desregulación de la cuenta capital no provoca efectos significativos sobre el crecimiento, sino todo lo contrario. La experiencia de las crisis asiáticas demuestra que la fuerte desregulación cambiaria en etapas tempranas del desarrollo puede dar lugar a episodios de crisis de balance de pagos por contagio (sudden stops), etcétera (Rodrik, 1998; Rodrik y Subramanian, 2009). Por ello, resulta necesario ensayar explicaciones alternativas que den cuenta de este fenómeno, que ostenta un fuerte componente histórico, vinculado al patrón productivo y a la forma de inserción en las relaciones económicas internacionales.

			

			2.2 La fuga de capitales y el mercado de cambio desde el enfoque de régimen de acumulación

			

			El enfoque del régimen o patrón de acumulación consiste en el análisis específico que adquiere la articulación de las variables económicas, políticas y sociales a partir de una estructura económica en transformación. Este arreglo institucional es dinámico y se encuentra en disputa por la hegemonía entre los distintos bloques de poder existentes. En este análisis se incluye el modo de inserción internacional, la forma específica que adquiere el Estado, las prioridades en la distribución del ingreso, entre otros (Basualdo, 2011). Desde esta perspectiva, el conjunto de regulaciones del mercado de cambios puede ser entendido como un espacio de disputa por la apropiación del excedente. Ademas de ello, la administración cambiaria, sin ser condición suficiente, ha servido como un poderoso instrumento complementario a la política de promoción industrial nacional en diversos momentos de la historia argentina y de otros países del mundo.3






			Sobre esta línea de ideas, la fuga de capitales no corresponde a un fenómeno aislado y exógeno como son los vinculados a la diversificación de inversiones o a las coyunturas económicas y/o políticas adversas, sino que, forma parte de un fenómeno estructural endógeno en un determinado modo de acumulación del capital (Basualdo y Kulfas, 2002; Gaggero et al., 2013). Se entenderá por fuga de capitales al mecanismo mediante el cual los residentes en el país, ya sean empresas o personas, remiten de manera lícita o ilícita una porción del excedente generado en la economía nacional por fuera del circuito económico local, incluyendo a la moneda extranjera acumulada en domicilios particulares o en cajas de seguridad (Gaggero et al., 2013). Nótese que, a diferencia de la teoría convencional, este enfoque no considera solamente la salida de divisas a través de la cuenta capital y financiera del balance de pagos, sino que incluye conceptos de la cuenta corriente.




			El perfil de inserción internacional, el peso de la renta de recursos naturales sobre el ingreso nacional, la concentración y participación de capital extranjero en la cúpula empresarial, la historia de crisis bancarias (de deuda), la hiperinflación y la ausencia de un mercado de capitales lo suficientemente desarrollado establecen un piso estructural de salida de divisas independientemente de los ciclos de la estabilidad económica y política del país. Si bien en etapas críticas de la economía y en momentos de inestabilidad política, los flujos de salida se agudizan, este fenómeno se presenta de manera persistente y constante a lo largo de los últimos 40 años de la historia argentina (Rua, 2017). Al mismo tiempo que, una vez superadas las crisis económicas o políticas, las divisas fugadas al exterior no retornan al país (Kulfas, 2007). En términos macroeconómicos, las consecuencias de la fuga de capitales son numerosas y han sido estudiadas en otros trabajos (Gaggero et al., 2013). La más difundida tiene que ver con el agravamiento de la restricción externa. La persistencia de la fuga de capitales afecta el desarrollo de la economía, ya que una porción relevante de la oferta de divisas aportada por las exportaciones debe financiar esta demanda de dólares, que se resta de los excedentes disponibles destinados a importaciones de capital e insumos para la industria (Diamand, 1972).




			Peor aún cuando los dólares que financian la fuga no corresponden a los recursos excedentes de exportaciones, sino que son financiados con endeudamiento externo. Esto establece una bidireccionalidad entre los ciclos de salida de fondos con el endeudamiento externo, debido a que la salida de divisas perdura tanto como existan recursos que la financien. Esta doble causalidad de la fuga y el endeudamiento externo ha sido de gran importancia tanto en Argentina como en otros países en desarrollo (Boyce, 1992; Demir, 2004). De esta forma, la salida de divisas resulta en una reducción de la inversión interna, puesto que el ahorro doméstico es volcado a plazas financieras del exterior, en lugar de insertarse en inversiones productivas locales, y retorna luego bajo la forma de préstamos extranjeros. De esta forma, la creciente fuga de capitales opera como una severa restricción a la formación de capital y al desarrollo económico (Basualdo y Kulfas, 2002). En las condiciones actuales de la economía internacional, donde los flujos de capitales transnacionales y la multiplicidad de actores y activos financieros es significativamente mayor que hace 40 años, las economías en desarrollo con perfiles de regulación financiera laxos se encuentran expuestas a una mayor vulnerabilidad externa producto de la volatilidad de los capitales internacionales (Epstein, 2005; Bastourre y Zeolla, 2016).

			


			2.3 Cuantificación de la fuga de capitales

			

			En cuanto a su medición, existen diversas metodologías de estimación de la salida de divisas (Gaggero et al., 2013; Gaggero et al., 2010; Basualdo y Kulfas, 2002). En términos generales se presentan las metodologías más difundidas en Argentina (véase en cuadro 1).

			

			

			Cuadro 1. Argentina. Métodos de estimación de la fuga de capitales más difundidos

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Método

						
							
							Estimación

						
							
							Limitaciones

						
					

					
							
							Método residual del balance de pagos

						
							
							Método de estimación indirecto, con base en datos de la balanza de pagos, sumando la inversión extranjera, deuda externa y saldo de cuenta corriente, y restando la variación de las reservas internacionales. 

						
							
							No permite captar la fuga de capitales vía manipulación de precios de transferencia, subfacturación y sobrefacturación y su cálculo depende de la calidad de los datos de la balanza de pagos.

						
					

					
							
							Formación de Activos Externos del Sector Privado No Financiero (fae del spnf) -Balance cambiario del BCRA 

						
							
							Método de estimación directo, basado en el registro de la compra y venta de moneda extranjera en el mercado cambiario, desde el 2002 hasta la actualidad. 

						
							
							Sólo registra las operaciones de compra y venta de divisas autorizadas por el BCRA y no permite calcular el stock, puesto que comenzó su registro en 2002. 

						
					

					
							
							Posición de Inversión Internacional (pii)- indec

						
							
							Método de estimación directo, calculado mediante relevamientos y encuestas en el exterior, a través del cual se obtiene el stock de activos externos del spnf. 

						
							
							Podría subestimar el stock de capitales fugados puesto que las fuentes consultadas o encuestadas podrían subdeclarar el monto de las colocaciones. 

						
					

					
							
							Método comercial o country-partner 

						
							
							Estima la fuga de capitales vía manipulación de los precios de transferencia, sobrefacturaciones de importaciones y subfacturaciones de exportaciones, mediante la comparación de las cifras de comercio exterior registradas por nuestro país contra las de los principales socios comerciales (Basualdo y Kulfas, 2002). 

						
							
							Podrían existir errores de clasificación, registro y/o diferencias de estimación con otros países (Grondona y Burgos, 2015), lo que podría dar lugar a sobreestimaciones o subestimaciones. 

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en la bibliografía citada.

			

			Todas ellas tienen algunas limitaciones y distintos grados de dificultad para obtener la información. En este trabajo se utilizará la primera y la segunda metodología. El método residual del balance de pagos utiliza la información de las estadísticas del balance de pagos que elabora el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) que permite analizar largas series de tiempo. Por otra parte, la Formación de Activos Externos del Sector Privado no Financiero (FAE del SPNF) que se presenta en el balance cambiario del Banco Central de la República Argentina (BCRA), por ser publicado con mayor frecuencia y de manera mensual, es ampliamente utilizada para estudiar la experiencia reciente. Como limitación, ambos métodos excluyen otras modalidades de fuga, como la subfacturación de exportaciones, sobrefacturación de importaciones y la manipulación de los precios de transferencia. Otros trabajos revelan la importancia de estas vías de salida para Argentina (Basualdo y Kulfas, 2002; Gaggero et al., 2013; Grondona y Burgos, 2015).

			

			3. Endeudamiento externo y fuga de capitales en la historia argentina


			

			El fenómeno de la fuga de divisas se expandió fuertemente a nivel global con la llegada del orden neoliberal y la globalización financiera. En Argentina, la fuga de divisas comenzó a ser notorio como un fenómeno persistente, a partir de la década de los setenta, como contracara de los importantes flujos de deuda externa. Durante el patrón de valorización financiera (1976-2001), la fuga de capitales resultó estrechamente vinculada al endeudamiento externo, por ser parte de un mismo proceso de valorización de la renta financiera, que consistía en la contracción de deuda externa con la finalidad de realizar colocaciones en activos financieros en el mercado interno y valorizarlos a partir de la existencia de un diferencial positivo entre la tasa de interés interna y la internacional y, posteriormente, fugarlos al exterior. Durante este periodo, el endeudamiento externo no se orientó al financiamiento de inversión productiva o del capital de trabajo, sino que fue utilizado principalmente para financiar la fuga de capitales, como modo de obtención de una mayor renta financiera (Basualdo, 2013).




			Desde esta perspectiva, la primera etapa de vinculación entre la fuga de capitales y el endeudamiento externo se inició con la dictadura cívico militar de 1976, fue a partir de eso, que el régimen económico mutó de uno de industrialización sustitutiva de importaciones a otro centrado en la valorización financiera (Basualdo, 2011). Dos aspectos centrales de este régimen de acumulación fueron, por un lado, el desmantelamiento del aparato productivo y, por otro, la desregulación financiera. El Ministro de Economía, entonces, Martínez Hoz, adoptó un esquema ortodoxo basado en la visión monetarista del balance de pagos impulsado desde las economías centrales, que consistía en bajar la inflación a partir de una virtual fijación del tipo de cambio en un contexto de devaluaciones preanunciadas, reducción de la oferta monetaria, endeudamiento externo y altas tasas de interés. Otro aspecto clave de ese programa fue la reforma financiera de 1977. La nueva normativa eliminaba la participación del Estado en la determinación del destino de los depósitos.4 Las principales medidas fueron la libre apertura de filiales de bancos extranjeros, la desregulación de las condiciones de captación de depósitos por entidades financieras privadas y la libre determinación de tasas de interés, entre otras (Cibils y Allami, 2008).




			Bajo este contexto, la deuda externa garantizaba la bicicleta financiera cuya renta era remitida al exterior (Díaz Alejandro, 1984). Entre 1975 y 1983 el promedio anual de fuga de capitales fue alrededor de 7.900 millones de dólares, con la contracara del incremento del endeudamiento externo, con un promedio anual de más de 9.500 millones de dólares. A partir de 1982, la crisis mexicana interrumpió el flujo de endeudamiento para América Latina y, en consecuencia, se desaceleró el proceso de fuga de capitales en Argentina. Tras el fracaso del plan austral –entre 1987 y 1989–, se profundizó la dinámica de salida de divisas, fugándose más de 9.000 millones de dólares solamente en tres años, lo cual, en un contexto de total sequía de dólares, culminó en una hiperinflación. Una tercera etapa de salida de divisas se inició en 1991 con la implementación del plan de convertibilidad, un régimen cambiario de paridad fija con respecto al dólar. Una de las características de esta etapa fue el volumen récord de la fuga de capitales y la expansión del endeudamiento externo, sólo comparable con el periodo de la dictadura militar (Basualdo y Kulfas, 2002). Aquí se destacan dos periodos: el primero, durante los primeros años de la década se registró cierto desendeudamiento asociado a las privatizaciones y también a la reducción de la fuga de capitales, ya que los principales grupos económicos locales participaron activamente del proceso de privatizaciones, en conjunto con operadores transnacionales y bancos de inversión. El segundo, cuando este régimen comenzó a mostrar signos de agotamiento, se aceleró fuertemente la fuga de capitales. Entre otras cosas, numerosos empresarios locales vendieron las empresas nacionales a capitales extranjeros y fugaron los resultados obtenidos de esas ventas. El promedio anual de fuga de divisas desde 1990 hasta 2001 fue de 9.100 millones de dólares, contra un promedio de 8.600 millones de dólares de deuda externa.




			Ante el agotamiento del modelo de valorización financiera, en el 2002 comenzó a definirse un nuevo patrón de acumulación del capital, sustancialmente diferente al anterior (Basualdo, 2011). A partir de allí, se inició un proceso de desendeudamiento con los organismos internacionales y con los tenedores privados de títulos públicos, interrumpiendo aquel vínculo intrínseco entre la salida de divisas y el endeudamiento externo. Así, la fuga de divisas dejó de financiarse a través de préstamos del exterior, pasando a sustentarse en base al superávit de la balanza comercial. En la gráfica 1 se presenta la evolución del stock de capitales fugados y del endeudamiento externo en distintas etapas históricas del país. En ella puede apreciarse con claridad el estrecho vínculo que tuvo la dinámica de la fuga de capitales con el endeudamiento externo hasta el 2002, la interrupción de dicha relación –a partir de dicho año y a lo largo del periodo 2002-2015 cuando se llevó a cabo un importante proceso de desendeudamiento y la salida de divisas– se nutrió esencialmente de los saldos positivos de la balanza comercial. Considerando la etapa reciente, en la gráfica 2 puede observarse que durante el periodo 2003-2015 la fuga de capitales fue predominantemente financiada por el superávit de la balanza comercial, a excepción de los años 2008, 2011, 2013 y 2015, cuyos saldos comerciales no alcanzaron para soportar el gran volumen de salida, por lo que se vieron afectadas las reservas internacionales del BCRA. Por otra parte, para el 2016, la balanza comercial continuó siendo negativa y la fuga de divisas comenzó a ser financiada por el endeudamiento externo, tal como sucedía en la década de los noventa. Más adelante se abundará respecto a este último periodo.

			

			Gráfica 1. Argentina. Stock de deuda externa total vs. stock de fuga de capitales desde 1980 hasta 2016.

En millones de dólares corrientes.

			[image: 1802.png]

			

			

			Fuente: elaboración propia sobre la base de estimaciones con información de indec, BCRA y Cepal, y estimación de método residual de Basualdo y Kulfas (2002).

			

			

			Gráfica 2. Argentina. Fuga de capitales vs. saldo de la balanza comercial 2003-2016.

			En millones de dólares corrientes.
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			Fuente: elaboración propia sobre la base de estimaciones propias con información de BCRA.

			

			4. Regulación y desregulación cambiaria: la experiencia argentina reciente


			

			4.1 La regulación cambiaria en el periodo 2011-2015

			

			En términos generales, la experiencia reciente de regulación cambiaria estuvo enfocada casi exclusivamente sobre la demanda y, muy aisladamente, sobre la oferta. Los controles cambiarios se implementaron en un contexto de fuerte presión sobre el mercado de cambios. En los meses que fueron desde julio hasta octubre de 2011 –cuando Cristina Fernández de Kirchner fue reelecta–, se fueron, en concepto de Formación de Activos Externos (FAE), que es la estadística que registra la adquisición de moneda extranjera, un total de 11.420 millones de dólares, un monto equivalente a 25% de las reservas del BCRA a esa fecha. A partir de este momento se iniciaron un conjunto de medidas orientadas a administrar la demanda de dólares. Las principales medidas se resumen a continuación (véase cuadro 2). El 28 de octubre de 2011 se implementó una autorización especial ante AFIP para todos aquellos individuos que deseaban comprar dólares sin una finalidad productiva específica, lo que dio inicio a la política de regulación a la compra de dólares. El 8 de febrero de 2012 se implementaron regulaciones para la compra de dólares por parte de empresas para todo tipo de operaciones, las cuales debían contar con el aval del BCRA. Al mismo tiempo, se implementaron las Declaraciones Juradas Anticipadas de Importación (DJAI), que consistían en un control previo por parte de la Secretaría de Comercio para la habilitación (o no) de la importación de ciertos productos. Ambas medidas dieron inicio a la regulación efectiva sobre importadores.




Cuadro 2. Argentina. Principales medidas de control a la compra de dólares en el mercado de cambios




	Fecha


	Medida




	28 de octubre de 2011


	Se implementa el requisito de autorización especial deAFIPpara la compra de moneda extranjera sin un fin específico para individuos.




	18 de noviembre de 2011


	Se prorroga la excepción de compra de moneda extranjera sólo para aquellos que tengan créditos hipotecarios aprobados.




	8 de febrero de 2012


	Implementación de autorización informal delBCRApara comprar moneda extranjera por empresas para importaciones y remisión de utilidades. En junio-octubre de 2013 se reforzó el control.




	26 de abril de 2012


	Límite de hasta 15 días para la liquidación de moneda extranjera de exportaciones. Alcanza 800 posiciones arancelarias.




	9 de mayo de 2012


	Reducción del límite para la compra de moneda extranjera para individuos. Límite anunciado de 25% de los ingresos.




	24 de mayo de 2012


	Se incluye un régimen especial para compra de moneda extranjera de agencias de turismo, que hasta el momento tenían libre acceso a la moneda extranjera al tipo de cambio oficial.




	15 de junio de 2012


	Se elimina la opción ahorro dentro de las posibilidades de compra de moneda extranjera mediante el sistema web de laAFIP. Sólo queda la opción turismo.




	15 de agosto de 2012


	Límite para las operaciones de turismo, con plazo de siete días de anticipación al viaje. Para países limítrofes sólo se vende moneda local de destino.




	31 de agosto de 2012


	Retención de 15% al valor de la moneda extranjera para pagos con tarjeta de débito o crédito en el exterior. Hasta el momento no tenía ningún cargo extra.




	1 de noviembre de 2012


	Prohibición de compra de moneda extranjera para operaciones inmobiliarias con crédito hipotecario aprobado.




	18 de marzo de 2013


	Aumenta la retención impositiva para comprar moneda extranjera por viajes de 15% a 20%. Se extiende la medida a paquetes de viajes, pasajes y otros servicios.




	23 de mayo de 2013


	Límite a la extracción de moneda extranjera en países limítrofes hasta 50 dólares mensuales por entidad, 800 dólares mensuales y por entidad para el resto del mundo.




	Junio-octubre de 2013


	Refuerzo de autorización informal delBCRApara adquisición de moneda extranjera por empresas para importaciones y remisión de utilidades.




	1 de noviembre de 2013


	Prohibición a bancos a dar préstamos en moneda local a empresas exportadoras. Deben tomar deuda en el exterior como mecanismo para aumentar la oferta de divisas.




	3 de diciembre de 2013


	Aumenta la retención impositiva para comprar moneda extranjera para viajes de 20% a 35%.




	24 de enero de 2014


	Se autoriza la compra de moneda extranjera para atesoramiento con una percepción de 20% que luego podrá ser deducida del impuesto a las ganancias y bienes personales mediante formulario por página web de laAFIP. Los montos máximos no fueron informados.




	5 de septiembre de 2014


	Se habilita la compra de moneda extranjera con una fórmula de hasta 22% de los ingresos, con un límite de 2.000 dólares por mes por contribuyente.




	27 de octubre de 2015


	Mayor restricción de cupos a importadores y agencias de viaje para la compra de moneda extranjera.




	20 de noviembre de 2015


	Suspensión de operaciones de dólar futuro enrofex.









Fuente: elaboración propia con base en información deBCRA,AFIPyFMI(2016).





Cuadro 3. Argentina. Eliminación de las medidas regulatorias sobre la compra de dólares y los flujos financieros desde el exterior




	Fecha


	Medida




	16 de diciembre de 2015


	Se eliminan todos los requisitos administrativos a la compra de moneda extranjera por individuos para un fin no especificado (fae). Los requisitos son los previos a octubre de 2011. Se mantiene el tope de hasta 2 millones de dólares por mes por persona.




	


	Se elimina la percepción de 20% de impuesto a las ganancias y bienes personales a la compra de moneda extranjera sin un fin específico por individuos.




	


	Se elimina trámite web y retención de ganancias de 35% para la compra de moneda extranjera por turismo.




	


	Se elimina el requisito de encajes no remunerados de 30% por 365 días, implementados en 2005.




	11 de enero de 2016


	Eliminación de los límites para extraer moneda extranjera en cajeros del exterior.




	5 de mayo de 2016


	Se eleva el tope a la compra de moneda extranjera para un fin no especificado (fae) de 2 a 5 millones de dólares.




	


	Se elimina la declaración jurada de percepción de divisas de exportadores.




	11 de mayo de 2016


	Amplían a 365 días el ingreso de moneda extranjera para 97 nomenclaturas exportaciones, incluyendo granos y cereales.




	17 de junio de 2016


	Trámite exprés para la devolución de la percepción de impuesto a las ganancias y bienes personales para aquellos que compraron moneda extranjera para atesoramiento.




	8 de agosto de 2016


	Se elimina el techo máximo para la compra de moneda extranjera para cualquier fin.




	30 de agosto de 2016


	Amplían a 1 825 días corridos (cinco años) el ingreso de moneda extranjera de exportaciones.




	21 de enero de 2017


	Amplían a 3 650 días corridos (10 años) el ingreso de moneda extranjera de exportaciones de granos y sus derivados.









Fuente: elaboración propia con base en información deBCRA,AFIPyFMI(2016).






			El 15 de junio de 2012 se eliminó la opción ahorro del formulario de AFIP, quedando totalmente inhabilitada la compra de dólares para FAE en el mercado oficial. El 1 de noviembre de 2012 se prohibió la compra de dólares para operaciones inmobiliarias con créditos hipotecarios aprobados. De allí en adelante, las regulaciones se alternarían entre regulaciones de AFIP y autorizaciones más o menos rigorosas por parte del BCRA. El primer gran cambio se dio el 24 enero de 2014, tras una importante devaluación de la moneda, se estableció un sistema más flexible de acceso a la moneda extranjera para atesoramiento, con límites de compra de acuerdo al nivel de ingresos, abonando un impuesto adicional de 35%, que luego podía ser computado como percepción del impuesto a las ganancias. Esta medida fue la primera apertura del mercado de cambios para compradores minoristas. Esta flexibilización implicó la salida de 3.248 millones de dólares durante 2014 y 6.495 millones de dólares entre enero y noviembre de 2015.




			Dichas compras fueron realizadas esencialmente por ahorradores minoristas que utilizaban el dólar como forma de preservar el poder adquisitivo de sus ahorros, en un contexto en el cual no existía un instrumento de ahorro lo suficientemente claro y difundido (plazo fijo indexado por CER, bonos dolarizados, etcétera). Mientras para los “grandes jugadores”, el mercado de dólar oficial permaneció cerrado durante toda esta etapa y debían recurrir a la ventanilla de dólar financiero (contado con liquidación) que se operaba en la bolsa y en el exterior. Vale destacar que éste era un mercado legal, cuyo tipo de cambio era mayor al del oficial y no existía límite para la adquisición de dólares. El precio lo fijaban libremente los operadores y el BCRA no intervenía directamente.5Por el lado de la oferta de divisas, las medidas de regulación e intervención fueron muy pocas. El 26 de abril de 2012 se redujo el plazo para la liquidación de dólares de exportaciones hasta 15 días para más de 800 posiciones arancelarias. Luego de la devaluación de 2014 se observó más de cerca la posición de dólares máximos que podían tener en cartera los bancos. Aquellos que querían vender dólares a un precio mayor, lo hacían en un mercado en el cual el BCRA no participaba. Sin embargo, uno de los principales problemas fue que el BCRA era el único dispuesto a vender dólares al precio oficial, respondiendo únicamente con reservas internacionales.

			

			4.2 Periodo 2015-2016

			

			Tras el cambio de gobierno, la nueva gestión eliminó todos los controles implementados desde 2011 e incluso más, como la eliminación del plazo máximo de liquidación de divisas que regía desde 2001 y el requerimiento de encaje mínimo no remunerado para los flujos de capitales de inversión en cartera desde el exterior que regía desde 2005 (véase cuadro 3).

			

			A partir del 16 de diciembre de 2015 se eliminaron las regulaciones a la adquisición de moneda extranjera para atesoramiento y turismo. La unificación cambiaria se realizó con una devaluación de 40% del tipo de cambio oficial en el transcurso de unos pocos días, llevándolo hasta los niveles del tipo de cambio financiero. En términos generales, la eliminación de los controles a la compra de dólares tenía tres objetivos. El primero de ellos era la unificación cambiaria: desde la concepción ideológica del gobierno, la existencia de múltiples ventanillas para la compra de dólares generaba rentas sectoriales ineficientes que iban en perjuicio de la asignación de recursos que garantiza el libre mercado. El segundo era la eliminación de controles para la compra de dólares, cualquiera que fuera el fin: la administración del dólar oficial restringía la remisión de utilidades y dividendos, y la compra de dólares para importaciones de empresas que no exportaban e incumplían con los planes de inversión, y de individuos, ya fuera para ahorro o un fin no especificado (FAE). El tercero era facilitar el ingreso de flujos financieros desde el exterior: estos capitales especulativos tienen como condición la valorización de corto plazo, de modo que ingresan velozmente siempre y cuando puedan retirarse rápidamente. Por ello, también se eliminó la obligatoriedad de encajes no remunerados de permanencia temporal. Esta desregulación total del mercado de cambios no tuvo un correlato en la disminución de la fuga de divisas, sino todo lo contrario. Como se verá en la siguiente sección, la fuga de capitales se incrementó significativamente durante el último año.

			

			4.3 ¿Hacia un nuevo ciclo de fuga de capitales y endeudamiento?

			

			La principal característica, luego del levantamiento de los controles cambiarios, fue la aceleración y la persistencia de la fuga de capitales. En la gráfica 3 se presenta un detalle mensual de la FAE neta del SPNF que publica el balance cambiario del BCRA. Luego del levantamiento de los controles, desde diciembre de 2015 hasta abril de 2017, la FAE-SPNF fue de 17.658 millones de dólares.6 Si no se incluyesen los ingresos extraordinarios del mes de diciembre por el blanqueo de capitales, el monto sería, en solamente un año y 5 meses, de 21.750 millones de dólares.7Para realizar una comparación contra un periodo de 12 meses durante la etapa de restricciones cambiarias, entre diciembre de 2014 y noviembre de 2015, la FAE fue de 6.466 millones de dólares; mientras que, entre diciembre de 2015 y noviembre de 2016, fue de 13.971 millones de dólares, más del doble. Es decir que, tras el levantamiento de las restricciones cambiarias, la FAE neta se duplicó. Y lejos de ser un fenómeno producido por una demanda reprimida luego de un periodo de fuertes regulaciones, la salida de dólares continuó.




			En cuanto al tipo de actores que participan en la FAE, al desagregar los compradores de dólares según el tipo de operación, se observó la vuelta al mercado de los “grandes jugadores”. En la actualidad, la compra de dólares billetes es realizada por alrededor de 703 mil personas que acumulan 45% del volumen total de compras en operaciones por menos de 10.000 dólares. Es decir, son compradores minoristas, que aunque movilizan un volumen significativo de la compra de dólares, utilizan la dolarización como forma de ahorro. Por mes, estas salidas netas son alrededor de 1.000 millones de dólares. Por otro lado, se encuentran los que realizan transferencias brutas al exterior y que representan alrededor de 950 clientes, que en 82% operan volúmenes de compra de divisas mayores a los 2 millones de dólares por operación. Como se observa en la gráfica 4, hasta el año pasado, la existencia de controles virtualmente excluía a estos actores del mercado de dólares oficial (área oscura). Desde el levantamiento de los controles cambiarios, los volúmenes operados por los “grandes jugadores” alcanzan salidas brutas por más de 7.530 millones de dólares. En términos netos, los montos enviados al exterior superaron los 2.900 millones de dólares. Adicionalmente, al analizar los componentes de la fuga de capitales observamos que los tenedores de activos externos privilegian a aquellos activos de alta liquidez y bajo riesgo, por encima de las inversiones de más largo plazo. Es decir, al momento de fugar, los individuos prefieren hacerlo en activos líquidos, típicamente dólares billetes y otros instrumentos financieros equivalentes.

			

			Gráfica 3. Argentina. Formación de Activos Externos del Sector Privado no Financiero. Con y sin controles de cambios. Diciembre de 2014-abril de 2017. En millones de dólares corrientes

			[image: 2016.png]

			Fuente: elaboración propia con base en información del BCRA.

			

			Gráfica 4. Argentina. Compradores de dólares según tipo de operación en billetes y divisas. Enero de 2015-abril de 2017. En millones de dólares corrientes
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Fuente: elaboración propia con base en información del BCRA.




			En la gráfica 5 se presenta la composición de la FAE, la cual muestra que predomina la compra de billetes (efectivo), por encima de los restantes elementos. A su vez, los activos de mayor liquidez en conjunto, billetes sumados a otras inversiones (acciones, títulos públicos, obligaciones negociables, etcétera), prácticamente reflejan la totalidad de los activos externos de residentes locales, resultando prácticamente insignificante la compra de moneda extranjera para inversión directa (participaciones accionarias superiores a 10% e inversiones inmobiliarias). Sumado a ello, la salida de divisas neta en concepto de remisión de utilidades y dividendos al exterior representó 2.752 millones de dólares entre diciembre de 2015 y noviembre de 2016, en contraste con 242 millones de dólares obtenidos entre diciembre de 2014 y noviembre de 2015, registrando un incremento interanual de 1037% (véase gráfica 6). El promedio mensual de salida por estos conceptos entre enero y noviembre de 2015 fue de 22 millones de dólares mientras que entre diciembre de 2015 y abril de 2017 fue de 213 millones de dólares. Para los primeros meses de 2017 esta tendencia continuó y en el periodo de enero a abril de 2017 se remitieron al exterior 466 millones de dólares.

			

			Gráfica 5. Argentina. Composición de la Formación de Activos Externos del BCRA 2009-2016. 

			En millones de dólares corrientes
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			Nota: En 2016, las inversiones en cartera de residentes en el exterior (compra neta de divisas) incluyen el efecto de la

exteriorización de capitales.

			Fuente: elaboración propia con base en información del BCRA.




			Gráfica 6. Argentina. Remisión de utilidades, dividendos y otras rentas en 2015-abril de 2017. 

			En millones de dólares corrientes
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			Fuente: elaboración propia con base en información del BCRA.

			


			Este relevante cúmulo de divisas que drenó hacia el exterior durante el primer año de gobierno tuvo como contrapartida un sustancial flujo de endeudamiento externo que permitió obtener las divisas para financiar estas salidas. La llave de acceso a los mercados internacionales en busca de crédito externo fue el pago a los “fondos buitres” (holdouts). Durante el 2016, el gobierno nacional tomó deuda externa por 25.118 millones de dólares, de los cuales 12.119 millones de dólares fueron directamente destinados al pago de la sentencia a favor de los holdouts. En tanto, las provincias y el sector privado emitieron deuda por 12.643 millones de dólares. Este proceso continuó y en los primeros tres meses de 2017 se emitió un total de 15.747 millones de dólares.

			

			Cuadro 4. Argentina. Emisión de deuda externa Estado Nacional, provincias y empresas, 2015-2017. 

			En millones de dólares corrientes

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Provincias 

							y empresas

						
							
							Estado Nacional

						
							
							Estado Nacional 

							Total

						
							
							Deuda 

							total 

						
					

					
							
							Pago 

							"fondos buitres"

						
							
							Resto

						
					

					
							
							2015

						
							
							2 576.59 

						
							
							 

						
							
							-3 982.83 

						
							
							-3 982.83 

						
							
							-1 482.89 

						
					

					
							
							2016

						
							
							12 643.69 

						
							
							12 118.54 

						
							
							12 999.56 

						
							
							25 118.10 

						
							
							38 268.43 

						
					

					
							
							2017*

						
							
							4 301.28 

						
							
							 

						
							
							11 389.30 

						
							
							11 389.30 

						
							
							15 747.22 

						
					

				
			

			

			* Primeros tres meses de 2017.

			Fuente: elaboración propia con base en información del BCRA.

			

			Sin embargo, esto no es un aspecto novedoso en el funcionamiento de la economía argentina. Como se muestra en la gráfica 7, existe una estrecha relación entre los flujos de deuda externa y la fuga de capitales durante distintas etapas de la historia argentina. En este caso, la estimación de fuga de capitales se realizó mediante el método residual. Como se observa, ambas variables tienen una expansión muy similar a lo largo de los distintos ciclos económicos y políticos desde la década de los setenta, con excepción del periodo 2002-2015 en el que se registró un significativo desendeudamiento externo. Durante el 2016, se advierte un retorno al circuito de endeudamiento externo y fuga de capitales, mediante el cual la salida de divisas ha vuelto a ser financiada a partir de préstamos del exterior. Más a detalle, según puede estimarse mediante el método residual del balance de pagos, para el 2016, el flujo de fuga de capitales alcanzó los 18.956 millones de dólares. Como contrapartida, para el mismo periodo, se registró un relevante ingreso de divisas por deuda externa por 39.830 millones de dólares. Este fenómeno va en línea con la literatura que explica una relación de bicausalidad entre  el endeudamiento y la fuga de capitales (Boyce, 1992; Demir, 2004).

			

			Gráfica 7. Argentina. Promedios anuales de fuga de capitales y deuda externa total, 1975-2016.

			En millones de dólares corrientes.
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Fuente: elaboración propia sobre la base de estimaciones con información de indec, BCRA y Cepal, y estimación de método residual de Basualdo y Kulfas (2002).

			

			

			Conclusiones

			

			Durante el periodo 2016-2017, Argentina ha registrado un proceso de creciente desregulación cambiaria. Contrario a lo anunciado por la visión ortodoxa, luego de la liberalización de los controles cambiarios y de capital se registró una indiscriminada salida de divisas. De acuerdo a la medición de FAE del balance cambiario del BCRA que registra la compra de moneda extranjera por el sector privado, en el primer año sin controles cambiarios, el monto fugado se duplicó.




			Considerando los 12 meses anteriores al levantamiento de los controles, diciembre de 2014 a noviembre de 2015, contra un periodo equivalente posterior, diciembre de 2015 a noviembre de 2016, la fuga de capitales pasó de 6.466 millones de dólares a 13.971 millones de dólares. Lejos de revertir su ritmo producto de una demanda reprimida tras los controles, en los primeros cuatro meses de 2017 este fenómeno se agudizó, registrando tan sólo en un cuatrimestre un total de 5.650 millones de dólares, casi equivalente a lo registrando entre enero y noviembre de 2015 (87%). La contrapartida de ello fue un descomunal endeudamiento externo que garantizó la oferta de divisas. En el año 2016, el Estado Nacional, las provincias y los privados emitieron un total de deuda por 26.150 millones de dólares, neta del pago a los holdouts. Lo que respalda la perspectiva que entiende a la fuga de capitales como un componente estructural, puesto que la desregulación cambiaria no revirtió la salida de divisas, sino que la aceleró, lo que fue posible debido a la expansión de la oferta de moneda extranjera originada en el endeudamiento externo.




			Otras etapas de la historia argentina y experiencias de otros países en desarrollo demuestran que este circuito de fuga de capitales –basado en endeudamiento– es un circuito de acumulación financiera de corto plazo, que expone a la economía nacional a una mayor vulnerabilidad externa. Durante las etapas de ingreso de fondos, cuando el endeudamiento externo está disponible, la economía se expande y la percepción del riesgo doméstico disminuye. Sin embargo, en cuanto la situación local o internacional se modifica de manera adversa está latente el riesgo de una crisis financiera, cambiaria y de deuda. Por ello, resulta imprescindible un análisis compatible con el proceso histórico argentino, que ponga en discusión las herramientas de política económica necesarias, para gestionar la fuga de capitales como componente ineludible de la “restricción externa” y de la problemática del desarrollo.
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NOTAS

			

			
				
					1	En Argentina más de 90% de las operaciones inmobiliarias se realizan en dólares (Nermiña y Gaggero, 2016).

				

				
					2	Más adelante se ofrece una definición más rigorosa de la fuga de capitales desde el enfoque de este trabajo.

				

				
					3	De acuerdo a las estadísticas de Reinhart y Rogoff (2009), en Argentina durante la etapa más exitosa de industrialización, en 43% de los meses que van desde 1943 hasta 1976 (150 meses) existió un desdoblamiento cambiario con una brecha superior al 50%. En Corea del Sur hasta 1996 existían prohibiciones para que las firmas tomaran deuda en moneda extranjera, que a partir de allí se fueron eliminando. Hasta el año 2002 existían controles a los pagos externos en moneda extranjera de individuos (becas, turismo, adquisición de propiedades en el exterior, etcétera) (Noland, 2007). China tiene medidas administrativas de declaración hasta prohibición de operaciones para 90% del total de posiciones susceptibles de la cuenta capital susceptible a ser reguladas, incluyendo un límite de 50.000 dólares por individuo y una declaración obligatoria sobre el origen de los fondos (Fernández et al., 2015).

				

				
					4	Los marcos normativos fueron el Decreto-Ley 21.495 de descentralización de los depósitos del 17 de enero de 1977 y el Decreto-Ley 21.526 de entidades financieras del 14 de febrero de 1977.

				

				
					5	Aunque el gobierno sí intervenía de manera indirecta, mediante operaciones de la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) o los bancos oficiales vendiendo posiciones en dólares, o regulaciones de la Comisión Nacional de Valores (CNV) sobre las tenencias máximas de títulos públicos en dólares, como forma de operar sobre el “contado con liquidación”.

				

				
					6	Siete días hábiles del mes de diciembre corresponden al gobierno anterior, durante los cuales el mercado único y libre de cambios operó con restricciones. Por lo tanto, para mayor exactitud del monto expuesto debería descontarse el equivalente a 250 millones de dólares, aunque, por ser un monto de tan escasa significación no se ha hecho tal distinción.

				

				
					7	La Ley N° 27260 (junio de 2016) incluye un régimen de blanqueo de capitales bajo el título Régimen de Sinceramiento Fiscal. Según el informe cambiario de diciembre de 2016 del BCRA, el monto ingresado desde el exterior para el pago del impuesto que estableció dicho régimen fue el equivalente a 4.092 millones de dólares (p. 15).
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			Resumen. El presente trabajo explora la rendición de cuentas del Gobierno de la Ciudad de México respecto a su deuda pública durante el periodo 1999-2015. Las preguntas planteadas son: ¿a qué proyectos se destinan los recursos provenientes de deuda pública? ¿La rendición de cuentas permite evaluar los proyectos financiados con deuda pública? A pesar de que la legislación establece la obligación de transparentar el destino de la deuda, se evidenció una rendición de cuentas parcial en todas las modalidades de financiamiento como: banca privada, de desarrollo, Mercado de Valores y Asociaciones Público-Privadas (APP). Además, la opacidad es total en cuanto a la evaluación de los resultados obtenidos. Mediante una prueba de cointegración de la deuda e inversión pública se puede afirmar que la deuda pública total tiene cierto efecto en el comportamiento de la inversión pública de la Ciudad de México.
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			Accountability and the Allocation of Public Debt by the Mexico City Government

			

			Abstract. This paper explores the Mexico City Government’s accountability with respect to public debt in the time period 1999-2015. The questions we pose are as follows: To which projects were resources emanating from public debt allocated? Did the accountability mechanisms make it possible to evaluate the projects funded with public debt? Although the laws stipulate that entities are bound to be transparent about their allocation of debt, there is clearly only partial accountability when it comes to all of the funding models, including: private banking, development banking, the stock market, and public-private partnerships (PPP). Moreover, the opacity is total where evaluating outcomes is concerned. Using a cointegration test for debt and public investment, we assert that total public debt has some effect on the behavior of public investment in Mexico City.
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			Introducción





			

			La corrupción, un problema tan antiguo como complejo, es una de las cuestiones que preocupan a la sociedad mexicana, y que a lo largo del tiempo se han utilizado diversos instrumentos para combatirla. Uno de los instrumentos preventivos (orientados a disuadir a los servidores públicos de cometer actos de corrupción) es la transparencia (Uvalle, 2013). Se ha demostrado que mientras más alto sea el nivel de transparencia, la deuda pública y el déficit serán menores; inclusive instituciones como el Fondo Monetario Internacional (FMI) consideran a la transparencia como una precondición para la sostenibilidad fiscal macroeconómica (Alt y Lassen, 2006). La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, en su artículo 14 señala que los ciudadanos tienen derecho de verificar y vigilar el empleo de las contribuciones públicas. De ahí que la transparencia y el derecho a saber el destino de las contribuciones públicas puedan considerarse esenciales (Bellver, 2007). El seguimiento a los recursos públicos que se utilizan en los diferentes programas gubernamentales es fundamental para vigilar las acciones del gobierno y que, de esta manera, la ciudadanía pueda incidir en sus decisiones. La rendición de cuentas es un mecanismo que permite a los ciudadanos conocer el destino de los recursos públicos y evaluar sus resultados.




			

El objetivo de este trabajo es explorar la rendición de cuentas del Gobierno de la Ciudad de México respecto a su deuda pública durante el periodo 1999-2015. Las preguntas planteadas son: ¿a qué proyectos se destinan los recursos provenientes de deuda pública? ¿La rendición de cuentas permite evaluar los proyectos financiados con deuda pública? La deuda pública, como recurso de financiamiento puede coadyuvar al incremento de la capacidad productiva de un país, estado o región, como simplemente hipotecar sus ingresos futuros, todo depende del destino que se dé al dinero obtenido por este medio. El presente documento inicia con la revisión del papel que juega la rendición de cuentas en las finanzas públicas, especialmente en la deuda pública. En un segundo apartado se revisa el marco normativo en torno a la contratación de deuda pública. Posteriormente, se estudia la rendición de cuentas del Gobierno de la Ciudad de México relativa a la deuda pública contratada tanto con bancos privados y de desarrollo, como con el Mercado de Valores y la derivada de Asociaciones Público-Privadas (APP).






			Se encontró que es factible conocer el monto de la deuda, su origen, costo financiero, perfil de vencimiento; pero es imposible hacer un seguimiento de su destino, ya que son pocos los años que cuentan con la información desglosada de los proyectos financiados por este medio. Lo anterior pese a que a nivel constitucional se establece la obligatoriedad de transparentar los empréstitos y las obligaciones de pago. Ante una rendición de cuentas parcial –que dificulta conocer el destino de la deuda pública de la Ciudad de México–, y tomando en consideración que el artículo 21 de la Constitución de la Ciudad de México señala que la deuda debe destinarse a inversión pública productiva y a su refinanciamiento o reestructura, en el siguiente apartado se realiza un análisis de cointegración entre deuda e inversión pública, cuyo resultado indica que la deuda tiene cierto impacto en la inversión pública de la Ciudad de México.




			El sexto apartado se refiere a la medición en la calidad de rendición de cuentas realizado por el Instituto Mexicano de la Competitividad (IMCO), en el que se destaca la baja calificación que obtiene el Gobierno de la Ciudad de México. Finalmente, a pesar de que en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios (LDFEFM, 2016), se señala, en cuanto a contratación de deuda pública por parte de la Ciudad de México, el deber de informar su aplicación mediante una relación de obras a las que se hayan dedicado los recursos, la rendición de cuentas es parcial. Así pues, el marco normativo está dado, lo que se requiere es hacer que se cumpla la ley y aplicar las sanciones respectivas a los funcionarios que no lo hagan. Para ello jugaría un papel muy importante la sociedad civil, constituyendo organismos ciudadanos autónomos que vigilen el uso de la deuda pública.

			


			1. La rendición de cuentas y la deuda pública

			

			La corrupción es un fenómeno que afecta de manera negativa a las finanzas públicas, tanto porque reduce los ingresos como que provoca la desviación del gasto público, todo lo cual redunda en un déficit de las finanzas públicas que da lugar al endeudamiento y con lo cual se distorsiona la actividad financiera del Estado. Existen medidas legales y operativas orientadas a detectar actos de corrupción, una de ellas es la rendición de cuentas, que de acuerdo con Schedler (2008, p. 13) “obliga al poder a abrirse a la inspección pública”. Indudablemente el ejercicio del poder político debe estar sujeto al control de la ciudadanía. Resulta muy importante que la sociedad tenga información de cómo está siendo gobernada y en qué se gasta el dinero público (Fox, 2007). La rendición de cuentas supone que el poder se ejerce de manera transparente y establece la capacidad de sancionar a los servidores públicos que actúen ilegalmente (Monsiváis, 2005).

			El concepto de rendición de cuentas ha sido definido de diferentes maneras; sin embargo, hay coincidencia en que es la obligación de quienes se les ha conferido una responsabilidad de dar cuenta del encargo recibido y en caso de ser insatisfactoria habrán consecuencias negativas (Bolaños, 2010; Fox, 2007; Guerro y Ramírez, 2006; Lindstedt y Naurin, 2010). Para Mashaw (2008) entre las características básicas de la rendición de cuentas destacan las siguientes: ¿quién debe rendir cuentas y ante quién?, ¿qué procesos pueden asegurar que rindan cuentas y cuáles son los efectos de la falta de rendición de cuentas? En México el gobierno rinde cuentas sobre el uso y el destino de los recursos públicos mediante la Cuenta Pública que es enviada por el Ejecutivo a la Cámara de Diputados. Desafortunadamente dicha rendición de cuentas en ocasiones no es completa, como en el caso del endeudamiento. Para evitar la corrupción en el ámbito de la deuda pública se requiere claridad en su uso y destino. En una investigación de Astudillo, Blancas y Fonseca (2017) se demostró que la deuda tiende a ser 28% mayor en las entidades federativas donde no es obligatorio transparentar el nivel de endeudamiento.

			

			2. La rendición de cuentas y el marco normativo de la deuda pública de la Ciudad de México

			

			A nivel nacional, el artículo 73, fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM, 2017), establece las bases sobre las cuales las entidades federativas y los municipios pueden endeudarse, además señala los límites y las modalidades que deben cumplir para afectar sus participaciones, también determina la obligación de transparentar los empréstitos y las obligaciones de pago a través de un registro único. En el caso de la Ciudad de México, de acuerdo con el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal de 1994, vigente hasta la entrada en vigor de la Constitución de la Ciudad de México en 2018 (DOF, 2017), son facultades del Presidente de la República proponer los montos de endeudamiento al Congreso de la Unión para su aprobación y, posteriormente, la Contaduría Mayor de Hacienda verificará su correcta aplicación. El Jefe de Gobierno propone al Presidente de la República los montos de endeudamiento y es él quien debe informar sobre el correspondiente ejercicio de los recursos. Por otra parte, la Ciudad de México cuenta con diferentes leyes que norman la contratación de su deuda pública. En 2016 se emitió la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México (GDF, 2016), en la que el artículo 121 establece la obligación de difundir y mantener actualizada la información relativa a la Cuenta y Deuda Públicas. La encargada de velar por el cumplimiento de la mencionada ley es la Auditoría Superior de la Ciudad de México, además de coordinar la divulgación y el fomento ciudadano de la cultura en materia de rendición de cuentas y fiscalización gubernamental, según su propio Reglamento de 2016.

			En 2016 se promulgó la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. En cuanto a la contratación de deuda pública, por parte de la Ciudad de México, se establecen entre otros requisitos que de­be producir un incremento en los ingresos públicos. Señala el deber de informar sobre el estado de su deuda pública y el ejercicio del monto autorizado, desglosado por su origen, fuente de pago y destino, especificando las características financieras de las operaciones realizadas. Concretamente se señala que los informes deben contener la evolución de la deuda pública durante el periodo que se informe; perfil de vencimiento; colocación de deuda por entidad receptora y aplicación a obras específicas; relación de obras a las que se hayan destinado los recursos; composición del saldo de la deuda por usuario de los recursos y por acreedor; servicio de la deuda; costo financiero; canje o refinanciamiento; evolución por línea de crédito, y programa de colocación para el resto del ejercicio fiscal, esto último deberá hacerlo a más tardar el 31 de marzo de cada año. En el Informe Trimestral de la Situación de la Deuda Pública de la Ciudad de México, en lo que corresponde al destino de los recursos, se señalan los siguientes aspectos solamente: “seguridad e impartición de justicia; infraestructura y movilidad; economía y cultura, y deuda pública”, sin abundar más en los proyectos a los que se destinaron los recursos.

			En tanto, en la Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal (LADF) (2016), señala en el artículo 5o que en adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios relacionados con bienes muebles con cargo total o parcial a los ingresos previstos en la Ley de Coordinación Fiscal y de Deuda Interna, estarán sujetos a las disposiciones específicas del Decreto de Presupuesto de Egresos y del Código Financiero de la Ciudad de México (GCDMX, 2017). 

			Como se puede observar existen diferentes leyes para el manejo y control de la deuda pública de la Ciudad de México; sin embargo, en su Cuenta Pública no siempre se especifica su destino. Es importante subrayar que, en materia de deuda bursátil, la calificadora Fitch proporciona amplia información fiscal y financiera del Gobierno de la Ciudad de México, sin embargo, tampoco detalla el destino de la deuda.




			3. La deuda pública y la rendición de cuentas del Gobierno de la Ciudad de México

			

			Como se constatará más adelante (véase Anexo), la rendición de cuentas respecto a la deuda en la Cuenta Pública de la Ciudad de México durante los diversos periodos de gobierno, la mayor parte del tiempo ha sido parcial. De 1999 a 2002 se desglosaba por proyecto el origen y el monto de la deuda, con algunas excepciones como es el caso de un crédito otorgado por Banamex en 2000 en el que de manera global se señala que el destino fue para “programas de obras públicas y servicios urbanos, infraestructura hidráulica, transporte urbano, medio ambiente y desarrollo social, seguridad pública y fortalecimiento de la administración de servicios”. De 2003 (año en el que se inicia la colocación de Certificados Bursátiles (CBs) a 2006 no hay datos disponibles sobre proyecto financiado ni sobre el monto asignado.

			

De 2007 a 2009 se presenta la información con el importe correspondiente por rubros generales como transporte urbano, infraestructura hidráulica, entre otros. En 2010 y 2011 se vuelve a desglosar por proyecto el destino de la deuda. En 2012 no hay proyecto alguno; mientras que en 2013 se presenta la información igual que en el caso del crédito otorgado por Banamex en 2000. En 2014 y 2015 no se mencionan los proyectos financiados con deuda pública. Es poco clara la manera como se presenta la información

correspondiente al uso de los recursos obtenidos mediante endeudamiento. No obstante ello, pueden destacarse lapsos de mayor transparencia, los periodos definidos por el gobierno de Cárdenas-Robles, dos años de López Obrador y dos años de Ebrard Casaubón. Con los datos de la Cuenta Pública es factible identificar la variación anual y acumulada de los saldos totales de deuda para la Ciudad de México, por responsable de la administración. Como se observa en el cuadro 1, destaca la tendencia a reducir su tasa de crecimiento a lo largo de la serie.



			

			3.1 Administración de la deuda

			

			La rendición de cuentas sobre la deuda, además de que permite identificar sus saldos, también posibilita conocer la gestión de la deuda pública. Resulta importante analizar la política de deuda consignada en la Cuenta Pública de la Ciudad de México y sus efectos en la estructura y composición de la deuda.
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			Cuadro 2. Gestión de la deuda pública. Periodo 1999-2015

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Año

						
							
							Acción realizada

						
							
							Propósito

						
					

				
				
					
							
							1999

						
							
							Se implementa el Programa de Reestructuración de Pasivos que incluyó procesos de redocumentación y otros de prepago.

						
							
							Transformar obligaciones de corto y mediano plazo en otras de largo plazo, a fin de reducir los montos periódicos de pagos.

						
					

					
							
							2000

						
							
							Fomento a complementariedad financiera de los ingresos por financiamiento. Artículo 2o de la Ley de Ingresos de la Federación (lif) y art. 2o de la Ley de Ingresos del Gobierno del Distrito Federal (lidf). 

							Inicia el esquema de asignación de crédito mediante subasta en las instituciones bancarias.

							

						
							
							Favorecer los créditos o financiamientos multianuales. Mantener nivel menor al techo de deuda autorizado.

							Establecer una política de no comprometer deuda más allá de los ingresos fiscales anuales.

						
					

					
							
							2001

						
							
							Estabilizar los pagos periódicos de la deuda, afines a la capacidad fiscal del gdf. Artículo 2o “B” de la lif y 2o de la lidf.

						
							
							Estabilizar la deuda acorde a la capacidad fiscal del gdf. 

							Se consigue la calificación aaa del DF como sujeto de crédito.

						
					

					
							
							2002

						
							
							Se promueve una política de mantener un nivel menor al tope de deuda habilitado por la lif, artículo 3o, 1o y 2o de la lidf. 

						
							
							Privilegiar compromisos multianuales.

							Evitar morosidad de pagos.

							Garantizar destino de deuda.

							Difundir monto, plazo y destino de deuda.

						
					

					
							
							2003

						
							
							Reducción de endeudamiento en 39.6% por abajo del techo de deuda establecido en LIF, artículo 3o, 1o y 2o de la lidf.

							Se instituye el Fideicomiso de Administración y pagos (fap).

						
							
							Renegociar líneas de crédito que sobrepasen los límites establecidos por la subasta con instituciones financieras.

						
					

					
							
							2004

						
							
							Se establece como política de gobierno un esquema de desendeudamiento, en ese marco se promueve una reducción de endeudamiento en 16.6% por abajo del techo de deuda establecido en LIF, artículo 3o y 1o y 2o de la lidf.

							El fap administra la emisión de Certificados Bursátiles.

							

						
							
							Renegociar pasivos que rebasen las tasas de subasta.

							Se realiza la primera colocación de deuda en la bmv por un monto de 2 500 millones de pesos.

						
					

					
							
							2005

						
							
							Asignación de crédito mediante subasta con las instituciones financieras.

							Programa de reestructuración de pasivos.

							Continuidad a proyectos de deuda multianual.

							Transparencia en manejo de la deuda.

							Se capitaliza al fap con el 15.0% de las participaciones federales.

						
							
							Renegociar pasivos por arriba de las tasas de subasta. 

							Segunda colocación de deuda por 1 690 millones de pesos.

							Se constituyen reservas en el fap para pagos de cupón y el principal.

						
					

					
							
							2006

						
							
							Mezcla de fuentes de financiamiento: banca comercial, 

							   de desarrollo y Mercado de Valores.

							Negociación del 37.3% del saldo total de deuda a costo financiero de tasa fija.

							Contratación de créditos nuevos (Dexia local y Banobras)  

							   se concerta a plazo de 25 años.

						
							
							Reducir la exposición a la variabilidad de las tasas de interés.

							Mejorar el perfil de vencimiento de plazos.

							Financiamiento mediante el mercado de valores.

						
					

					
							
							2007

						
							
							Se combinan dos líneas de financiamiento, la banca de desarrollo y el Mercado de Valores.

							Contratación de créditos nuevos a plazos hasta de 40 años.

							Se aplica una política de refinanciamiento de la deuda, buscando mayor liquidez en las finanzas públicas.

						
							
							Reducir el saldo total de deuda en 3.7% en términos reales y .01% nominal.

							Se redocumenta la deuda en hasta 35 423 696.7 mil pesos, equivale al 85.5% del total de la deuda.

						
					

					
							
							2008

						
							
							Se establece una política de refinanciamiento de la deuda total. 

							Se promueve una simplificación administrativa en la celebración de contratos de crédito, parcializando la influencia de la aldf y centralizando las decisiones en el ejecutivo local.

						
							
							Reducir el costo financiero de la deuda.

							Se pacta un esquema de amortizaciones con mayor plazo, para liberar recursos para pagar amortizaciones de capital, reducir tasas de interés.

						
					

					
							
							2009

						
							
							Se establece una estrategia de diversificación en los créditos, así como en los tiempos de disposición de los recursos.

						
							
							Obtener recursos de deuda frescos con una carga financiera menor para el erario local.

						
					

					
							
							2010

						
							
							Se obtiene autorización de la shcp para refinanciar la deuda total acumulada.

							Para diversificar fuentes de financiamiento se favoreció la contratación de deuda en el Mercado de Valores.

						
							
							Se mantuvo una política de endeudamiento de mediano y largo plazo, acotada al nivel de los ingresos netos.

						
					

					
							
							2011

						
							
							Continuación con la política de endeudamiento de mediano y largo plazo acorde al crecimiento potencial de los ingresos.

						
							
							Mantener condiciones de liquidez operativa en las finanzas públicas.

						
					

					
							
							2012

						
							
							Se mantuvo el esquema de financiamiento a través de la banca de desarrollo y el Mercado de Valores.

						
							
							Cubrir las necesidades de financiamiento de la ciudad derivadas de obra pública.

						
					

					
							
							2013

						
							
							Se mantuvo el esquema de financiamiento a través de la banca de desarrollo y el Mercado de Valores.

						
							
							Fomentar la capacidad fiscal para acometer los proyectos de infraestructura, financiamiento.

						
					

					
							
							2014

						
							
							Captar recursos crediticios en las mejores condiciones de mercado.

							Manteniendo tres fuentes de financiamiento, banca comercial, de desarrollo y Mercado de Valores.

						
							
							Seguimiento de la deuda pública, su contratación y registro.

							Cubrir las necesidades de financiamiento de la ciudad derivadas de obra pública.

						
					

					
							
							2015

						
							
							Garantizar la sostenibilidad de la deuda en el corto, mediano y largo plazo.

						
							
							Contener el nivel de obligaciones y mejorar su estructura.

						
					

				
			

			

			Fuente: Cuenta Pública de la Ciudad de México, sitio <https://goo.gl/68LZcX>

			

			Como se observa en el cuadro 2, durante el periodo 1999-2015 la política de deuda se ha basado principalmente en acciones para contener su crecimiento; el resultado esperado ha sido dotar a la cuenta corriente de un nivel de ahorro estable y superavitario. En la gráfica 1 se aprecia la evolución que ha tenido la tasa de retorno de la deuda pública, la cual resulta de dividir la deuda total, sin considerar pasivos con acreedores comerciales, entre el ahorro bruto; identifica así en número de años, el tiempo que llevaría pagar con los recursos generados por la cuenta corriente del gobierno. Se muestra también la tendencia del peso financiero que representa el endeudamiento sobre la capacidad de las finanzas públicas en cada periodo como resultado de su redocumentación. De este modo, la tasa de retorno de la deuda pasó de un estimado de 81.47 años en 1998 a 11.13 años en 2015, resultado de las medidas de reestructura y refinanciamiento de los pasivos por parte del gobierno.

			El nivel de ingreso corriente del ejercicio es importante porque denota la disponibilidad de liquidez que tiene el gobierno para hacer frente a sus compromisos operativos. En la gráfica 2, se observa correspondencia de las medidas implementadas con la tasa de retorno de la deuda antes descrita, pues en 1998 la deuda representaba el 18.2% de los ingresos corrientes; mientras que en 2015 disminuyó a 2.3%.

			

			Gráfica 1. Retorno de la deuda pública. Años para saldar el endeudamiento neto de cada año.

			Serie 1998-2015
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			Fuente: elaboración propia con datos de la Cuenta Pública del Distrito Federal, varios años, sitio <https://goo.gl/68LZcX>

			

			Gráfica 2. Participación de la deuda pública en el total de ingresos corrientes

			Por ciento de participación. Serie 1998-2015
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			Fuente: elaboración propia con datos de la Cuenta Pública del Distrito Federal, varios años, sitio <https://goo.gl/68LZcX>

			 

			

			3.2 La deuda contratada en el Mercado de Valores y la rendición de cuentas

			


			Como se constata en el Anexo, otra fuente de endeudamiento para el Gobierno de la Ciudad de México es el Mercado de Valores, que al igual que el financiamiento proveniente de la banca de desarrollo y de la banca privada, la rendición de cuentas es parcial, pues tampoco se transparenta el destino de los recursos. Este último aspecto es significativo porque hace de lado la responsabilidad de informar, pero sobre todo, se pierde de vista el límite o la viabilidad de los proyectos sustentados con deuda. Tradicionalmente el Gobierno Federal ha asumido la responsabilidad de rescatar a las entidades subnacionales cuando incurren en problemas financieros, no obstante el costo fiscal que le representa a la sociedad. En la actualidad ese papel se ha delegado a la figura financiera denominada como Sociedades de Objeto Específico (SOE), que habilita liquidez a aquellas cuando cursan problemas de rentabilidad, como ocurrió en el caso carretero de 1997 (Mendoza, 2017).

			Esta modalidad de financiamiento aplicada a los estados y municipios comenzó a gestarse en junio de 2001, a partir de la modificación al artículo 14 Bis, fracciones 6, 7 y 8 de la Ley del Mercado de Valores (LMV, 2001), que permitió la creación de instrumentos denominados Certificados Bursátiles (CBs). Desde 2003 el gobierno complementa sus requerimientos de ingresos para inversión a través del Mercado de Valores. Este mecanismo hace menos claro el destino de la deuda pública; por ejemplo, la consultora Fitch Ratings (2017) reporta como tal a todas aquellas inversiones en materia de seguridad pública, transporte, vialidad, saneamiento ambiental e infraestructura hidráulica, pero no presenta especificación adicional alguna.

			

El Gobierno de la Ciudad de México estableció la creación de la figura Fideicomiso de Administración y Pagos (FAP), como el encargado de administrar los derechos destinados al cumplimiento de la obligación crediticia adquirida mediante CBs; para impulso de este mecanismo fondeó la creación de dicho fideicomiso con 15% de las participaciones federales; posteriormente, en 2005, constituyó reservas para asegurar pagos constantes del cupón y el principal con el mismo porcentaje e igual fuente de recursos. Así, la oferta de instrumentos de deuda es otro mecanismo de financiamiento de los egresos de la Ciudad de México, y es por este medio que el gobierno diversifica el origen de su deuda. La argumentación central consiste en aminorar en el corto plazo el déficit que implica la asunción de pasivos bancarios en su balance de cuenta corriente.



			La fuente de pago de los CBs es el Fondo General de Participaciones (FGP) de la ciudad, debido a la obligatoriedad del Gobierno Federal de respaldar estas operaciones. De 2003 a la fecha la calificación de deuda es AAA (mex), se considera excelente para un gobierno local. Resulta importante señalar que la contratación de deuda del Gobierno de la Ciudad de México está sujeta a la aprobación del Congreso de la Unión y se rige por lineamientos marcados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP). El cuadro 3 muestra una descripción del comportamiento de los CBs desde 2007 hasta la fecha.
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			El FGP de la Ciudad de México sustenta el pago de esta deuda bursátil; tanto el vencimiento promedio mensual, el plazo, así como el tipo de crédito concertado, implican que el pago por servicio o costo financiero sea elevado a medida que las amortizaciones de capital de las emisiones referidas se realicen, de acuerdo al funcionamiento del FAP, al vencimiento de las mismas. Un efecto negativo de este proceso de titulación de los pasivos públicos, es que somete en el ámbito de los activos, la oferta de bienes y servicios públicos al servicio de la especulación financiera. Además de que, como se dijo anteriormente, no se informa el destino de los recursos obtenidos mediante este mecanismo.

			

			4. Financiamiento de infraestructura con Asociaciones Público-Privadas (APP): otro caso de rendición de cuentas parcial

			

			Otra fuente de financiamiento aun más opaca que las anteriores, la constituyen las Asociaciones Público-Privadas (APP). Para diversificar sus mecanismos de deuda destinada a inversión en infraestructura, los gobiernos estatales y municipales, incluida la Ciudad de México, optan por la alternativa de financiamiento que ofrecen las APP para impulsar su obra pública. 

			A pesar de que en la Ley de Asociaciones Público-Privadas (LAPP, 2016) y en el Reglamento de la Ley de Asociaciones Público-Privadas (RLAPP, 2017) se señala que en los Informes Trimestrales sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, la SHCP tiene el deber de informar los proyectos de APP autorizados y los montos erogados o por erogar, así como los inmuebles, los bienes y derechos relacionados al proyecto y su destino a la terminación del contrato, en la práctica no es sencillo identificar los casos de APP, si bien el Gobierno Federal informa sobre los principales proyectos vigentes (SHCP, 2017), a nivel de gobierno estatal y municipal no se cuenta con tal información, la que proviene de los organismos auspiciados por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) o de las cámaras, asociaciones o sociedades privadas involucradas, es difusa y no está actualizada.

			En cuanto a la Ciudad de México, en 2015 la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF) decretó la Ley de Asociaciones Público-Privadas para el Distrito Federal (ALDF, 2015), con la que se propone regular y difundir las actividades relativas a la contratación de APP. En su artículo 14 propone establecer un:

			…sistema denominado Registro de Asociaciones Público-Privadas del Distrito Federal, en el cual se registrarán todos los Proyectos de Asociación Público Privadas que se desarrollen en la Ciudad de México. En dicho sistema se deberán indicar los proyectos que se estén realizando a través de los Contratos de Prestación de Servicio a Largo Plazo, las Coinversiones, las Concesiones y los Permisos Administrativos Temporales Revocables, el cual será de acceso al público. 

			No obstante, no se ha concretado dicho Sistema de Registro Único. Hacia 2013 se reconocía la preponderancia de las APP a través de los Proyectos de Prestación de Servicios (PPS) en 80.0% del total de la obra pública de la Ciudad de México (ObrasWeb, 2013), sin que la información del gobierno sea más específica sobre su destino y participación. Tanto el gobierno como las empresas concesionadas publican información parcial, diversa y poco actualizada sobre las SOE que se encargan de la administración y operación de las APP, de entre lo más difundido para el caso de la Ciudad de México se encuentran:
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			Cabe subrayar que si no se establecen medidas claras de operación de las APP, sobre todo, si no hay transparencia ni rendición de cuentas, pueden constituirse en mecanismo para ocultar el crecimiento de la deuda pública en favor del capital privado a medida que el gobierno asume una subfunción de caja de pagos segura. El riesgo es que se transforme al gasto público en fuente concentradora del ingreso para cubrir sus compromisos con éstas, limitando su rol de hacedor de política económica y social.

			

			5. Análisis de cointegración entre deuda e inversión pública en la Ciudad de México

			

			

Ante una rendición de cuentas parcial que dificulta conocer el destino de la deuda pública de la Ciudad de México, y tomando en consideración que el artículo 21 de la Constitución de la Ciudad de México, señala que la deuda debe destinarse a inversión pública productiva y a su refinanciamiento o

reestructura, surge la siguiente pregunta: ¿qué efecto tiene la deuda pública en la inversión pública que realiza el Gobierno de la Ciudad de México? Para poder dar respuesta, en primer término se presenta la gráfica 3 –con datos del Banco de Información Económica (BIE)–, para el Sector Central del Gobierno de la Ciudad de México. La intención es mostrar la irregularidad en el comportamiento de la deuda pública total, en comparación con la inversión pública total. La gráfica compara la evolución entre deuda e inversión públicas totales de la Ciudad de México, en tasas reales de crecimiento anual para el periodo 1994-2016. Los valores negativos en ambas variables obedecen a una menor dinámica en su asignación anual de recursos. Se observa una disminución en la tasa de crecimiento del endeudamiento público en el periodo al pasar de 329.0% en 1996 a (-)1.7% en 2016; por lo que respecta al comportamiento de la inversión pública, cambia de 4.6% en 1994 a 30.0% en 2016; mantiene en lo general fluctuaciones bastante cambiantes, no obstante, observa una suave tendencia sostenida a elevarse durante todo el periodo a tasa media de crecimiento anual de 28.2 %.



			

			Gráfica 3. Deuda pública e inversión totales del Gobierno de la Ciudad de México, 1994-2016.

			Tasas de crecimiento anual a precios de 2013
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			Fuente: elaboración propia con datos de inegi (2017). bie. Estadística de finanzas públicas estatales y municipales.

			Conjunto de datos: Finanzas públicas del Gobierno de la Ciudad de México. Recuperado de <https://goo.gl/WKcEPy>




			Para medir el impulso que ocasiona el endeudamiento sobre la inversión pública, se formulan las ecuaciones:
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							(1)
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							(2)
					

				
			

			

			

			Suponen que X (deuda pública neta) determina a Y y W, en cuyo caso se establece la relación de causalidad con la inversión pública total (Y ), y en el ingreso total (W ), como elementos que pueden estar determinados por los flujos de endeudamiento neto. Aplicando a dichas ecuaciones la prueba de cointegración de Granger para 28 periodos, se obtiene una probabilidad de 0.0015% significativa, de Y con respecto a X, y de 0.0054%, también significativa en W con respecto a X, para el desarrollo de las pruebas el coeficiente de determinación R² alcanzó 98.0%, mientras que la prueba Durbin Watson se ubica en 1.85%, indicadores que validan econométricamente este resultado. En términos formales se deduce que las probabilidades obtenidas, así como sus indicadores, entran en nivel de aceptación de dicha prueba de cointegración, lo que permite sustentar que en efecto hay un impacto de la deuda en la conformación de la inversión pública, así como del ingreso total de la ciudad.

			Debe tomarse en cuenta que la determinante para obtener resultados de una probabilidad significativa es el tamaño de la muestra, en cuyo caso se analizan 28 datos y que la existencia de una correlación Granger entre dos variables no implica necesariamente que una de ellas sea la causa de las alteraciones en los valores de otra. Puede ser por tanto una limitación interpretativa a tomarse en cuenta en el empleo de dicho test.

			

			6. Medición de calidad en la rendición de cuentas

			

			Diversos organismos se han dado a la tarea de medir la calidad de la información sobre la asignación y utilización de los presupuestos; uno de estos organismos es el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), creado en 2003. El IMCO ha elaborado un Índice de Información Presupuestal Municipal (IIPM), mismo que establece 80 criterios homologados para nueve secciones de conceptos de transparencia que desglosan la disponibilidad de información pública en una muestra de 453 municipios de la República mexicana y las 16 delegaciones de la Ciudad de México e inició su cálculo en 2009.

			De acuerdo con el IMCO, el IIPM puede entenderse como el nivel de transparencia u opacidad de la información sobre la gestión pública, para 2016 se calcula una media de cumplimiento de 35% en cuanto a la calidad de la información presupuestal, que se refiere al gasto de recursos federales, deuda pública, tabuladores, plazas y datos abiertos.

			En el cuadro 5 se observa que la calificación para las delegaciones de la Ciudad de México es baja en comparación a la media nacional, promedian 6.1% en materia de transparencia y ocupan los últimos lugares, el promedio de las 16 delegaciones es de 400 según los 453 municipios medidos por el IMCO como muestra representativa nacional.




			Cuadro 5. Calificación en iipm de las delegaciones de la Ciudad de México (año 2016)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Lugar en la muestra de municipios

						
							
							Calificación %

						
					

					
							
							Azcapotzalco

						
							
							424

						
							
							3

						
					

					
							
							Coyoacán

						
							
							424

						
							
							3

						
					

					
							
							Cuajimalpa de Morelos

						
							
							424

						
							
							3

						
					

					
							
							Gustavo A. Madero

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Iztacalco

						
							
							424

						
							
							3

						
					

					
							
							Iztapalapa

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							La Magadalena Contreras

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Milpa Alta

						
							
							424

						
							
							3

						
					

					
							
							Álvaro Obregón

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Tláhuac

						
							
							372

						
							
							13

						
					

					
							
							Tlalpan

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Xochimilco

						
							
							424

						
							
							3

						
					

					
							
							Benito Juárez

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Cuauhtémoc

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Miguel Hidalgo

						
							
							384

						
							
							8

						
					

					
							
							Venustiano Carranza

						
							
							424

						
							
							3

						
					

				
			

			

			Fuente: IMCO (2016). Índice de Información Presupuestal Municipal, sitio <https://goo.gl/ajZptL> 




			Esta evaluación es representativa del nivel de opacidad en el manejo y la difusión de información por parte del Gobierno de la Ciudad de México, de acuerdo con el IMCO. En materia de destino de la deuda pública, en lo general el IMCO no la identifica con claridad, la considera parte del financiamiento que reciben estados y municipios, por tanto, la trata como componente del presupuesto público, y es a partir de este enfoque es como deben leerse sus indicadores.

			En el cuadro 6 se observa el posicionamiento de la Ciudad de México en el lugar 30, sólo arriba de Michoacán (31) y Quintana Roo (32) con unacalificación de 53.0% de un promedio de 76.1% para el total de las entidades. El tema de la deuda pública es algo que preocupa e interesa a la sociedad mexicana, por una parte, debido al peso relativo que le representa como costo de operación para los flujos de inversión destinados a la actividad económica en su conjunto, así como por la carga fiscal que repercute en los ingresos generados.



			El trabajo del IMCO es importante, pues ha orientado una serie de indicadores cuya intención es develar características específicas en cuanto al manejo de información, acerca de la estructura, la dinámica y la evolución de la deuda pública de los gobiernos estatales y municipales. Por ejemplo, el IIPM destaca en su cuestionario (2016), una batería de 11 preguntas en las que toca elementos como los topes de deuda para cada entidad, saldos, montos asignados, desgloses por instrumento de contratación, plazos y tasas. El cuadro 7 muestra una extracción de los reactivos que captan dicha información.

			Obsérvese que no se pregunta por el desglose en el destino de deuda. Esto último es importante porque de origen se omite evaluar un aspecto fundamental de la transparencia.

			

			Cuadro 6. Calificación en iipm de los gobiernos estatales (año 2016)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Lugar en la muestra 

							de gobiernos estatales

						
							
							Calificación %

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							13

						
							
							83

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							6

						
							
							97

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							16

						
							
							75

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							9

						
							
							92

						
					

					
							
							Coahuila de Zaragoza

						
							
							1

						
							
							100

						
					

					
							
							Colima

						
							
							9

						
							
							92

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							6

						
							
							97

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							8

						
							
							94

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							30

						
							
							53

						
					

					
							
							Durango

						
							
							17

						
							
							71

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							4

						
							
							99

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							20

						
							
							68

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							12

						
							
							86

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							1

						
							
							100

						
					

					
							
							México

						
							
							26

						
							
							59

						
					

					
							
							Michoacán de Ocampo

						
							
							31

						
							
							50

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							21

						
							
							66

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							17

						
							
							71

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							27

						
							
							58

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							15

						
							
							76

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							1

						
							
							100

						
					

					
							
							Querétaro de Arteaga

						
							
							28

						
							
							56

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							32

						
							
							48

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							23

						
							
							63

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							17

						
							
							71

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							24

						
							
							61

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							14

						
							
							79

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							24

						
							
							61

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							5

						
							
							98

						
					

					
							
							Veracruz 

						
							
							22

						
							
							65

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							11

						
							
							90

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							28

						
							
							56

						
					

				
			

			

			Fuente: IMCO (2016), Índice de Información Presupuestal Municipal, sitio <https://goo.gl/DtkJBb> 




			Cuadro 7. Batería de preguntas sobre la deuda pública de estados y municipios. iipm

			
				
					
				
				
					
							
							¿Contiene topes para la contratación de deuda pública?

						
					

					
							
							¿Desglosa los saldos de la deuda pública?

						
					

					
							
							¿Desglosa la deuda por tipo de garantía o fuente de pago?

						
					

					
							
							¿Contiene el monto asignado en el ejercicio fiscal correspondiente al pago de deuda pública?

						
					

					
							
							¿Desglosa el monto asignado en el ejercicio fiscal correspondiente al pago de deuda pública en pago de principal e intereses?

						
					

					
							
							¿Desglosa la deuda pública por decreto aprobatorio o clave que permita su identificación?

						
					

					
							
							¿Desglosa la deuda pública por tipo de obligación o instrumento de contratación (crédito simple, emisión bursátil, prestación de servicios, etcétera)?

						
					

					
							
							¿Desglosa la deuda pública por institución bancaria?

						
					

					
							
							¿Desglosa las tasas de contratación de la deuda pública?

						
					

					
							
							¿Desglosa el monto asignado en el ejercicio fiscal correspondiente al pago de deuda pública en comisiones, gastos, costo por coberturas y/o apoyos financieros asociados a ésta?

						
					

					
							
							¿Desglosa el plazo de contratación de la deuda pública?

						
					

					
							
							¿Desglosa el monto asignado en el ejercicio fiscal correspondiente al pago de deuda pública en pago de adeudos de ejercicios fiscales anteriores (adefas)?

						
					

				
			

			

			Fuente: IMCO (2016). Índice de Información Presupuestal Municipal. Recuperado de <https://goo.gl/DtkJBb>




			Consideraciones finales

			

			Dada la magnitud del fenómeno de la corrupción en México, es urgente transparentar el manejo de las finanzas públicas, pues es una cuestión que atañe a toda la sociedad. Para ello se requiere una rendición de cuentas íntegra, como lo señalan las leyes, y en caso de no cumplirse deben aplicarse las sanciones correspondientes, según consideran los estudiosos del tema.

			¿En el manejo de la deuda pública la rendición de cuentas del Gobierno de la Ciudad de México es completa? La respuesta es no. Como se puede observar en el Anexo es posible conocer el origen, el monto y el servicio de la deuda; sin embargo, en cuanto al destino solamente en pocos años se desglosan los proyectos financiados. La opacidad es total en cuanto a la evaluación de los resultados obtenidos, lo que hace imposible determinar si la deuda es útil para incrementar la capacidad productiva de la Ciudad de México. Capítulo aparte merece el caso de las APP, que es otra fuente de financiamiento utilizada por el Gobierno de la Ciudad de México. La rendición de cuentas en este ámbito es parcial, diversa y poco actualizada.

			Lo anterior a pesar de que en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipio se establece la obligación de informar sobre el estado de la deuda pública, desglosado por su origen, fuente de pago y destino. Si realmente se quiere combatir la corrupción, es urgente que la rendición de cuentas sea íntegra para que la sociedad sepa en qué se usan los recursos públicos, ya que tarde o temprano tendrá que sufragar los gastos con sus impuestos. Ante esta opacidad se optó por hacer una prueba de cointegración de la deuda e inversión pública, encontrándose que con una probabilidad de 0.0015 significativa, se puede afirmar que la deuda pública total impacta en el comportamiento de la inversión pública de la Ciudad de México. Como se puede observar, para una rendición de cuentas efectiva no se requieren nuevas leyes, los que se necesita es hacer cumplir las que actualmente están vigentes. Y para ello, sería muy recomendable la formación de organismos ciudadanos autónomos que vigilen el cumplimiento de la ley.

			

			Anexo
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			Resumen. En el presente texto se estudia el vínculo entre el crecimiento económico y la acumulación del stock de capital industrial estatal mediante técnicas de panel, en el periodo 1960-2012. El análisis se efectúa sobre dos momentos: el de industrialización nacional (1960-1982) y el de las reformas estructurales (1983-2012). Los resultados muestran una relación de largo plazo en ambos periodos, pero con el signo opuesto al esperado en el último, lo cual sugiere que la desaceleración del capital industrial puede explicar la ralentización del crecimiento en las últimas tres décadas. Este resultado se confirma con la caída de la manufactura, así como de otros indicadores económicos. Los resultados de las pruebas de causalidad muestran bidireccionalidad entre ambas variables, evidenciando así un círculo virtuoso entre crecimiento y acumulación.
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			Capital Accumulation and State Growth in Mexico: A Panel Data Analysis

			

			Abstract. This paper studies the link between economic growth and state industrial capital stock accumulation using panel data techniques in the time period 1960-2012. The analysis is done in two moments: the age of national industrialization (1960-1982) and the structural reform era (1983-2012). The results point to a long-term relationship in both periods, but with a sign opposite of the expected sign in the latter, suggesting that the deceleration of industrial capital can explain the slowdown over the past three decades. This result is confirmed with the decline of manufacturing, as well as other economic indicators. The causality tests demonstrate two-way causality between the two variables, evincing a virtuous cycle between growth and accumulation.
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1. Introducción





			

			En las últimas décadas, México experimentó un fuerte viraje en su política económica a partir de la crisis de 1982. Entre las décadas de 1950 y 1970, el país era un arquetipo del crecimiento y de la estabilidad financiera. Las principales variables macroeconómicas permanecían estables, el tipo de cambio frente al dólar era fijo, la convertibilidad se mantuvo sin restricciones, la inflación fue moderada, y el producto interno bruto (PIB) per cápita alcanzó altas tasas de crecimiento (Dornbusch y Werner, 1994). Este periodo de estabilidad culminó alrededor de la crisis del petróleo de 1973 y sus crecientes precios. Los altos ingresos provenientes de las exportaciones petroleras generaron cierta holgura en el presupuesto fiscal, lo que dio lugar a que las políticas se tornaran altamente expansivas, que la moneda se sobrevaluara, y que la deuda pública aumentara. Estos eventos colapsaron el sistema financiero y el tipo de cambio debido a un proceso de fuga de capitales que condujo a que México se declarara insolvente en 1982 y, entonces, tuviera que renegociar su deuda bajo perjudiciales condiciones impuestas por sus acreedores. Además de pagar altos intereses, los préstamos se condicionaron bajo laobligación de aplicar una serie de reformas económicas para estabilizar la economía (Dornbusch y Werner, 1994). A pesar de que la estrategia de crecimiento 1950-1970 generó algunas distorsiones (Mejía y Lucatero, 2011), existe más o menos consenso sobre la importancia que desempeñó la acumulación de capital como fuente de crecimiento en ese periodo (Elías, 1992; Santaella, 1998).

			Desde 1982 las principales reformas estructurales fueron la consolidación presupuestal, la apertura comercial, la liberación de precios y tarifas del sector público y la liberalización del sector financiero (Dornbusch y Werner, 1994). En el terreno fiscal, la consolidación presupuestal fue central en el proceso de reforma y estabilización en México. Los grandes recortes del gasto público, las reformas impositivas para incrementar la base fiscal y la privatización de empresas públicas fueron algunas de las medidas de ese ajuste. La privatización fue un objetivo clave de las reformas en finanzas públicas (Dornbusch y Werner, 1994). Para controlar el déficit gubernamental, esas empresas se remataron a algunos empresarios, en tanto otras, simplemente cerraron. 

			

En el ámbito comercial, las tasas arancelarias y su dispersión se redujeron desde mediados de los años ochenta. La reducción inicial de tarifas fue mayor en el caso de los bienes de consumo, mientras que en bienes intermedios y de capital la liberalización se aplicó gradualmente desde la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) en 1994. La liberalización de precios gubernamentales se impulsó para corregir una supuesta distorsión en la estructura de precios que propiciaría un uso eficiente de los factores de la producción. Diversos estudios han intentado explicar la desaceleración del crecimiento en México. Ros (2008) atribuye en buena medida la desaceleración económica a un débil desempeño de la inversión. La incapacidad de formar inversión con capital fijo parece ser la causa de no mantener un crecimiento sostenido desde la implementación de las reformas estructurales en 1982. En la misma línea, FitzGerald (2007) señala que el crecimiento económico sostenible a largo plazo depende de la capacidad de incrementar las tasas de acumulación de capital físico y humano, de un uso óptimo de los activos productivos y de garantizar el acceso de la población a éstos.



			De cualquier modo, el resultado de las políticas económicas aplicadas en el periodo 1960-1981 y el periodo 1982-2016 son muy diferentes. Se puede argumentar que el desempeño resultante de ambas se debe a la existencia de una fuerte relación entre industrialización nacional, la acumulación de capital fijo, el rápido crecimiento y la política industrial con un grado de intervención estatal.

			En el presente trabajo se analiza el papel desempeñado por la formación de capital físico sobre el crecimiento económico (v.gr., gPIB) a través del crecimiento del stock de capital fijo (v.gr., gK) con información a nivel estatal para México, y se emplearon distintas técnicas de datos de panel. El texto está estructurado de la siguiente forma: la segunda sección constituye una revisión no exhaustiva de la literatura relacionada. La tercera sección asienta el marco teórico y un análisis de las trayectorias del crecimiento, así como de la inversión en México entre 1960-2016. La cuarta sección presenta la metodología econométrica empleada, así como los principales resultados. Finalmente, las conclusiones apuntan alguna implicación de política económica.

			

			2. Revisión de la literatura

			

			

Las hipótesis para explicar la dirección de la causalidad entre capital fijo y crecimiento económico son muchas y sustancialmente distintas, por lo que no hay consenso sobre la dirección de causalidad entre ellas (Mehrara y Musai, 2013). Uno de los planteamientos que se esgrime es que una mayor inversión puede promover el crecimiento económico. Esta hipótesis tiene sustento teórico en los modelos “keynesianos” de crecimiento de Harrod (1939) y Domar (1946), y contemporáneos. En cambio, en los modelos neoclásicos originales como en sus múltiples variaciones actuales (Barro y Sala-i-Martin, 1995), sólo tiene un sustento teórico marginal. No sólo porque ahora se incluyen otros “factores de la producción”, sino debido a que la preponderancia de la acumulación de capital fijo se sustituyó por un “progreso técnico” que de acuerdo con sus proponentes puede generarse exógenamente (Solow, 1956, 1957) o endógenamente (Roemer, 1990; Grossman y Helpman, 1991). En general, bajo este enfoque, las políticas económicas de inversión que inciden en el nivel de crecimiento y la productividad determinan el crecimiento de largo plazo. Teóricamente, la inversión bruta afecta el crecimiento ya sea a través del incremento del stock de capital físico o de la promoción de la tecnología (Levine y Renelt, 1992; Plossner, 1992). La segunda hipótesis es que el crecimiento económico es la fuente principal que incentiva la formación del stock de capital fijo. Sin embargo, no está claro el marco teórico que sustenta los mecanismos de transmisión para que esto ocurra (Mehrara y Musai, 2013) y tiene más bien fundamento empírico.



			Entre los estudios empíricos que muestran una correlación positiva entre inversión y crecimiento económico se encuentra el de Tyler (1981) con evidencia para un grupo de 55 países en desarrollo, donde la inversión y las exportaciones son los principales determinantes del crecimiento. Los países con un crecimiento más acelerado entre 1960-1977 fueron los que su formación de capital creció mucho más rápido. Tyler sostiene que este hallazgo no debe sorprender, ya que provee soporte empírico a las teorías del desarrollo económico que atribuyen un papel clave a la formación de capital.

			

Bond et al. (2010) también abordan la cuestión sobre si la inversión afecta la tasa de crecimiento de la productividad en el largo plazo. Reportan que diversos estudios de sección cruzada como de datos en panel encuentran evidencia de que el coeficiente correspondiente a la inversión relativa incide positivamente sobre el nivel del producto por trabajador en el “estado estacionario”. Entre los trabajos de sección cruzada se encuentran Mankiw et al. (1992), Levine y Renelt (1992), De Long y Summers (1991 y 1993) y Barro y Sala-i-Martin (1995). En particular, Levine y Renelt (1992) como De Long y Summers (1991), encuentran evidencia de que la tasa de inversión es el determinante del crecimiento más sistemático y estadísticamente significativo que explica el crecimiento. Los trabajos que han empleado métodos de datos en panel incluyen a Islam (1995), Caselli et al. (1996) y Bond et al. (2001).



			Por su parte, sobre el espectacular como reciente “milagro asiático” y sus fuentes de crecimiento, tenemos a Kim y Lau (1994) y Young (1992 y 1995). Mediante la contabilidad del crecimiento y la función de producción agregada neoclásica estos autores encuentran que la mayor parte del rápido crecimiento de esos países se explica simplemente por la creciente acumulación de capital. Concluyen también que la productividad total (progreso técnico o PTF) no fue un factor importante. Ese patrón es también verificado por Rada y Taylor (2006, pp. 9-12) en Asia del Sur, China, Asia del Sureste y Tigres asiáticos donde el crecimiento del stock de capital excedió el crecimiento económico. Su restructuración industrial consistió en desplazarse hacia industrias más intensivas en capital (no en destruir su propia industria nacional). Mientras su productividad del trabajo creció rápido, su “productividad del capital” fue decreciente, y mientras el sector agrícola disminuyó su participación la industria la aumentó (y servicios, en menor medida). Más aún, el estudió de Rada y Taylor abarcó 12 grupos regionales que incluyen 57 países en desarrollo y transición. Al comparar sus tasas de crecimiento del PIB y el stock de capital entre 1990-2004 se encuentran una “clara relación positiva entre las dos tasas de crecimiento a través de todas la regiones”. En la región “semi industrializada” de América Latina (incluido México), el lento crecimiento de 3% se corresponde como podría esperarse con un crecimiento en la acumulación de capital fijo de sólo 3%, aproximadamente.

			

			3. Crecimiento, inversión, acumulación y sus trayectorias en México

			

			La idea de la relación entre distribución, acumulación y crecimiento es tan antigua como la Teoría Económica misma. Creció con la Teoría Clásica, especialmente con Ricardo, y maduró con la Teoría de Marx. Pero mientras para los clásicos, por su contexto de desarrollo (agricultura y manufacturas), el factor obvio era el fondo de salarios de la demanda de fuerza de trabajo, adicionalmente para Marx, con la institución capitalista del cambio técnico (Mateo y Lima, 2012), el otro elemento relevante era el stock de capital desembolsado en medios físicos de producción (con la gran industria). En cambio, para Keynes con su atención puesta en la demanda final, el flujo de inversión fija es fundamental. La omisión salarial, no obstante, se recupera con el “poskeynesianismo”, pero como residuo (por ejemplo, Kaldor). El fundamento teórico de este trabajo descansa en la relación fundamental de Harrod-Domar:

			

			[image: 2192.png]

			

			En donde [image: 2199.png] es la tasa de crecimiento económico [image: 2207.png], [image: 2214.png] es la tasa de ahorro [image: 2230.png] o tasa de inversión (si suponemos que [image: 2222.png]) y  [image: 2239.png] es la razón capital a producto [image: 2251.png]. Se observa que esta ecuación se presenta como una función en la cual el crecimiento económico está determinado por la tasa de acumulación o crecimiento del stock capital fijo [image: 2263.png]. Cualesquiera que sean los supuestos asociados al comportamiento de [image: 2265.png] y [image: 2270.png], el crecimiento depende únicamente de la acumulación de capital. Sin embargo, en la quinta sección, también se prueba a dirección causal opuesta. Al respecto, sobre la “encrucijada de Harrod-Domar”, mientras la postura “poskeynesina” fue centrarse en la variación de la propensión a ahorrar ([image: 2275.png]) como el factor de ajuste clave a través de la política económica del gobierno regulador; por su parte, los neoclásicos se concentraron en los cambios de la razón [image: 2281.png] a través de las variaciones “automáticas” de los precios relativos de los “factores de la producción” ([image: 2290.png]y [image: 2297.png]) mediante el mecanismo liberal del libre mercado. El primer enfoque ha tendido a ser marginado, mientras el segundo ha prosperado hasta convertirse en el predominante dentro de la ciencia económica a pesar de los inconvenientes teóricos y empíricos que representa (Sylos, 1995; Felipe, 1999).

			Por ello, si [image: 2304.png] es el producto interno bruto en el periodo 0 y  [image: 2311.png] es el producto en el periodo 1, la tasa [image: 2336.png] mide el crecimiento económico. En cambio, para estimar directamente la tasa de acumulación [image: 2344.png] no contamos con el flujo de inversión correspondiente al stock de capital fijo disponible, y la fuente de este último, sólo cubre al “sector industrial”. Se usará, sin embargo, la tasa de crecimiento de este stock como proxy, [image: 2352.png].

			El periodo 1960-1981 es parte de la época conocida como el “desarrollo estabilizador”. En esos 22 años el Estado impulsó una política “reguladora” de la economía. El sector público suplementó al sector privado, no lo remplazó, promovió, pero sí apoyó unas políticas de desarrollo bajo el objetivo del interés nacional de industrializar al país con ramas más intensivas en capital: toda la industria nacional, tanto privada como pública. Las políticas fiscales, monetarias, comerciales, etcétera, fueron orientadas en esa dirección. Para ello, favoreció la rentabilidad de la inversión privada nacional regulando la inversión extranjera y complementándola con la inversión pública en ramas estratégicas, riesgosas, no rentables y sociales. El periodo 1982-2016 atañe a la época de las “reformas estructurales”. En estos 35 años todas las reformas conocidas e inventadas se experimentaron en México en diferente momento, extensión e intensidad. El Estado impuso una política liberal y mercantilista de la actividad económica, se propuso remplazar al sector público con el sector privado, al mínimo inimaginable.

			Nos remitimos a la tasa de manufacturas (PIBman/PIB) como indicador del grado de industrialización porque es su sector más dinámico; incluye ramas con los usos más intensivos de capital fijo y produce algunos de ellos. Con el fomento a la manufactura nacional, PIBman/PIB acumuló un crecimiento de 19.5% (de 14.1 a 16.8%) a una tasa promedio anual de 0.9% entre 1960-1981. En cambio, con la política que apoya la industria maquiladora transnacional y comercial como su propia importación manufactura de insumos y capital, acumuló una caída de -6.6% (de 16.8 a 15.7%) con una tasa anual negativa de -0.2% entre 1982-2016. La elasticidad promedio gPIBman/gPIB aunada a este patrón indica que con el “desarrollo estabilizador” por cada punto de variación nacional la variación manufacturera fue de 1.132 puntos (7.8/6.9); en contraste, con las “reformas estructurales” dicha elasticidad cayó a 0.94 (2.1/2.2).

			Un patrón industrial se asocia con la tasa de inversión (FBCF/PIB, privada y pública) porque depende del tipo de formación de activos como de los mecanismos regulados o liberalizados del ahorro nacional. Durante el desarrollo regulado esta proporción acumuló una alza de 49.6% (de 17.7 a 26.5%) con un crecimiento anual de 1.9%. Inversamente, durante el periodo de reformas que reduce la inversión y estabiliza el ahorro nacional hay una caída acumulada de -13.5% (de 26.5 a 22.9%) con un crecimiento de -0.02% por año (0.78%, para 1983-2016). Véase que la tasa FBCF/PIB de 2016 aún no recupera el nivel de 2008 y es casi igual al logro nacionalista, 42 años atrás, de 1975. 

			Adicionalmente, la razón capital sobre producto (K/PIB) debe seguir lentamente los rápidos cambios de FBCF/PIB porque mide la inversión neta acumulada por producto, según el desgaste de la vida útil promedio de la estructura de activos. Esta intensidad de capital (industrial) tuvo un alza acumulada de 73.4% a una tasa anual de 2.7% con la industrialización nacional; pero entre 1982-2013, estos cambios fueron respectivamente de 70.3 y 1.7%. La columna RE/DE indica que la variación promedio anual de la intensidad K/PIB inducida por las reformas sólo representan 0.63 de punto por cada punto porcentual inducido por la tecnificación nacionalista. Sí, las reformas paralizaron el cambio técnico. No obstante, la razón “censal” K/PIB parece mostrar algún sesgo. Primero, admitiendo su lento cambio, el salto 1980-1988 no refleja la gravedad de la crisis de los ochenta, que sí reporta la razón FBCF/PIB de cuentas nacionales; segundo, el declive de 1995-2013 no acumula la lenta recuperación de FBCF/PIB. Este punto se abordará en la cuarta sección.

			Particularizando, el diferente proceder del Estado se confirma con su respectivo esfuerzo inversor. Entre 1960-1981 (regulación estatal) la tasa de inversión fija del sector público (FBCFpub/PIB) subió 97.6% a una tasa media de 3.3% por año; mientras que entre 1982-2016 (desregulación mercantil), colapsó -61.6% con un crecimiento anual de -2.7%. Es decir, mientras el Estado nacionalista elevó la participación inversora del sector público de 5.4 a 10.7% del PIB, el Estado durante el periodo de reformas la truncó de 10.7 a sólo 3.4% del PIB. Esta reducción impacto negativamente en el stock de capital. Primero, porque el stock de capital fijo del sector público no fue renovado al reducir el flujo fbcfpub con los recortes fiscales asociados a las reformas. Segundo, porque gran parte del stock existente se liquidó con su privatización, reventa o falta de reparación. Pero el Estado reformador no sólo destruyó la inversión productiva, en menor grado, recortó también el gasto social corriente del gobierno general (salud, educación, etcétera); esto es medible con todo el gasto público relativo (gp/PIB, que incluye FBCFpub/PIB) (Rodríguez, Venegas y Lima, 2013).

			Lo anterior, ¿cómo afecta al desarrollo social? Lo hace de manera directa. Y esto es así porque, con base en la relación Harrod-Domar, sabemos que el producto per cápita depende del capital per cápita inscrito al ahorro y a la tecnología de la población. La gráfica 1 (parte inferior) muestra la dispersión de dicha relación (PIB/Po vs. K/Po), a nivel estatal y nacional. Para la nación y todo el periodo 1960-2013 encontramos una buena correlación lineal (r) de 83.6% y determinación (r2) de 69.91%. La relación mejora con una regresión logarítmica (r2= 79.91%). Esto indica una primera relación muy fuerte que después de 1981 se disipa. Si periodizamos contra la crisis de 1982, el primer periodo (1960-1981) se corresponde con la industrialización nacionalista (r= 96.5%, r2= 93%) y el segundo (1982-2013) con la desindustrialización que representó el periodo de reformas (r= 8.5%, r2= 0.72%). Por lo tanto, la relación entre mayor desarrollo social con mayor capital industrial per cápita es robusta para el desarrollo estabilizador, pero no para el periodo de reformas. Al respecto, las cinco entidades de mayor correlación fueron: Estado de México, Jalisco, Puebla, Quintana Roo y Campeche; y las de menor correlación fueron: Tabasco, Michoacán, Baja California Sur, Norte y Sonora.




Gráfica 1. Dispersión estatal del crecimiento vs. acumulación (gPIBvs. gK) y del producto per cápita vs. capital per cápita (PIB/po vs. K/po), 1960-2013
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Fuente: elaboración propia con datos de Germán-Soto, V., 2005, 2008 y 2015 <https://works.bepress.com/vicente_german_soto/>




			

La gráfica 1 (parte superior) muestra además la dispersión estatal entre crecimiento y acumulación (gPIB vs. gK), que se revisará más adelante. Para todo el periodo hay una menor correlación y determinación (r= 30.6%, r2= 9.34%). La relación mejora para el Estado nacionalista (r= 43.3%, r2= 18.73%) y no para el de las reformas (r= -14.8%, r2= 2.18%). En consecuencia, de acuerdo al cuadro 1 es relevante notar que el rápido crecimiento económico y manufacturero del nacionalismo (gPIB= 6.9% y gPIBman= 7.8%) está en promedio asociados al más rápido crecimiento de la acumulación (gK= 9.6%). Igualmente, que el lento crecimiento del periodo de reformas (gPIB= 2.2% y gPIBman= 2.1%) se relaciona con una menor acumulación (gK= 3.9%). Este resultado es congruente con Lima (2005), quien estima el stock bruto de capital fijo nacional para el sector privado no residencial (Cf*) con datos de cuentas nacionales y el método de inventario perpetuo (MIP).
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			Para finalizar, advierte que el desarrollo social (PIB/Po, cuadro 1) creció a una velocidad promedio anual de 3.8% con el desarrollo estabilizador y de 0.6% en periodo de las reformas. Es decir, que el bienestar social de este último periodo sólo significa 17% (re/de) del logrado por el primero. Asimismo, se observa que el bajo crecimiento económico del mismo sólo representa 32% del primero (6.9/2.2) porque las reformas estructurales están ligadas a cinco graves crisis que se han registrado en los últimos 35 años. Entonces, el mayor crecimiento económico y desarrollo social alcanzado en México con la industrialización nacional de 1960-1981, se correlaciona con una mayor tasa de acumulación y de capital industrial per cápita, que está asociado con una creciente tasa manufacturera, una alta tasa de ahorro e inversión global, una ascendente intensidad técnica de capital, una progresiva tasa de inversión fija pública y de gasto público relativo. En tanto, el menor crecimiento y desarrollo padecido en México con el periodo de reformas y de estabilización de 1982-2016 se relaciona con una menor tasa de acumulación y de capital per cápita; lo cual está ligado con un declive de la tasa manufacturera, una baja tasa de ahorro e inversión global, una lenta intensidad de capital, una caída de la tasa de inversión pública fija y un decreciente gasto público relativo.

			

			4. Metodología y datos


			

			4.1 Los datos

			

			

Las series con las que se contó para el análisis son el stock de capital fijo (K) del sector industrial (minería, manufacturas y electricidad, gas y agua) y el producto de toda la economía (PIB) para los 32 estados de la República Mexicana en el lapso 1960-2012, a precios de 1993. Son datos derivados por Germán-Soto (2005 y 2008) y, su extensión, calidad y revisión dependen del autor. Pero, la serie K podría tener sesgos. El método empleado por Germán-Soto (2008) consiste en derivar por regresión la edad promedio del capital con datos de inversión fija bruta y empleo para luego estimar el stock de capital con el MIP. El sesgo podría venir de la fuente de datos como los censos económicos quinquenales entre 1960 y 2003. Se sabe que estos censos tienen sesgos de comparabilidad intercensal porque (según el censo) algunas clases o ramas no se cubren, se captan otras nuevas o se cambian según el clasificador. Una serie histórica sin reajuste que normalice criterios en los niveles originales por censo para compararlos podría incluir sesgos. Además, desde 2004, Germán-Soto estima K con las tasas de crecimiento del PIB industrial por estado. Bajo estas limitaciones se procedió.



			


			4.2 La prueba de raíz unitaria de Harvey, Leybourne y Taylor (2013)

			

			Para averiguar el orden de integración de las variables bajo estudio efectuamos la prueba de raíz unitaria en presencia de cambios poco frecuentes, en tendencias estructurales de series de tiempo univariadas cuando las fechas de quiebre son desconocidas, recientemente sugerida por Harvey et al. (2013).Este procedimiento es robusto a la presencia o no de una raíz unitaria en el proceso de error subyacente y evitan el “problema de la prueba circular” que frecuentemente surge en las aplicaciones empíricas entre pruebas sobre los parámetros de la función de tendencia y las pruebas de raíces unitarias. De esta manera, no se requiere ninguna información a priori sobre el orden de integración de la serie de tiempo. El modelo univariado se puede describir a través de:
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			Donde [image: 2626.png] y [image: 2634.png] son dummies que dan cuenta de los cambios en el nivel y la tendencia de la serie para [image: 2642.png] siendo m el número de rupturas y [image: 2650.png] la función indicadora. El número máximo de rupturas en la prueba es igual a [image: 2658.png] (Harvey et al., 2013).




			4.3 La prueba de cointegración en panel con rupturas estructurales de Westerlund (2007) y de Westerlund y Edgerton (2008)

			

			Se emplearon dos pruebas de cointegración en panel con rupturas estructurales desarrolladas por Westerlund (2006) y Westerlund y Edgerton (2008), respectivamente. Primero, Westerlund propone una prueba LM para la hipótesis nula de cointegración que permite múltiples rupturas estructurales tanto en el nivel como en la tendencia para una regresión de panel cointegrado. De acuerdo con él, primero se estima el siguiente modelo:
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			Donde [image: 2687.png] y [image: 2699.png], [image: 2709.png] es una pendiente específica para cada unidad que se asume constante sobre el tiempo, y [image: 2719.png] es un intercepto específico también para cada unidad que está sujeto a [image: 2764.png] rupturas estructurales. La hipótesis nula es formulada tal que las unidades en el panel están cointegradas, mientras que la alternativa establece que al menos para una unidad no hay cointegración. Westerlund y Edgerton (2008) proponen dos versiones de la prueba, las cuales se derivan de la prueba LM de raíz unitaria, para la hipótesis nula de no cointegración, cuyos estadísticos de prueba son [image: 2745.png] y [image: 2752.png], detalles adicionales de la derivación de los mismos se encuentran en Westerlund y Edgerton (2008).

			

			4.4 La prueba de no causalidad en panel heterogéneos de Dumitrescu y Hurlin (2012)

			

			Dumitrescu y Hurlin (2012) desarrollaron una prueba con el fin de analizar la hipótesis nula de no causalidad en el sentido de Granger para datos en panel. La prueba se plantea del siguiente modo: si x y y, son dos variables estacionarias observadas para N individuos en T periodos. Para cada individuo [image: 2779.png] en el tiempo [image: 2787.png], se considera el siguiente modelo VAR lineal:
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			Con [image: 2813.png] y [image: 2823.png]. Por simplicidad, los efectos individuales [image: 2832.png] se asumen como fijos a través del tiempo. De igual forma, se asume que el orden de los rezagos K es idéntico para todas las unidades del panel y que está balanceado.

			Dumitrescu y Hurlin (2012) proponen probar la hipótesis de no causalidad entre x y y:
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			Donde [image: 2851.png]. Bajo la hipótesis alternativa, existe causalidad de x a y en al menos una unidad:
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			El estadístico del panel se obtiene como el promedio de las secciones transversales de los estadísticos individuales de Wald (Herrerias et al., 2013). Dumitrescu y Hurlin (2012) muestran que este estadístico converge a una distribución normal bajo la hipótesis de no causalidad, cuando T tiende a infinito primero y luego cuando N crece indefinidamente. También es posible construir un estadístico estandarizado, [image: 2882.png].

			

			

			4.5 La estimación de paneles cointegrados

			

			Existe una amplia literatura que permite estimar los vectores cointegrantes de paneles cointegrados (Kao y Chiang, 2000; Pedroni, 1999, 2001 y 2004; Pesaran et al., 1999). El método de estimación para paneles cointegrados que empleamos es de Mark y Sul (2003).

			

			5. Resultados empíricos


			

			El cuadro 2 presenta los resultados de las pruebas de Harvey et al. (2013) con una y dos rupturas estructurales para las series del stock de capital (K) y del producto (PIB) de los 32 estados de la República Mexicana para 1960-2012. Sólo en cuatro estados se rechazó la hipótesis nula de raíz unitaria en K cuando la prueba se especificó con una ruptura y en tres estados cuando dos rupturas se incorporaron en la prueba. Mientras que en el caso del PIB, la prueba sólo rechazó la hipótesis de la raíz unitaria en tres estados con una ruptura y en dos con igual número de rupturas. Se encuentra entonces evidencia de que las series que conforman los paneles de K y PIB poseen en su mayoría una raíz unitaria. Una vez que se encuentra evidencia de raíz unitaria en las series de ambos paneles, se procede a inspeccionar si ambos paneles están cointegrados. Con el fin de verificar si las series que conforman los paneles tanto de K como del PIB estatal mantienen una relación de largo plazo, se efectúa la prueba de cointegración en panel con rupturas de Westerlund y Edgerton (2008) (véanse los resultados en el cuadro 3).

			Como se puede apreciar en el cuadro 3, aunque las pruebas de cointegración en panel incorporan rupturas estructurales, no es posible rechazar la hipótesis nula de no cointegración entre las variables en cuestión, bajo ninguna especificación (sin rupturas, con cambio en media y cambio de régimen) para la muestra que abarca todo el periodo. Por el contrario, tal hipótesis se rechazó en el primer periodo en que fue dividida la muestra (1960-1982), que corresponde a la industrialización nacional, cuando la prueba se especificó sin cambio y con cambio de régimen. Resalta en esta última especificación que la mayoría de las rupturas se ubicaron en el año de 1980. Para el segundo periodo de la muestra (1983-2012), el de reformas, sólo fue posible rechazar la hipótesis nula de no cointegración entre las series de los paneles de K y del PIB estatal cuando la prueba se especificó sin rupturas con ambos estadísticos de prueba. Por lo tanto, no se encontró una relación de largo plazo entre las variables K y PIB en todo el periodo estudiado, pero sí evidencia de cointegración en los periodos en los que se dividieron los datos. Debido a estos resultados, tanto las estimaciones para panel cointegrados como las pruebas de causalidad en panel empleadas en el resto del análisis se efectuaron por periodos: el de industrialización nacional (1960-1982) y el de reformas estructurales (1983-2012).

			

			Cuadro 2. Resultado de las pruebas de raíces unitarias con rupturas estructurales de Harvey, Leybourne y Taylor (2013) para el stock de capital industrial y el PIB por entidad estatal de México, 1960-2012

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							K

						
							
							

						
							
							PIB

						
					

					
							
							

						
							
							MDF1

						
							
							MDF2

						
							
							

						
							
							MDF1

						
							
							MDF2

						
					

				
				
					
							
							Aguascalientes

						
							
							-2.883

						
							
							-4.116

						
							
							

						
							
							-2.354

						
							
							-3.250

						
					

					
							
							Baja California Norte

						
							
							-2.835

						
							
							-4.028

						
							
							

						
							
							-4.188*

						
							
							-4.348

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							-1.995

						
							
							-2.927

						
							
							

						
							
							-3.955*

						
							
							-4.144

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							-2.686

						
							
							-5.662*

						
							
							

						
							
							-2.117

						
							
							-2.956

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							-2.847

						
							
							-3.215

						
							
							

						
							
							-3.565

						
							
							-4.610*

						
					

					
							
							Colima

						
							
							-2.830

						
							
							-3.140

						
							
							

						
							
							-2.450

						
							
							-3.497

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							-5.330*

						
							
							-5.967*

						
							
							

						
							
							-2.447

						
							
							-2.907

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							-3.409

						
							
							-4.053

						
							
							

						
							
							-3.921*

						
							
							-4.071

						
					

					
							
							Distrito Federal

						
							
							-2.366

						
							
							-3.231

						
							
							

						
							
							-2.833

						
							
							-2.972

						
					

					
							
							Durango

						
							
							-4.080*

						
							
							-4.318

						
							
							

						
							
							-3.179

						
							
							-3.936

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							-3.312

						
							
							-3.487

						
							
							

						
							
							-3.249

						
							
							-4.112

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							-2.583

						
							
							-3.496

						
							
							

						
							
							-3.064

						
							
							-3.844

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							-2.530

						
							
							-3.101

						
							
							

						
							
							-2.783

						
							
							-4.161

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							-2.691

						
							
							-3.098

						
							
							

						
							
							-2.471

						
							
							-3.211

						
					

					
							
							México

						
							
							-2.330

						
							
							-2.792

						
							
							

						
							
							-2.116

						
							
							-2.885

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							-3.279

						
							
							-3.862

						
							
							

						
							
							-2.802

						
							
							-3.833

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							-3.338

						
							
							-4.063

						
							
							

						
							
							-3.004

						
							
							-3.699

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							-3.740

						
							
							-3.896

						
							
							

						
							
							-1.704

						
							
							-3.210

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							-2.428

						
							
							-2.636

						
							
							

						
							
							-3.019

						
							
							-4.122

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							-4.549

						
							
							-5.010

						
							
							

						
							
							-2.224

						
							
							-3.751

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							-2.320

						
							
							-3.089

						
							
							

						
							
							-2.691

						
							
							-3.284

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							-3.459

						
							
							-4.061

						
							
							

						
							
							-3.079

						
							
							-3.894

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							-4.279*

						
							
							-4.602*

						
							
							

						
							
							-3.087

						
							
							-3.666

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							-3.209

						
							
							-4.067

						
							
							

						
							
							-3.046

						
							
							-3.893

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							-3.475

						
							
							-3.580

						
							
							

						
							
							-1.767

						
							
							-4.189

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							-3.061

						
							
							-3.648

						
							
							

						
							
							-3.428

						
							
							-4.169

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							-3.270

						
							
							-4.298

						
							
							

						
							
							-1.483

						
							
							-3.536

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							-2.907

						
							
							-3.835

						
							
							

						
							
							-1.903

						
							
							-4.188

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							-3.070

						
							
							-3.135

						
							
							

						
							
							-2.209

						
							
							-3.864

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							-4.030*

						
							
							-4.475

						
							
							

						
							
							-2.116

						
							
							-4.801*

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							-3.326

						
							
							-4.119

						
							
							

						
							
							-2.123

						
							
							-3.801

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							-2.555

						
							
							-3.617

						
							
							

						
							
							-2.883

						
							
							-3.733

						
					

				
			

			

			Notas: * Denota rechazo al nivel de 5%. Los valores críticos de cada prueba son -3.85 y -4.85 a 5% de significancia, respectivamente.

			Fuente: elaboración propia.

			

			

			Cuadro 3. Resultados de las pruebas de cointegración en panel con y sin rupturas estructurales de Westerlund y Edgerton (2008)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Muestra Total

						
							
							

						
							
							1960-1982

						
							
							

						
							
							1983-2012

						
					

					
							
							

						
							
							No 

							shift

						
							
							Level 

							shift

						
							
							Regime shift

						
							
							

						
							
							No 

							shift

						
							
							Level 

							shift

						
							
							Regime shift

						
							
							

						
							
							No 

							shift

						
							
							Level 

							shift

						
							
							Regime shift

						
					

					
							
							[image: 2908.png]

						
							
							0.256

						
							
							-0.528

						
							
							4.258

						
							
							

						
							
							-3.848

						
							
							4.699

						
							
							-5.087

						
							
							

						
							
							-6.962

						
							
							1.510

						
							
							2.106

						
					

					
							
							

						
							
							[0.601]

						
							
							[0.299]

						
							
							[1.000]

						
							
							

						
							
							[0.001]

						
							
							[1.000]

						
							
							[0.000]

						
							
							

						
							
							[0.000]

						
							
							[0.934]

						
							
							[0.982]

						
					

					
							
							[image: 2899.png]

						
							
							2.769

						
							
							1.291

						
							
							4.112

						
							
							

						
							
							-0.201

						
							
							2.994

						
							
							-2.836

						
							
							

						
							
							-3.488

						
							
							2.695

						
							
							1.279

						
					

					
							
							

						
							
							[0.997]

						
							
							[0.902]

						
							
							[1.000]

						
							
							

						
							
							[0.421]

						
							
							[0.999]

						
							
							[0.002]

						
							
							

						
							
							[0.000]

						
							
							[0.996]

						
							
							[0.900]

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración  propia.




			Los resultados de las estimaciones para paneles cointegrados con el método de Mark y Sul (2003), se presentan en el cuadro 4. En ambos periodos se optó por efectuar la prueba incorporando solo una constante, un rezago y un adelanto. Como se puede ver, los resultados de las estimaciones sugieren que la incidencia del stock de capital en el PIB, tanto a nivel individual como en forma conjunta, resultaron positivos y significativos para casi la totalidad de los estados en el primer periodo e incluso en varios casos muy cercana o por arriba de la unidad. Por el contrario, los resultados para el segundo periodo mostraron a nivel individual que para algunos estados –el parámetro que mide la incidencia del stock de capital (k) en el PIB (y)– resultó ser negativo, más distantes de la unidad e incluso para varios de ellos no resultó ser estadísticamente significativo.

			Otro resultado a destacar es el que se extrae cuando se compara la magnitud de los coeficientes estimados para cada estado entre ambos periodos porque únicamente siete de los 32 estados registraron un mayor coeficiente en el segundo periodo con respecto a los coeficientes del primer periodo. Esos estados fueron: Coahuila, Colima, Chihuahua, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, y San Luis Potosí; mientras que el resto de los estados registró una disminución en la magnitud de la incidencia del stock de capital en el PIB estatal. Lo anterior se confirma también para el coeficiente agregado estimado porque la magnitud de los coeficientes para el panel en su conjunto es mayor para el primer periodo en comparación con el segundo, incluso bajo la especificación que controla los efectos comunes de tiempo en la estimación.

			Por último, los cuadros 5, 6, 7 y 8 reportan los resultados de las pruebas de no causalidad en el sentido de Granger (Dumitrescu y Hurlin, 2012) hasta con tres rezagos (de manera individual como de panel) aplicadas a las primeras diferencias del stock de capital como del PIB para ambos periodos de análisis. Como se observa en estos cuadros se rechaza la hipótesis nula de no causalidad en el sentido de Granger –entre las primeras diferencias de ambas variables para ambos periodos– para el panel en conjunto. Con ello encontramos evidencia de que las variables del stock de capital industrial (K) y el producto (PIB) se determinan simultáneamente, propiciando un círculo virtuoso entre ellas. Quizá la principal implicación de estos resultados es que sugieren la necesidad de impulsar la acumulación de capital fijo en el sector industrial, lo cual se puede llevar a cabo a través de retomar la política industrial de fomentar la formación de capital fijo en el sector.

			


			Cuadro 4. Estimaciones individuales y de panel para [image: 3300.png] con constante

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							1960-1982

						
							
							

						
							
							1983-2012
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							Aguascalientes

						
							
							0.9661

						
							
							0.0455

						
							
							

						
							
							0.8000

						
							
							0.2575

						
					

					
							
							Baja California Norte

						
							
							0.8912

						
							
							0.0598

						
							
							

						
							
							0.5746

						
							
							0.0390

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							0.9452

						
							
							0.1688

						
							
							

						
							
							0.5167

						
							
							0.3316

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							0.8113

						
							
							0.4701

						
							
							

						
							
							-0.9632

						
							
							0.1449

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							0.3972

						
							
							0.0619

						
							
							

						
							
							1.4325

						
							
							0.4928

						
					

					
							
							Colima

						
							
							0.4558

						
							
							0.0308

						
							
							

						
							
							0.7175

						
							
							0.0649

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							0.7236

						
							
							0.0412

						
							
							

						
							
							0.1196

						
							
							0.0630

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							0.7732

						
							
							0.0288

						
							
							

						
							
							1.0461

						
							
							0.3340

						
					

					
							
							Distrito Federal

						
							
							0.6128

						
							
							0.0448

						
							
							

						
							
							-0.0219

						
							
							0.1564

						
					

					
							
							Durango

						
							
							1.0842

						
							
							0.4272

						
							
							

						
							
							-0.0528

						
							
							0.2607

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							0.8103

						
							
							0.0626

						
							
							

						
							
							0.5653

						
							
							0.0871

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							1.1151

						
							
							0.0749

						
							
							

						
							
							0.2007

						
							
							0.0191

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							0.4865

						
							
							0.0797

						
							
							

						
							
							0.3140

						
							
							0.0483

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							0.7277

						
							
							0.0465

						
							
							

						
							
							-0.7566

						
							
							0.5640

						
					

					
							
							México

						
							
							1.1111

						
							
							0.0146

						
							
							

						
							
							-0.3358

						
							
							0.2564

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							1.8093

						
							
							0.2769

						
							
							

						
							
							-0.1970

						
							
							0.0400

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							0.6733

						
							
							0.0530

						
							
							

						
							
							0.5494

						
							
							0.1864

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							0.5087

						
							
							0.0492

						
							
							

						
							
							0.0508

						
							
							0.0248

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							0.7092

						
							
							0.1008

						
							
							

						
							
							0.3911

						
							
							0.2683

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							0.8196

						
							
							0.0686

						
							
							

						
							
							0.3504

						
							
							0.0718

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							0.6486

						
							
							0.1123

						
							
							

						
							
							0.6914

						
							
							0.1962

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							0.7104

						
							
							0.0263

						
							
							

						
							
							0.9634

						
							
							0.2301

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							0.7685

						
							
							0.0792

						
							
							

						
							
							1.3389

						
							
							0.4393

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							0.4259

						
							
							0.0356

						
							
							

						
							
							1.0049

						
							
							0.2839

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							0.8827

						
							
							0.0468

						
							
							

						
							
							0.3893

						
							
							0.0536

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							1.6676

						
							
							0.1138

						
							
							

						
							
							0.3196

						
							
							0.1955

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							0.5043

						
							
							0.0661

						
							
							

						
							
							-1.2098

						
							
							0.4302
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							0.8938

						
							
							0.3045

						
							
							

						
							
							0.6081

						
							
							0.0948
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							0.8480

						
							
							0.4667

						
							
							

						
							
							-0.6950

						
							
							0.1141

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							0.5284

						
							
							0.0296

						
							
							

						
							
							-0.1547

						
							
							0.0381

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							1.2203

						
							
							0.0829

						
							
							

						
							
							0.9688

						
							
							0.1733

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							1.0030

						
							
							1.4515

						
							
							

						
							
							0.2623

						
							
							0.1679

						
					

					
							
							Panel

						
							
							0.6574

						
							
							0.0339

						
							
							

						
							
							0.4472

						
							
							0.0421

						
					

					
							
							Panel a

						
							
							0.5752

						
							
							0.0460

						
							
							

						
							
							0.2110

						
							
							0.0871

						
					

				
			

			

			Notas: Las estimaciones se efectuaron con un rezago y un adelanto en el modelo. 

			a Controla para efectos comunes de tiempo.

			Fuente: elaboración  propia.

			

			

			Cuadro 5. Resultado de la prueba causalidad de Granger en modelos de datos de panel heterogéneos aplicados a las diferencias del stock de capital y del PIB por entidad estatal de México, 1960-1982

			([image: 3225.png]: No causalidad homogénea de Granger de [image: 3221.png])
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			Fuente: elaboración  propia.

			

			Cuadro 6. Resultado de la prueba de causalidad de Granger en modelos de datos de panel heterogéneos aplicados a las diferencias del stock de capital y del PIB de las entidades estatales de México, 1960-1982

			([image: 3184.png]: No causalidad homogénea de Granger de [image: 3180.png])
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			Fuente: elaboración  propia.

			

			

			Cuadro 7. Resultado de la prueba de causalidad de Granger en modelos de datos de panel heterogéneos aplicados a las diferencias del stock de capital y del PIB de las entidades estatales de México, 1983-2012

			([image: 3141.png]: No causalidad homogénea de Granger de [image: 3133.png])
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			Fuente: elaboración  propia.




			Cuadro 8. Resultado de la prueba de causalidad de Granger en modelos de datos de panel heterogéneos aplicados a las diferencias del stock de capital y del PIB de las entidades estatales de México, 1983-2012

			([image: 3092.png]: No causalidad homogénea de Granger de [image: 3084.png])
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			Fuente: elaboración  propia.

			

			6. Conclusiones

			

			En el presente estudio se realizó un análisis descriptivo como una aplicación econométrica sobre la relación Harrod-Domar que asocia el crecimiento económico con la acumulación de capital. Se estudió en particular la acumulación de capital fijo del sector industrial por entidad estatal y su relación con el producto estatal, ya que para entender el estancamiento de las tres últimas décadas de reformas estructurales era necesario relacionarlo con el profundo proceso de desindustrialización nacional que ese tipo de políticas propició. Al respecto, la historia ha enseñado que una industrialización nacional madura, con una industria manufacturera como motor, es esencial tanto para elevar la productividad laboral como el crecimiento económico de una nación exitosa (Hirschman, 1958; Kaldor, 1966; Atesoglu, 1993), y que genera desarrollo social, permite alzas salariales, mitiga inequidades y reduce la pobreza.

			Este exitoso conocimiento fue probado por el desarrollismo nacional al fundar una industrialización mexicana que produjo un crecimiento promedio de 6.9% (superior al promedio mundial). Sin embargo, el neoliberalismo de las “reformas estructurales” arruinó la incipiente industrialización. Un costo laboral y humano que para el nacionalismo representa mayor crecimiento con inequidad, significó una mayor inequidad con las reformas ahora con un grave estancamiento de más de 35 años (Jaimes y Matamoros, 2017, pp. 13, 14 y 25). Sin lugar a dudas, ambas políticas industriales son mundos abismalmente dispares (Calderón y Sánchez, 2012; Moreno-Brid, 2013; Trejo, 2017; Tijerina, 2018). En particular, cuando (al promover sólo maquila transnacional, comercio externo, finanzas internacionales e inversión extranjera), el nuevo Estado liberal asumió que el TLCAN era “nuestra política industrial” (Johnson, 1998, p. 137), o que en realidad, “la mejor política industrial era no tener ninguna” (Moreno-Brid, 2013). El Estado en el periodo de “desarrollo estabilizador” actuó activamente con una política regulatoria pública y persiguió el interés nacional relativamente. Por el contrario, en el segundo periodo, el Estado abandonó el interés nacional por la industrialización.

			Posteriormente, al analizar la relación entre PIB estatal y stock de capital industrial a nivel estatal, con las técnicas de datos panel, se obtuvo como resultado que ambas variables poseen una raíz unitaria, y la prueba de cointegración en panel con y sin rupturas estructurales evidenció una relación de largo plazo en los dos periodos analizados: 1960-1982 (industrialización nacional) y 1983-2012 (reformas estructurales). Los paneles cointegrados revelaron entonces –de manera individual como para el panel en su conjunto–, una relación positiva y significativa entre rápido crecimiento y acumulación de capital fijo durante la industrialización del nacionalismo. En cambio, durante la desindustrialización de las reformas estructurales, esa relación fue menos positiva (o negativa) y poco significativa entre el lento crecimiento económico y acumulación. No obstante, este último resultado anómalo puede deberse al posible sesgo que se encuentra presente en las estimaciones del stock de capital de Germán-Soto (2008) correspondientes al segundo periodo. En resumen, aunque en diferente grado temporal, la acumulación industrial y el crecimiento están relacionados.

			Esto es congruente con las trayectorias de la tercera sección. El rápido desarrollo social (PIB/Po) de 3.8% y el crecimiento económico promedio de 6.9% (gPIB) con la industrialización nacionalista (1960-1981), se correlaciona con una creciente acumulación de capital industrial fijo de 9.6% (gK) y de capital per cápita (K/PO). En comparación, el lento desarrollo de 0.6% y el crecimiento económico de 2.2% de la desindustrialización del periodo de reformas y estabilización (1982-2016) se conecta con una lenta acumulación de capital industrial de 3.9% como de capital per cápita. Esto se relaciona con una tasa manufacturera (PIBman/PIB) que, en el primer periodo, acumuló un crecimiento de 19.5%; mientras que en el periodo de las reformas se desplomó -6.6%. También en términos de crecimiento promedio las manufacturas crecieron (gpibman), respectivamente, 7.8% por año contra 2.1%. Es decir, las reformas restringieron la incipiente industria manufacturera doméstica.

			

Esos distintos patrones de inversión implicaron, en cuanto al crecimiento de la intensidad técnica de capital industrial (K/PIB), respectivamente, un aumento de 2.7% por año y de 1.7%. Finalmente, estos diferentes patrones de inversión y progreso técnico, se asientan, en parte, con la diferente actuación del Estado como inversor público. Es así que el Estado regulador que apoyó la industrialización nacional generó una tasa de inversión fija del sector público (FBCFpub/PIB) que aumentó de 5.4 a 10.7% del PIB entre 1960-1981. En ese periodo México creció 6.9%. Sin embargo, el Estado que expresamente se propuso en sus programas reducir la participación pública porque “distorsionaba” el mercado redujo su participación de 10.7% a 3.4% del PIB entre 1982-2016. Como resultado, México creció 2.2% por año en el segundo periodo.



			Además, en la quinta sección, las pruebas de no causalidad en el sentido de Granger revelaron –de manera individual como para el panel en su conjunto–, una relación de causalidad bidireccional en ambos periodos. Esta retroalimentación entre ambas variables sugiere a su vez un círculo virtuoso entre crecimiento y acumulación.

			En conclusión, existe una fuerte relación entre industrialización nacional, acumulación de capital fijo, rápido crecimiento y política industrial con un cierto grado de regulación o intervención estatal. Estos hechos estilizados han tendido a olvidarse y relegarse. No obstante, en buena medida constituye la exitosa política que China como los Tigres Asiáticos hoy aplican, y que México efectuó hasta 1981. En efecto, la política industrial con apoyo estatal está de regreso aunque en realidad nunca se marchó (Rodrik, 2010). Esto es reconocido tanto por algunos economistas como por algunas economías exitosas y, recientemente, por algunos organismos internacionales (Rodrik, 2008; Hausmann, Rodrik, y Sobel, 2008).

			Al respecto Rodrik (2010) plantea que la verdadera cuestión no es si se debe aplicar una política industrial sino cómo. Rodrik propone tres principios: 1) se debe crear primero un clima de colaboración entre el gobierno y el sector privado, 2) los incentivos gubernamentales deben ser temporales y estar basados en los resultados y 3) la política industrial debe ser encaminada a servir a la sociedad en general, y no a los burócratas que la administran ni a las empresas que reciben los incentivos económicos u otros.
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			Resumen. El gobierno de México ha promovido la instalación de parques eólicos, argumentando que es una energía limpia (cualidad, parcialmente cierta). La estrategia gubernamental de implantación ha favorecido a corporaciones transnacionales, en contra de las comunidades originarias que están perdiendo el control sobre sus territorios, mismos que han sido ocupados por estas empresas, provocando un deterioro ecológico, social, político y cultural. En el Istmo de Tehuantepec, una parte significativa de la población originaria se ha organizado para resistir y revertir este proceso, demandando una política pública incluyente y participativa.

			Palabras clave: Istmo de Tehuantepec; parques eólicos; energía eléctrica; transnacionales; política pública.

			Clasificación JEL: O13, Q42, Q43, Q48.

			

			Government Policy vs. Public Policy: Avatars for the Wind Farms on the Isthmus of Tehuantepec

			

			Abstract. The government of Mexico has encouraged the establishment of wind farms, arguing that they are a form of clean energy (partially true). The government’s implementation strategy has favored transnational corporations over the original communities, who are losing control of their territories, which these companies have occupied, engendering ecological, social, political, and cultural damage. On the Isthmus of Tehuantepec, a significant portion of the original population has organized to resist and reverse this process, calling for an inclusive and participatory public policy.

			Key Words: Isthmus of Tehuantepec; wind farms; electrical power; transnational companies; public policy.

		

		
			




		
			Escenario

			

			Al volar de noche sobre el Istmo de Tehuantepec, y asomarse por la ventanilla del avión se ven en tierra una miríada de luces rojas, que suelen intrigar al observador. Quienes conocen la región saben que cada luz roja señaliza un aerogenerador de alguno de los parques eólicos que han sido implantados en el territorio de los pueblos originarios Binnizá e Ikoot, cambiando radicalmente el paisaje de la región y el uso del suelo. En 1994 no había un solo aerogenerador instalado en el Istmo. Fue en ese año cuando la Comisión Federal de Electricidad (CFE) subcontrató a la corporación transnacional española de Ibedrola que inició la construcción del primer parque experimental con siete aerogeneradores, que se redujeron a seis después de que uno de ellos se incendió debido a los fuertes vientos que caracterizan a La Ventosa. Tiempo después vinieron los contratos por parte de la Secretaría de Energía (Sener) con las corporaciones, y los aerogeneradores fueron poblando el territorio a un ritmo pasmoso, llegando a atiborrar algunas zonas, al grado de deteriorar el paisaje que ha pasado de agropecuario rural a un mal remedo de la invasión de los trípodes (actantes centrales en la novela La guerra de los mundos de Herbert George Wells de 1898).

			Hoy en día existen 22 parques eólicos con capacidad de generación de 2 192 Megawatts (MW). A ellos hay que sumar otro tanto de los parques en construcción y ya contratados,1 a los que habría que agregar otros 3 683 MW adicionales, estimados por subastarse en la segunda fase de expansión eólica en el Istmo de Tehuantepec.2

			Esta implantación de aerogeneradores se ha expandido recientemente a otras regiones del país como: Baja California, Puebla, Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas. El origen formal de todo esto fue la firma del gobierno de México al Protocolo de Kioto en 1992, esfuerzo mundial por reducir las emisiones de dióxido de carbono (CO2) y, por ende, el calentamiento global. Entre las acciones concretas están la generación de energía eléctrica por medios que reduzcan significativamente el uso de combustibles fósiles, por lo que en este protocolo, sobre los parques eólicos, que son la materia de este trabajo, las autoridades del país se comprometieron a estar generando 12 mil MW para el 2020, quedando un umbral de crecimiento considerable de hasta 50 mil MW, de acuerdo a la tecnología vigente (Sener, 2012, p. 80).

			Cabe mencionar que la posibilidad de utilizar el viento para generar energía eléctrica es relativamente reciente (Price, 2005). Si bien los aerogeneradores tienen sus albores a principios del siglo XIX, no es sino hasta la crisis de los precios del petróleo de los años setenta que en Dinamarca –como parte del movimiento contra el uso de la energía nuclear, en 1975–, maestros y alumnos de una escuela secundaria del sistema Tvind en Ulfborg, diseñaron y construyeron un aerogenerador nombrado “Tvind”3 de apenas 1 MW, éste se reprodujo por todo Dinamarca para abastecer de energía eléctrica a las comunidades organizadas como cooperativas; la innovación tecnológica de los aerogeneradores de hoy en día parte de este modelo de turbina. 4 Cabe aclarar que por la elaboración posterior en este texto, en Dinamarca todos los parques eólicos en tierra firme son cooperativas o de gobiernos locales (Schreuer y Weismeier-Sammer, 2010), prácticamente no hay parques privados de corporaciones transnacionales en tierra, aunque sí los hay en el mar (offshore) (Jørgensen y Karnøe, 1995; Danielsen, 1995; Olesen et al., 2004).

			

Dado el compromiso gubernamental de México, y la existencia de estos modernos aerogeneradores, el gobierno se abocó a hacer estudios eólicos por todo el territorio nacional, como el realizado por TrueWind Solutions con el financiamiento de la Agencia para el Desarrollo Internacional (AID) de Estados Unidos de América (Elliot et al., 2004), encontrando en la región de La Ventosa, en el Istmo de Tehuantepec, un viento privilegiado de alrededor de 100 kilómetros por hora (28 metros por segundo), incluso excesivo, en ocasiones, para los aerogeneradores existentes, ya que éstos tienen que detenerse a velocidades del viento superiores a los 25 metros por segundo(Leithead, 2007, p. 960). Tan fuerte es el viento, que llega a voltear camiones que circulan por las carreteras de La Ventosa.



			En este punto, esta historia podría haber tomado diferentes rumbos: el gobierno podría haber seguido una política pública concertada y participativa, y haber elaborado conjuntamente con la población, comunidades, autoridades y organizaciones un programa regional sobre generación de energía eólica consensado y, por lo tanto, legitimado con quienes viven en la región. De ser así, los parques eólicos se habrían instalado en espacios y en densidades de bajo impacto, generando fuentes de empleo locales, y beneficiando económicamente a los pobladores y a las comunidades rurales y urbanas de la región; de forma similar a como este tipo de parques se crearon en Dinamarca, como cooperativas de pobladores de las comunidades, financiadas inicialmente por la banca, y con apoyos económicos y técnicos del gobierno (Diego, 2015). De haber seguido un camino similar al de este país nórdico, las comunidades del Istmo hoy en día estarían contentas de haber encontrado una utilidad más al viento, más allá de propulsar sus botes de vela de pesca,  mejorando con ello sus ingresos y su calidad de vida. Estos parques eólicos habrían venido a reforzar su territorialidad, su autonomía y su gobernanza, generando programas que disminuyeran las desigualdades económicas, sociales y políticas entre la población y sus comunidades. 

			Para fatalidad de estas comunidades, el gobierno decidió seguir un camino radicalmente opuesto al mencionado anteriormente, haciendo a un lado a la población originaria por medio de una política gubernamental de arriba hacia abajo, centralizada, y dando todo su apoyo político a corporaciones transnacionales para la implantación de una multiplicidad de parques eólicos que están desposeyendo del territorio a las comunidades indígenas y generando problemas políticos, ecológicos, económicos, sociales y culturales, dando a cambio una retribución a una parte minoritaria de la población por la renta de la tierra que es exigua si se compara con las ganancias obtenidas por estas empresas. 

			El presente trabajo tiene por objetivo reflexionar sobre las implicaciones de los sesgos de la voluntad política del gobierno de México en contra de los pueblos originarios y a favor de las corporaciones transnacionales en relación con la implantación de los parques eólicos en el Istmo de Tehuantepec.5 Lo anterior ha derivado en la instrumentación de una política gubernamental vertical, centralizada y autoritaria, contraria a lo que debiera ser una política pública concertada con las comunidades indígenas que habitan en la región, tal y como lo establece el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y tribales, ratificado por el gobierno mexicano el 5 de septiembre de 1990. 

			

			Metodológicamente el enfoque seguido es cualitativo inductivo con gran parte del trabajo de campo de estilo etnográfico que consistió en varias estancias, iniciadas en julio de 2012, durante las cuales se participó en la cotidianeidad de la gente y se llevaron a cabo entrevistas formales e informales con líderes y pobladores; la observación directa de hechos ayudó a comprender la situación derivada de la implantación de los parques eólicos. Desde 2015, la autoría ha participado como miembro del grupo asesor de la Asamblea de los Pueblos Indígenas del Istmo de Tehuantepec en Defensa de la Tierra y el Territorio (APIIDTT), situación que le ha permitido acceder a información derivada de reuniones con autoridades gubernamentales, con las organizaciones en resistencia y con juristas involucrados. Parte de la evidencia fáctica se ha referenciado con artículos periodísticos locales y regionales, con el fin de que los lectores puedan consultarlos vía Internet. Cabe mencionar que toda la información tanto producto de entrevistas como periodística ha sido confirmada por medio de la triangulación con informantes clave. 

			El artículo inicia con “La trama” de esta estrategia de desposesión territorial mediante la cual el Istmo de Tehuantepec oaxaqueño fue repartido por medio de “contratos de cobertura amplia” a corporaciones transnacionales, sin el conocimiento de estos hechos por parte de la población local. Posteriormente, se presenta la estrategia aplicada por parte de las corporaciones transnacionales para lograr la anuencia de los presidentes municipales, así mismo de la población, para la implantación de los aerogeneradores. El segundo apartado “Los despertares” aborda el impacto ecológico, territorial y productivo de los primeros aerogeneradores, que en conjunto dio origen al movimiento de resistencia de las comunidades originarias contra esta implantación. En el tercer apartado “Desigualdades en los beneficios económicos y los vicios contractuales” se habla de la inequidad en la distribución de los ingresos económicos de los parques eólicos entre los dueños de la tierra y sus comunidades y las corporaciones transnacionales; también se expone lo sesgado de los contratos de arrendamiento a favor de las corporaciones transnacionales. En el siguiente apartado: “De las sospechas a la resistencia” se narra cómo a partir de la circulación de información sobre la estrategia gubernamental y de las corporaciones transnacionales y el sentimiento de agravio6 que generó en los pobladores, se fue urdiendo la organización comunitaria y regional en contra de los parques eólicos hasta abarcar prácticamente toda la parte baja del Istmo. Los apartados  “Vaciamiento del apoyo jurídico regional para el  movimiento de resistencia” y “Cambio de escenario con la reubicación del juez del Séptimo Distrito”, se refieren a la estrategia gubernamental y de las transnacionales para enrolar7 a abogados, notarios y jueces locales y regionales a favor de los parques eólicos, evitando su apoyo legal al movimiento de resistencia. 

			La violencia física y simbólica, así como la criminalización social de los líderes del movimiento de resistencia se trata en el apartado: “Amedrentamiento, represión, agresión física y criminalización social”, donde es expuesto el caso de una lideresa del movimiento como ejemplo vívido de las implicaciones de esta estrategia gubernamental para intentar debilitar el movimiento de resistencia. En el apartado “Aceptación de los parques eólicos por parte de la población y de algunas comunidades” se elabora sobre la diversidad de respuestas de los actores locales hacia los parques eólicos, existiendo comunidades y habitantes que los consideran una opción para resolver su precariedad, ante la ausencia de otras alternativas viables. El último aparatado temático “La paradójica historia del parque eólico comunitario de Ixtepec: ni cuando se quiere se puede” expone el intento de una comunidad del Istmo por establecer un parque eólico comunitario; y que pese a todos los intentos gubernamentales por desactivarlo el proyecto sigue en pie y muy bien podría ser la alternativa a la estrategia privatizadora excluyente que se ha seguido. Finalmente, en las reflexiones se habla sobre la relevancia de los hechos relatados en el debate teórico conceptual referido a la política gubernamental y la política pública. 

			


			La trama

			

			Primer acto: se ha mencionado una reunión que tuvo el entonces presidente de México, Felipe de Jesús Calderón Hinojosa con Iñaki Urdangarin –el entonces yerno del entonces rey de España–, al que desde finales de 2011 se le sigue un juicio en España por corrupción. Se plantea que en dicha reunión hubo acuerdos de intención de atraer a las compañías eléctricas españolas para que invirtieran en la implantación de parques eólicos en el Istmo de Tehuantepec.8 

			Segundo acto: sin informar a la población de la región, el gobierno siguiendo una política gubernamental vertical, centralizada y excluyente organizó cuatro reuniones en los años 2000, 2001, 2002 y 2004, a las que fueron invitadas algunas corporaciones transnacionales para, cual si fuera tierra virgen y despoblada “territorio indómito” (baldíos se diría en el porfiriato), estas corporaciones se repartieran el Istmo, y así poder dar inicio a las contrataciones de la Sener para la implantación de estos parques. El mapa 1 uno presenta este reparto del territorio Binnizá e Ikoot. 

			Tercer acto: repartido de esta manera el espacio físico, sin el conocimiento de los pobladores originarios y de sus comunidades, el siguiente paso fue cabildear a la población y a las autoridades municipales sobre las bondades de estas inversiones privadas para la población y sus comunidades. Así, estas corporaciones se dieron a la tarea de informar sobre las bondades y los beneficios de estos parques, ocultando los impactos negativos y las inequidades en la distribución de los beneficios. Este convencimiento de razón o de cohecho incluyó el financiamiento de “velas”,9 rifas de autos,10 donaciones de equipamiento médico,11 deportivo y pesquero,12 y hasta entretenimiento infantil con payasos.13, 14 Se puede decir que esta estrategia de convencimiento fue en sus inicios muy exitosa, ya que dichas corporaciones lograron su aceptación en varias de las comunidades y autoridades, entre ellas cabe mencionar a: La Venta, Unión Hidalgo, Santa María del Mar, San Dionisio del Mar, y las autoridades municipales de Juchitán de Zaragoza que pertenecen a la COCEI y que tienen mucha presencia y relevancia en la región. De esta manera lograron que las autoridades municipales de varios municipios firmaran el cambio de uso del suelo, logro significativo, ya que de acuerdo al artículo 115 de la Constitución estas autoridades son las únicas facultadas para autorizar dicho cambio, sin el cual los contratos otorgados por la Sener no hubieran salido del papel. Aunado a lo anterior también lograron contratos de arrendamiento en asambleas comunitarias, con autoridades de bienes comunales, con ejidatarios, con posesionarios, con propietarios privados apócrifos,15 y con autoridades como las municipales de Juchitán, que carecen de legalidad para la firma de este tipo de contratos.  




Mapa 1. Distribución inicial de los parques eólicos de las corporaciones transnacionales en el Istmo de Tehuantepec
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Fuente: tomado de Rojas, R. (2012).




			Los despertares

			

			Todo pareciera ir “viento en popa”, hasta que parte de la población local, sus organizaciones, y en algunos casos sus autoridades tradicionales, agrarias y políticas, fueron tomando conciencia de la magnitud y de las consecuencias del cambio regional, al ver surgir altas densidades de aerogeneradores y casetas de vigilancia que limitaban sus actividades productivas y controlaban su libre tránsito. Fue entonces que empezó a circular información por la región de las posibles consecuencias de esta nueva implantación. Se mencionó la contaminación de las lagunas por fugas de aceite y mal manejo del mismo. Unos cuantos generadores tuvieron fallas y se incendiaron derramando y quemando alrededor de 300 litros de aceite cada uno contaminando el aire, el suelo y el agua, poniendo en entre dicho el tema de la seguridad y la limpieza de esta forma de generar electricidad; los pescadores empezaron a encontrar manchas de aceite en la laguna superior atribuidas a derrames de aceite de los aerogeneradores con fatales consecuencias para la vida acuática, así como el impacto de en la reducción de los cardúmenes de peces y de sus volúmenes de pesca. Sobre esta situación, Carlos Beas, líder de la Unión de Comunidades Indígenas de la Zona Norte del Istmo de Tehuantepec (UCIZONI), escribió en noviembre de 2012: 

			

			Nadie duda que la energía eólica es una forma limpia para generar electricidad, pero en el caso del Istmo hay algo sucio pues basta preguntarse dónde se depositan los 300 litros de aceite que lubrican los rotores de los cerca de 700 aerogeneradores [hoy cerca de dos mil] que operan actualmente en esta región. Es cierto y preocupante el señalamiento que hacen los pescadores binniza del pueblo zapoteca de Unión Hidalgo cuando reportan la repentina aparición de manchas de aceite en la Laguna Superior.

			

			

Por su parte, biólogos difundieron entre la población la alta mortandad de aves y murciélagos debido a la acción de las aspas de los aerogeneradores en una región de tránsito migratorio de muchas especies volátiles. Lo cierto es que no hay datos fidedignos al respecto.16 Este impacto ecológico pareciera ser relevante, ya que las empresas tienen cuidadores de los parques que entre sus funciones están recoger, más no reportar y sí ocultar los cadáveres de estos intrépidos voladores que terminan su vida en las aspas de estos gigantes de metal.17 El nivel de desforestación, así como las modificaciones a los cauces de los riachuelos y ríos es también de tomar en cuenta, ya que todo árbol maduro de cierta altura rivaliza por el viento con los aerogeneradores y debe ser derribado, igual pasó con la vegetación que se encontraba en lo que ahora es la base de los aerogeneradores, y por donde corren las líneas de transmisión eléctrica.



			Hay situaciones extremas, como es el caso del parque de Eólica del Sur que se encuentra detenido por un amparo promovido por varias organizaciones sociales, cuya MIA fue elaborada por un despacho liderado por el actual subsecretario de la SEMARNAT (habiendo por lo tanto conflictos de interés), y que plantea la remoción del 100% de la vegetación local; es decir, el impacto será devastador y la MIA ya fue aprobada (Córdova et al., 2015). 

			Los pobladores están también preocupados por el impacto que estos aerogeneradores, a esas densidades y con esa cercanía a sus poblados, puedan tener en su salud, debido al ruido y a la energía electrostática producida. Además del malestar generado al verse sitiados por éstos, así como el deterioro en el paisaje, un tema central en la autorización de estos parques en Dinamarca, Holanda y Alemania, por mencionar algunos ejemplos, y que en México se ha desdeñado completamente. 

			Todos estos problemas muy bien pudieran aminorarse si los parques eólicos se manejan adecuadamente. La contaminación de aceite se puede reducir, si el aceite usado es reciclado en plantas tratadoras y si es biodegradable. La muerte de murciélagos y de aves podría reducirse si se hace un estudio y se eliminan los aerogeneradores que están en las rutas migratorias y de vuelo; esto se hace en California, Estados Unidos. La desforestación y bloqueo de escorrentías pueden reducirse si se prioriza mantener la biota existente. El impacto electromagnético y en el paisaje también podrían aminorarse de regularse la instalación de los parques de acuerdo a estas cuestiones, tal y como se hace en Dinamarca. Todo lo anterior requiere de una política pública con un enfoque más participativo e incluyente de la población local y de un criterio sustentable, que no suele armonizar muy bien con la política gubernamental vertical de arriba hacia abajo y con los intereses de corporaciones transnacionales en países de menor desarrollo económico como México. 

			

			Desigualdades en los beneficios económicos y los vicios contractuales

			

			Aunado a los problemas anteriores, los pobladores involucrados se dieron cuenta de la tremenda inequidad en la distribución del ingreso generado por la venta de esta energía eléctrica, ya que a quienes les había ido mejor en la negociación se les había ofrecido un pago por la renta de su tierra equivalente al 1.5% del ingreso bruto de la venta de esta energía, mientras que las corporaciones dueñas de estos parques se quedaban con el 98.5% por este concepto.18 En claro contraste, Gemma Mackenzie (2012) reporta que en Reino Unido, la compañía Resolved Renewables ofrece una participación del ingreso bruto de 15% a dueños de la tierra que celebren contratos de arrendamiento a 20 años, para la instalación de aerogeneradores.

			Revisando la letra chica de los contratos de arrendamiento de sus tierras, la mayor parte de las cláusulas favorecían al arrendatario, quien pasaba a controlar el acceso al predio y no al usufructuario, dueño o poseedor de la tierra. Sobre estas cuestiones cabe señalar que estas empresas tienen contratos de arrendamiento en España, en Reino Unido y en Estados Unidos, lugares en los cuales plantean cláusulas distintas a las aplicadas en el Istmo de Tehuantepec, en México, entre las que cabe mencionar: la posibilidad de la recisión del contrato por parte del arrendador; el control del acceso al parque por parte del arrendador; el control de la lectura de los medidores de la energía producida por parte del arrendador, el incremento de la renta por inflación,  por supuesto, nada de lo anterior se incluye en los contratos del Istmo. Aún más, los contratos de arrendamiento en el Istmo habían sido firmados considerando únicamente la información dada por las empresas, sin asesoría legal, y haciendo uso del español, siendo que mucha de la población tiene por lengua materna el Binnizá y el Ikoot, y tiene dificultades para comprenderlo.

			A la par de esta inequidad, en la distribución de los beneficios económicos, la CFE tuvo a bien subir el cobro por consumo de los recibos luz de un sinnúmero de hogares en el Istmo, generando con ello un movimiento de resistencia a las altas tarifas de consumo. Resistencia que se vino a entreverar con la generada por la forma, magnitud y posibles consecuencias de la implantación de los parques eólicos. Como corolario, la gente decía: “están generando la luz en nuestras tierras, y nos la van subiendo de precio, ni ese beneficio tenemos de las eólicas” (López, 2017).

			

			De las sospechas a la resistencia


			

			Las sospechas y dudas sobre el avatar de los parques eólicos se empezaron a dar desde un principio en la comunidad de La Venta. Quienes firmaron los contratos de arrendamiento no recibieron por parte de los promotores de la empresa “Maderas y Granos” una copia de los mismos, y cuando la solicitaron se les negó. Así las cosas, cuando la memoria falla, no se acordaban bien a bien el sentido y la trascendencia de las cláusulas que habían firmado. Esta situación vino a generar un serio malestar entre quienes habían firmado –que se organizaron como Grupo Solidario La Venta–, y fue tocando puertas como  lograron con el apoyo de varios asambleístas solicitar una copia de los contratos a través del Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI). Al revisar los documentos obtenidos por este medio se dieron cuenta de las implicaciones de cada una de las cláusulas de los contratos sesgadas a favor de la empresa. Esta toma de conciencia llevó a los ejidatarios que todavía no habían firmado los contratos de arrendamiento a no hacerlo, ante lo que la empresa tuvo que modificar el plano del parque eólico La Venta II (Flores, 2015, p. 83). La situación en La Venta trascendió a otras comunidades como Unión Hidalgo y Juchitán de Zaragoza, que estaban en proceso de arrendar sus tierras para la implantación de otros parques eólicos. Las inconformidades de los pobladores originarios sobre la información sesgada que habían recibido a favor de los parques por parte de sus promotores, la falta de entendimiento del español, y más aún del español escrito en un lenguaje “legaloide” de los contratos, y las estrategias de las empresas en las comunidades para generar una buena impresión financiando “velas”, rifas, equipamiento urbano y médico, y cuestiones similares, fueron generando un sentir adverso entre muchos de los pobladores, pues se sentían embaucados.

			Esta situación les motivó a organizarse regionalmente en lo que llamarían Pueblos del Istmo en Defensa de la Tierra (FPIDT), que se encargó de informar a los pobladores de las comunidades donde la Sener había dado “concesiones”,19 sin que ellos lo supieran, o donde ya estaban en el proceso de arrendar sus tierras, como fue en los casos de: La Ventosa, Santa María Xadani, Unión Hidalgo, San Dionisio del Mar, San Mateo del Mar, Niltepec, Santo Domingo Ingenio, Tierra Blanca e incluso La Venta.

			La organización de la resistencia contra la implantación de los parques eólicos de las corporaciones transnacionales fue tejiendo redes desde lo local hasta lo regional; para el 2009 diversas organizaciones locales conformaron una organización regional, la Asamblea de los Pueblos Indígenas del Istmo de Tehuantepec en Defensa de la Tierra y el Territorio (APIIDTT), integrada inicialmente por la asamblea general del pueblo Binnizá de Álvaro Obregón, la asamblea de comuneros y el movimiento de resistencia de Santa María Xadani, la asamblea de comuneros y el comité de resistencia de Unión Hidalgo, la asamblea del pueblo Ikoots de San Dionisio del Mar y la asamblea de comuneros de San Mateo del Mar. De forma coordinada con la APIIDTT, en el municipio de Juchitan de Zaragoza en 2007 se crea la Asamblea Popular del Pueblo Juchiteco (APPJ) para tratar de salvar parte de su territorio y de sus lugares sagrados invadidos por varios parques eólicos. Esta organización trabajará de forma coordinada con la APIIDTT y otras organizaciones locales.

			La política gubernamental de abrir todo el territorio del Istmo a la inversión privada se ha agudizado al elegirlo como una de las primeras Zonas Económicas Especiales (ZEE),20 así como la apertura por la CFE de la Segunda Fase de Expansión Eólica del Istmo, antes mencionada, que abre la licitación para más parques eólicos por 3 683 MW adicionales, que implica triplicar la capacidad de generación de electricidad a los ya existentes, a lo que habría que agregar el conocimiento de la concesión de varias minas a cielo abierto en la región de Ixtepec, Zanatepec, San Miguel Chimalapas y Tapanatepec; la ampliación de las vías férreas que unen Coatzacoalcos con Salina Cruz para crear un corredor interoceánico de transporte de carga por medio de contenedores, y la instalación de oleoductos y gasoductos como el de 200 kilómetros entre Salina Cruz y Jáltipan (Veracruz), y la lista sigue creciendo. Para hacer frente a esta escalada de intentos de implantación de proyectos eólicos, mineros y de otro tipo. En septiembre de 2016, organizaciones sociales y comunidades Binnizá (zapotecos), Ikoots (mareños), Ajuuk (mixes), Slijuala Xanuc (chontales) y Tzoque (zoques), se integran en una red social que ellos mismos denominaron Articulación de Pueblos Originarios del Istmo Oaxaqueño en Defensa del Territorio (APOYO).21



			

			Vaciamiento del apoyo jurídico regional para el movimiento de resistencia

			

			

La resistencia jurídica de las comunidades y organizaciones regionales del Istmo que se oponen a la forma en que los parques eólicos se han ido apropiando de su territorio, se ha enfrentado a la cooptación de abogados y notarios de la región por parte de las empresas eólicas que se han convertido en uno de sus principales empleadores, en relación con la elaboración de contratos de arrendamiento y con respecto a todas las cuestiones jurídicas relacionadas a la implantación de los parques eólicos. Por ejemplo, el caso del abogado que inicialmente llevó el caso del amparo contra Mareña Renovables, y que al final no compareció en una audiencia, perdiéndose este recurso que tuvo que reiniciarse con otro abogado (a partir de entonces éste empezó a hacer trabajos para la empresa citada). Otro caso es el de la Notaria No. 7, encargada de elaborar los contratos de arrendamiento de varios de los parques eólicos.22





			De esta forma, el movimiento de resistencia ha ido perdiendo el apoyo jurídico en la región requerido para “ir a contradecir” 23 a las corporaciones eólicas, así como a las autoridades gubernamentales que las apoyan, ya que no tienen manera de que un notario público de la región de fe de hechos, y ha tenido que recurrir al apoyo jurídico de organizaciones de la sociedad civil de cobertura nacional como el Centro Mexicano de Derecho Ambiental, A.C. (CEMDA), Centro de Análisis e Investigación A.C. (Fundar) y Proyecto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ProDESC), así como de algunos abogados litigantes de fuera de la región que están del lado de estas luchas reivindicativas de los derechos humanos y ciudadanos. Es gracias a esta red de apoyo jurídico que se ha podido interponer amparos en contra del proceso de desterritorialización, así como defender en los juzgados a los pobladores locales que luchan en contra de éste y que han sido criminalizados por el Estado acusados de robo de energía eléctrica y de secuestro de la vía pública, entre otras cosas.

			

			Cambio de escenario con la reubicación del juez del Séptimo Distrito

			

			El amparo de la comunidad de San Dionisio del Mar, antes mencionado, en contra de la empresa Mareña Renovables que pretendía implantar en la barra de Santa Teresa un parque eólico de 496 MW, fue finalmente interpuesto ante el juez del Séptimo Distrito de Salina Cruz quien, a pesar de las presiones de esta empresa y de los gobiernos estatal y federal, tuvo a bien considerar válidos los argumentos esgrimidos por los demandantes, 1 165 integrantes del pueblo Binnizá, y otorgar el amparo el 11 de diciembre de 2015, ordenando la suspensión definitiva del parque eólico (Díaz, 2015). 

			Este mismo proyecto, con el mismo número de aerogeneradores y de capacidad de generación, y el mismo número de crédito del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), fue trasladado después al municipio de Juchitán de Zaragoza, rebautizado como Eólica del Sur. La empresa, los gobiernos local, estatal y federal consideraron que con este cambio sería más viable la implantación de este parque, no obstante, tuvieron que enfrentar la resistencia de una parte importante de la población y de tres organizaciones regionales fuertes: la APIIDTT, la APPJ y la UCIZONI. Después de una desafortunada experiencia con el proceso de consulta encabezado por la Secretaría de Gobernación (Segob) y la Sener, y por las autoridades municipales, donde se esperaba que este proceso se ciñera a los principios establecidos por la OIT de acuerdo al Convenio 169, y donde en una asamblea a modo se aprobó la implantación de este parque eólico (CEMDA, 2016),24 estas organizaciones optaron por solicitar otro amparo ahora en contra de este nuevo intento. El amparo fue finalmente concedido por el mismo juez, el 11 de diciembre de 2015, poniendo en un paréntesis la implantación de Eólica del Sur.  

			El éxito logrado en las instancias judiciales regionales pareciera haber encontrado una estrategia para hacer frente a este proceso de desposesión (APIIDTT, 2013). Sin embargo, no tardó el gobierno en modificar el tablero judicial a favor de los parques eólicos, al transferir al juez Isaías Corona Coronado desde el Istmo de Tehuantepec hasta el estado de Tamaulipas en febrero de 2016. De esta manera, el funcionario fue sustituido por el juez Carlos Alberto Osogobio Barón, un jurista sin experiencia en casos de controversia presentados por pueblos originarios y, por los hechos, con la voluntad de apoyar a las empresas transnacionales, ya que sin recabar las pruebas que se suelen presentar de oficio, consideró improcedentes los actos reclamados por 1 165 integrantes de los pueblos Ikoot y Binnizá, mismos que sí había considerado procedentes para aceptar el amparo el juez anterior (APIIDTT, 2016).25

			Tras los hechos, el Consejo de la Judicatura tuvo a bien transferir al juez Osogobio a otra región –en un año el Juzgado Séptimo ha tenido tres distintos jueces­–. En esencia y en los hechos, el sistema jurídico mexicano no goza de autonomía. Los jueces son transferidos, reubicados, asignados de acuerdo a criterios o intereses ajenos a los de los habitantes de la región. Esta práctica ha sido cuestionada por la Fundación para el Debido Proceso radicada en Washington D.C., mas en México esta práctica –mal vista internacionalmente–, es la norma legal con dudosa legitimidad jurídica, pero siendo funcional al Poder Ejecutivo, ya que de esta manera puede apartar de una región a un juez que no favorezca a sus intereses como lo fue el caso del juez Isaías Corona Coronado. 

			

			Amedrentamiento, represión, agresión física, amenazas y criminalización social

			

			Ante la organizada resistencia que han emprendido las comunidades Binizaá e Ikoot, y de sus organizaciones regionales –en contra de la pérdida de su territorio por medio de la implantación de los parques eólicos–, los distintos niveles de gobierno han recurrido a criminalizar socialmente a quienes han intentado dirigir este movimiento social regional. Es relevante ilustrar esta criminalización social siguiendo uno de los casos más publicitados. 

			Una de las personas que más visibilidad ha tenido en esta lucha ha sido Lucila Bettina Cruz Velázquez de la APIIDTT, quien no obstante de gozar de “medidas cautelares emitidas por la Defensoría de Derechos Humanos del Estado de Oaxaca desde el 14 de noviembre de 2011, por haber sido agredida por la policía estatal”, el 22 de febrero de 2012 mientras participaba en Santa María Xadani en una protesta por la detención de Filiberto Vicente Aquino “Fili”, acusado de “robo de energía eléctrica”, fue detenida por presuntos miembros de la Procuraduría General de la República (PGR), quienes sin identificarse y sin orden de aprehensión, ante solicitud expresa de la abogada que se encontraba presente, desconociéndose el motivo de la aprehensión, así como su paradero; todo ello fuera de la legalidad y de los derechos ciudadanos garantizados por la ley y por la Constitución mexicana. 

			La detención fue relacionada con su participación en la resistencia de pobladores de Unión Hidalgo, algunos de los cuales ya habían firmado contratos de arrendamiento de sus tierras con DEMEX y exigían su revocación. Bettina fue detenida días antes de la segunda reunión agendada con DEMEX. La causal oficial de su detención fue por su “su presunta responsabilidad en la comisión de los delitos contra el consumo y la riqueza nacional y privación ilegal de la libertad”. El juez ordenó la libertad bajo fianza de Bettina Cruz (salió libre dos días después de su detención). Mas estar libre bajo fianza conlleva a un vía crucis del criminalizado, ya que tiene que acudir periódicamente a hacer acto de presencia y firmar los documentos que así lo acrediten en la capital del estado que se encuentra a seis horas de Juchitán de Zaragoza, lugar en el que ella reside. La situación de Bettina se complicó a partir del mes de octubre de 2012, cuando empezó a recibir amenazas de muerte, mismas que llegaron a obligarla junto con su familia a salir del estado de Oaxaca por un tiempo, situación que dificultó el “rito” de hacer acto de presencia ante el juzgado (Díaz, 2012). Conviene citar parte de un comunicado de la APIIDTT que da una idea del clima de violencia existente en la región relacionado con la resistencia por parte de las comunidades y sus organizaciones ante la implantación de los parques eólicos:

			

			Hacemos un llamado urgente, pues estas amenazas de muerte en contra de la defensora Bettinna Cruz, se dan en el marco de un aumento de agresiones en la región en contra de personas que defienden los derechos humanos, como el intento de asesinato al defensor Isaúl Celaya, la brutal agresión en contra Moisés Juárez Muriel que fue emboscado por dos hombres y golpeado con piedras hasta quedar desfigurado.

			El último de ellos registrado el pasado 10 de octubre cuando la Caravana de Solidaridad con la Resistencia del Pueblo Ikojts que se dirigía a entregar alimentos a los comuneros de San Dionisio del Mar que se mantienen en resistencia en contra de la imposición del megaproyecto eólico, y que estaba integrada por 13 vehículos que transportaron a unos 150 representantes indígenas integrantes de organizaciones sociales y observadores internacionales, y quienes fueron agredidos por al menos unos 80 individuos que portando piedras, palos, garrafas de gasolina, machetes e incluso armas de fuego, impidieron de manera violenta el paso de la caravana.

			En diciembre de 2014, casi tres años después, Bettina Cruz fue finalmente absuelta de las acusaciones. Este periplo implicó para ella hacer múltiples viajes a la ciudad de Oaxaca para cumplir con la exigencia legal de hacer acto de presencia ante el Poder Judicial. El relato de lo sucedido a la activista es sólo un ejemplo de la criminalización, amedrentamiento, amenazas de muerte y violencia física ejercida en contra de 50 ciudadanos que han cometido el “delito” de estar en contra de la forma y las implicaciones que está teniendo la implantación de los parques eólicos en el Istmo de Tehuantepec (Flores, 2016).

			


			Aceptación de los parques eólicos por parte de la población y de algunas comunidades

			

			Dada la argumentación de este trabajo (crítica de la implantación de los parques eólicos por corporaciones transnacionales), es pertinente mencionar que no toda la población ni todas las comunidades están en contra de ellos. Hay comunidades como: Santo Domingo Zanatepec, Santa María del Mar, San Francisco Ixhuatán, San Francisco del Mar y San Francisco Viejo que ven en ellos una posibilidad de mejorar su ingreso económico y salir de la pobreza, a pesar de los impactos negativos que puedan tener. Al hablar con los pobladores de las dos últimas comunidades, preferirían poder instalar su propio parque eólico, sin embargo, bajo las circunstancias actuales, no consideran que sea posible. Reflexiones similares suelen dar pobladores de edad avanzada cuyos hijos han migrado y no tienen ya quienes trabajen su tierra, y que ven en los aerogeneradores la posibilidad de obtener una renta por sus parcelas que les permita obtener un “ingreso seguro” hasta su muerte. Cabe enfatizar aquí que la resistencia no es contra la energía eólica en sí, sino hacia la forma y la estrategia con que ésta ha estado siendo implantada en la región que en los hechos está despojando del territorio a los pobladores y a las comunidades originarias.

			

			La paradójica historia del parque eólico comunitario de Ixtepec: ni cuando se quiere se puede

			

			

A pesar del escenario adverso, considerado por San Francisco del Mar y San Francisco Ixhuatán, sí hay comunidades que quieren instalar su propio parque, como es el caso de Ixtepec, una comunidad Binizaá del Istmo de Tehuantepec que se interesó desde 2008 en instalar un parque eólico comunitario en sus tierras al ver que éstos se iban construyendo en La Venta, Unión Hidalgo, Juchitán. Desde un principio mostraron interés en un parque eólico propio, comunitario, como los que existen en Dinamarca referidos en este texto. En 2009, las autoridades agrarias de Ixtepec iniciaron pláticas para asociarse con la empresa inglesa Yansa, dedicada a este tipo de coinversiones.26 Para ello siguieron el laberinto burocrático de “serpientes y escaleras” para cumplir con los trámites que les permitieran participar en la licitación abierta por la CFE para distribuir el volumen de MW entre los parques eólicos. El vía crucis de las autoridades de Ixtepec es hasta cierto punto paradójico, pues al asistir al evento de licitación fueron conducidas a una sala, donde permanecieron encerradas, mientras la licitación se llevaba a cabo en otra.27 Este hecho evidencia que la voluntad política gubernamental está a favor de otorgar los parques eólicos a empresas privadas y no a las comunidades, como es el caso de Ixtepec.



			

			En junio de 2011, la comunidad de Ixtepec –por medio de su comisariado de bienes comunales–, asesorados por la Fundación Yansa, interpuso dos amparos contra la CFE, uno por impedirles participar en la licitación del parque eólico, y el otro por las irregularidades en la negociación y construcción de la subestación eléctrica en terrenos de Ixtepec. Ambos amparos después de cinco años no han sido resueltos. Es relevante mencionar que la propuesta del parque comunitario de Ixtepec, si bien implica un ingreso de la venta de la energía eléctrica a los comuneros, también considera la distribución de los beneficios al resto de la población por medio de obra social, servicios educativos y de salud, entre otras cosas.28



			Recientemente, en mayo de 2015, volvió a parecer la CFE en una asamblea de la comunidad para conocer la posibilidad de que la comunidad permitiera la implantación de un parque eólico privado, a lo que los asistentes manifestaron que eso es lo que ellos quieren, un parque eólico pero comunitario, no privado. El siguiente extracto del acta de la asamblea general de comuneros de Ixtepec (23 de septiembre de 2012), aprobada por unanimidad, clarifica su posición:    

			 

			La asamblea de comuneros de Ixtepec le deja claro a la CFE que no permitiremos que se conecte ningún parque eólico más a la subestación Ixtepec Potencia, ni aceptaremos ninguna actividad ni propuesta más de CFE en nuestras tierras, hasta que Ciudad Ixtepec y las comunidades del Istmo podamos ejercer de forma efectiva nuestro derecho inalienable de uso y disfrute de nuestros territorios, recuperemos el control sobre nuestras tierras y vientos, y se nos otorguen las condiciones y los contratos necesarios para construir parques eólicos comunitarios como el planificado en Ciudad Ixtepec (extracción de la Declaración sobre el megaproyecto eólico transnacional, el proyecto eólico comunitario y CFE, aprobada por unanimidad por la asamblea general de comuneros de Ixtepec, 23 de septiembre de 2012).29

			

			Esta lucha de la comunidad de Ixtepec por lograr la aprobación de un parque eólico comunitario y su negativa de acceder a la instalación de un parque eólico privado por parte de alguna corporación transnacional, no sólo no ha sido considerada por la CFE, sino que esta institución gubernamental ha actuado como si la solicitud no existiera, al incluir en la Segunda Fase de Expansión Eólica del Istmo, anunciada en septiembre de 2015, como uno de los polígonos por licitar a las corporaciones transnacionales, precisamente el que están solicitando los miembros de la comunidad de Ixtepec para la instalación de su parque eólico comunitario, dejando en claro la posición de la CFE y del gobierno en relación con su pretensión de instalar un parque eólico comunitario, y de cierta manera tensando más la situación en la comunidad.

			

			Reflexiones finales

			

			Si hubiera que resumir los hechos presentados a lo largo de este trabajo, en pocas palabras se pudiera escribir que desde el inicio de este periplo eólico hasta la actualidad (junio de 2017), los actores políticos de los distintos niveles de gobierno han manifestado su voluntad y compromiso político a favor de la implantación de parques eólicos de corporaciones transnacionales, haciendo a un lado a los pueblos originarios usufructuarios del territorio, al establecer estrategias, diseñar programas y políticas, y promulgar leyes que los inducen, presionan, obligan, a ceder esta territorialidad, fundamentalmente por medio del arrendamiento de tierras, para la implantación de estos parques eólicos, obteniendo magros beneficios económicos, y teniendo que padecer deterioros dentro de los aspectos ecológicos, productivos, económicos, políticos, sociales, culturales y religiosos. Quienes representan a las instituciones gubernamentales desde un inicio, al repartir el Istmo entre las corporaciones transnacionales en las reuniones en Huatulco, lo hicieron considerando al Istmo como un territorio indómito, y a la población originaria que lo habita como dispensable, no rentable, y hasta un estorbo para la modernización. Los líderes y las organizaciones que se han opuesto a este “destino manifiesto”, que les ha caído encima desde el gobierno federal, han sido objeto de criminalización social, delitos fabricados, detención y cárcel, amedrentamientos, amenazas de muerte e incluso la muerte misma.

			Los parques eólicos en el Istmo de Tehuantepec no son un caso aislado. La política gubernamental vertical y centralizada, a favor de los actores capitalistas privados y contraria a los ciudadanos nacionales, ha sido la tónica, agudizada por la entrada del modelo neoliberal a finales de 1982. Siguiendo esta estrategia privatizadora, donde las corporaciones transnacionales han tenido una participación preponderante, el gobierno ha concesionado o facilitado el usufructo de tierras a estas corporaciones para la minería a cielo abierto, el establecimiento de presas hidroeléctricas, la extracción de hidrocarburos por medio de la fractura hidráulica, el extendido de oleoductos y gasoductos, la implantación de desarrollos turísticos y de vivienda, la construcción de aeropuertos y carreteras, el establecimiento de plantaciones forestales, la producción agropecuaria, y la lista continúa. En todos los casos el proceso de desposesión ha sido similar: reuniones cupulares entre el gobierno y las corporaciones transnacionales invitadas a participar en alguna de las actividades mencionadas; el establecimiento de una estrategia de enrolamiento de los diferentes actores políticos relevantes para el caso; la instrumentación de una estrategia para ensamblar a actores locales y regionales relevantes a esta estrategia, para de ahí pasar a presentar las bondades de ésta ante la población que inevitablemente será involucrada; desplegando ante ella un abanico de “dones” (construcción de infraestructura urbana, equipamiento médico, financiamiento de fiestas, distribución de despensas alimenticias, etcétera), esperando con ello la anuencia de la población hacia la implantación propuesta.

			De haber resistencia ante ella, la estrategia de inicio puede tratar de comprar a sus líderes, y de no lograrlo podrá recurrir al amedrentamiento, a la violencia física y/o simbólica,30 a la criminalización social; lo importante es que la implantación del proyecto en cuestión logre llevarse a cabo. Este periplo de la intervención no es exclusivo de México, y puede verse por toda América Latina y casi todo el mundo.

			Los costos sociales, ecológicos, territoriales y políticos, entre otros, debidos a la implantación de los parques eólicos en el Istmo de Tehuantepec (como un estudio de caso de los que pudiera haber muchos otros), producidos por una política gubernamental vertical, centralizada, autoritaria y excluyente de la población involucrada y a favor de los intereses de las corporaciones transnacionales, invitan a reconsiderar el tránsito hacia una política pública descentralizada e incluyente, más aún, devolutiva,31 que evite los agravios a los pobladores locales y fomente propuestas como la del parque eólico de Ixtepec, que devuelva o genere atribuciones a la sociedad civil, a sus organizaciones e instituciones de gobierno, con el propósito de producir Nación desde lo local,32 desde lo diverso, desde las orillas de ese variopinto social que es México. Para ello, al parecer, todavía habrá que esperar.
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NOTAS

			

			
				
					1	Programa de Desarrollo del Sistema Eléctrico Nacional (Prodesen) 2016-2030, <https://www.gob.mx/sener/acciones-y-programas/programa-de-desarrollo-del-sistema-electrico-nacional-33462>

				

				
					2	Declaración de Pedro Joaquín Coldwell, secretario de Energía (Sener), Noticas NSS Oaxaca, 27 de septiembre de 2015.

				

				
					3	El nombre proviene del modelo de enseñanza comprometido con los problemas de países de menor desarrollo económico seguido en la Escuela de Ulfborg, Dinamarca, en donde maestros y alumnos preocupados por el giro que podía tomar la política de electrificación de Dinamarca hacia la energía nuclear, se dedicaron a diseñar esta turbina a partir de experiencias pasadas en el país desde 
el siglo XIX (Diego, 2015).

				

				
					4	Diseño fundamentalmente adoptado por Vestas y Siemens, pioneras en la producción de aerogeneradores de 2.5 MW que hoy se encuentran instalados en la mayoría de los parques eólicos en el mundo.

				

				
					5	Véase Vélez, O. (2012a, 2012b).

				

				
					6	Este concepto “agravio” es desarrollado por Moore, B. (1989), para referirse a un sentir de los actores sociales, a partir de la toma de conciencia, de que algo que sucede no debiera ser, pudiendo derivar en un movimiento social, como ha sido el caso del Istmo de Tehuantepec.

				

				
					7	Para M. Serres (1987) el “enrolamiento” se refiere a prácticas y estrategias mediante las cuales un actor trata de influir en otros para hacerlos adeptos a sus discursos e intereses.

				

				
					8	Sobre el particular véase el artículo periodístico de Godoy, P. (2013).

				

				
					9	En el 2006, Preneal (que posteriormente se transmutaría en Mareña Renovable) financió en San Dionisio del Mar una “vela”. Las velas son festividades que datan de tiempos anteriores a la Conquista relacionadas con la cosmovisión indígena, que fueron resignificadas por la religión católica. Actualmente son fiestas que incluyen y trascienden lo religioso. Suelen durar varios días e incluyen, entre otras actividades, un baile de gala de noche en un espacio suntuosamente adornado. Información proporcionada por Rosa Marina Flores Cruz, miembro de la APIIDTT.

				

				
					10	En Unión Hidalgo, en septiembre de 2011, la empresa DEMEX, filial de Renovalia Energy, con objeto de celebrar la firma de los contratos de arrendamiento, corrió con todos los gastos de una “vela”. Como parte de la festividad la empresa “rifó” una camioneta Nissan entre los comuneros que firmaron los contratos.  

				

				
					11	Entre los “dones” ofrecidos por Eólica del Sur para doblegar la resistencia de la APPJ contra la implantación de este parque estuvo la construcción de un hospital en Juchitán. Esta situación dividió a la APPJ, quedando muchos de sus integrantes entre los que se han seguido oponiendo a este parque.

				

				
					12	En San Dionisio del Mar, la empresa Mareña Renovables prometió a los jóvenes del pueblo empleos en caso de llevarse a cabo el parque eólico, regalándoles también equipamiento deportivo. 
A un grupo de pescadores les ofreció botes de pesca con motores fuera de borda y aperos de pesca.

				

				
					13	En Juchitán de Zaragoza, como parte de las actividades de promoción del parque Eólica del Sur, la empresa llevó a cabo eventos con payasos para los niños, previo a La Consulta (Diego, 2016).

				

				
					14	Estas estrategias de convencimiento han sido conceptualizadas desde hace algún tiempo como “dones” por M. Mauss (1923-1924, 1967), y derivan en lo que M. Sahlins (1963) llegó a conceptualizar como “reciprocidad negativa” dado que el beneficio pretendido al final de esta estrategia es inconmensurablemente mayor que los “dones” o “regalos” dados. C. Lomnitz  llega a definirlo como: “un tipo de intercambio en el que la coerción se emplea para inaugurar una relación de dominación que posteriormente se encuadra a través del ‘don’ tal y como si estuviera basada en la reciprocidad positiva, salvo por el hecho de que los bienes fluyen en proporción asimétrica del sirviente al amo” (2005, p. 334). 

				

				
					15	Son terrenos registrados ilegalmente como propiedad privada ante notarios públicos, que están dentro de tierras comunales o ejidales.

				

				
					16	Para muestra basta un botón: de acuerdo al reporte desclasificado del Banco Mundial “Greening the Wind”, de junio de 2011, en uno de los primeros parques eólicos instalados, La Venta II, de 98 aerogeneradores, cada año colisionan con las aspas de los aerogeneradores y mueren 6 mil murciélagos y 3 200 aves.

				

				
					17	Observación en campo del autor.

				

				
					18	R. Garduño (2013) aborda la inequidad en la distribución del ingreso; él habla de empresas que ofrecen en Europa el 4%. Quien esto escribe ha encontrado referencias en las Islas Canarias de 3 a 6% <http://www.eldiario.es/canariasahora/economia/terrenos-parque-eolicos-reciben-facturacion_0_534047534.html>

				

				
					19	Los pobladores locales se refieren a las asignaciones contractuales de los polígonos de los parques eólicos como “concesiones”, sin realmente serlo. 

				

				
					20	La Ley Federal de Zonas Económicas Especiales fue promulgada por el Ejecutivo federal el 1 de
junio de 2016, al mismo tiempo se crearon las primeras tres zonas: la del Corredor del Istmo 
de Tehuantepec, la de Puerto Lázaro Cárdenas, y la de Puerto Chiapas.

				

				
					21	Integrada por la Asamblea de Comuneros de la Subcomunidad de Santa María Xadani, Asamblea de Comuneros de la Subcomunidad de Unión Hidalgo, Asamblea de Pueblos Indígenas del Istmo en Defensa de la Tierra y el Territorio (APIIT), Asamblea General del Pueblo de Álvaro Obregón, Asamblea General del Pueblo de San Dionisio del Mar, Asamblea Popular del Pueblo Juchiteco (APPJ), Cabildo Comunitario de Álvaro Obregón, Centro de Derechos Humanos Tepeyac del Istmo de Tehuantepec A.C., COCEI-Integrante del Movimiento Nacional del Poder Popular (MNPP), Colectivo de Radio Comunitaria Télayú, Colectivo Mujeres en Comunidad (Oaxaca), Comité de Resistencia de Unión Hidalgo, Comité Ixtepecano en Defensa de la Vida y el Territorio, Comité Pro defensa de Recursos Naturales de Laollaga, Comuneros de Ixtepec en Defensa de la Tierra y la Comunidad, Consejo Ciudadano Indígena Zapoteca de San Blas Atempa, Coordinadora de Colonias Unidas de Salina Cruz, Grupo Ecologista Zanatepec, Movimiento de Resistencia Civil Contra las Altas Tarifas en Álvaro Obregón, Movimiento de Resistencia Civil Contra las Altas Tarifas en Chahuites, Movimiento de Resistencia Civil Contra las Altas Tarifas en San Francisco del Mar, Movimiento de Resistencia Civil Contra las Altas Tarifas en Tapanatepec, Movimiento de Resistencia Civil Contra las Altas Tarifas en Xadani, Movimiento de Resistencia Civil Contra las Altas Tarifas en Zanatepec, Pobladores Oaxaca (Costa Chontal Baja), Preparatoria Comunitaria José Martí de San Francisco Ixhuatán, Pro-Ixt A.C., Radio Comunitaria Totopo, Radio Stidxa Guidxi de Xadani, Subcomunidad Indígena de Chicapa de Castro (Voces de la tierra, mar y viento, 2016, p. 20).

				

				
					22	Comunicación personal de Marcelino Nolasco.

				

				
					23	Esto decían las comunidades indígenas durante el porfiriato en el estado de Morelos cuando iban a los juzgados a defender sus tierras contra los hacendados, véase Warman, A. (1976).

				

				
					24	El proceso de Consulta de Eólica del Sur es relatado en detalle en R. Diego (2016). 

				

				
					25	Organizaciones de la sociedad civil y expertos en materia de derecho a la consulta presentaron al juzgado Séptimo de Distrito en Salina Cruz, Oaxaca, un Amicus Curiae (opinión técnica-jurídica) relacionado con el Amparo (454/2015) promovido por integrantes del pueblo Binnizá en contra del proyecto Eólica del Sur, donde señalan que el proceso de consulta no cumplió con todos los requisitos de ley, entre ellos, el no haber sido previa, ni informada y, por tanto, los permisos otorgados deben anularse.

				

				
					26	Denominadas “compañías de interés comunitario” limitadas por garantía (community interest companies limited by guarantie). Sobre el proyecto véase Mitra (2012).

				

				
					27	Comunicado personal de Marcelino Nolasco que estuvo presente en el hecho.

				

				
					28	Entrevista con Juan Domínguez, comunero de Ixtepec. 

				

				
					29	Citado por A. Zárate (2015).

				

				
					30	P. Bourdieu y J. C. Passeron (2001), consideran que la violencia simbólica se ejerce cuando un actor ejecuta una violencia indirecta, no física, sobre otro actor, y éste puede no darse cuenta o ser inconsciente de ello, siendo a la vez cómplice de su dominación.

				

				
					31	El concepto de devolución, del inglés devolution (Trench, 2004, 2005) plantea regresar atribuciones a las comunidades, instituciones y autoridades locales, incluso en el caso de que no las hayan ejercido, debido a que éstas fueron históricamente usurpadas por instancias gubernamentales de niveles superiores. Va más allá de la descentralización planteando cuestiones autonómicas.

				

				
					32	Sobre este particular véase R. Diego (2014).
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Resumen. La presente investigación busca analizar el desempeño de la ley minera en relación con proyectos de minería a gran escala, y considera como caso de estudio al proyecto Mirador. Se describe específicamente la participación ciudadana y la tenencia de la tierra durante el proceso de ejecución del proyecto. La información utilizada proviene de fuentes bibliográficas, así como también de la aplicación de entrevistas a los habitantes de la zona de influencia directa del proyecto, y de entrevistas semiestructuradas a informantes clave y líderes comunitarios. Los principales resultados evidencian la presencia de conflictos sociales y la inconformidad de los pobladores al no ser tomados en cuenta en los procesos de toma de decisiones.
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			Large-Scale Mining and Social Conflicts: Analysis of Southern Ecuador

			

			Abstract. This research analyzes how the mining law has performed with respect to large-scale mining projects, looking at the Mirador project as a case study. Specifically, we delve into citizen participation and land tenure during the project execution phase. The information we use was taken from the literature, as well as from interviews given to the inhabitants of the zone directly influenced by the project, and semi-structured interviews with key informants and community leaders. The main results point to the existence of social conflicts and discontent among the settlers, as they seem not to be taken into account in decision-making processes.
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			Introducción

			

			Con el paso del tiempo, la minería ha llegado a representar un papel importante en el crecimiento económico y el desarrollo sostenible de los países de la región latinoamericana. La historia muestra que se han generado constantes luchas sociales de los movimientos indígenas con los representantes de las transnacionales y las autoridades gubernamentales en reclamo a sus legítimos derechos, como es el de una participación ciudadana1 libre e informada, la garantía de la tenencia de tierra2 y su autodefinición como pueblos y nacionalidades indígenas, que de acuerdo al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT),3 garantiza los derechos humanos colectivos ante la presencia de proyectos mineros de gran escala que se ejecuten dentro de la zona que habitan (Rodríguez, 2008). Los megaproyectos que basan su actividad productiva en la extracción y explotación de recursos naturales de origen mineral, destruyen la producción agrícola, provocan el saqueo del patrimonio natural de las comunidades mediante impactos ambientales desfavorables de diversa índole y, consecuentemente, modifican el paisaje original de las tierras, así como contaminan las fuentes de agua (López y Eslava, 2011).

			En Ecuador, la continua presencia de empresas transnacionales mineras, ha puesto a los recursos naturales en situación de análisis tanto en espacios académicos como sociales. Las actividades de exploración y explotación se realizan en medio del no respeto a los derechos e intereses de los habitantes, lo que ha ocasionado problemas sociales como: el desalojo de los habitantes de sus propiedades, la inconformidad de los comuneros por la continua contaminación del medio ambiente, la apropiación de los representantes de las transnacionales mineras de las viviendas y tierras, entre otros (CIDH,4 2013). La problemática social, económica y ambiental que ocasiona la minería, es considerada como despojo de la nación, la falta de interés por parte de las entidades gubernamentales en relación con la participación libre de los habitantes en convenios mineros ha generado reclamos de los nativos sobre el no respeto a su integridad, posesión de tierras, contaminación del agua y del ambiente en general (Cárdenas, 2013). Por otra parte, las comunidades están en desventaja al enfrentar a las transnacionales mineras, debido a que en las negociaciones con el gobierno no toman en cuenta su opinión (Patiño et al., 2012).

			La importancia de este trabajo de investigación radica en analizar el desempeño de la ley minera en relación con el proyecto minero Mirador, que se encuentra en fase de ejecución por parte de la empresa EcuaCorriente S.A., y que tiene un elevado interés económico, social, ambiental y político, ya que hasta la fecha es el proyecto más importante de Ecuador. De esta manera, se presenta una breve historia de la minería en Ecuador, seguido de un análisis del marco legislativo nacional e internacional y, finalmente, la opinión de los habitantes y líderes comunitarios de la zona de influencia directa.

			

			Historia de la minería ecuatoriana y la presencia de la empresa EcuaCorriente S.A. (ECSA)


			

			Con la Ley de Minería de 1985, las actividades de exploración y explotación minera no tenían una legalización clara, debido a que no se realizaban bajo procedimiento técnico ni especializado. Posteriormente, la Ley de Minería de 1991, hizo énfasis en la actividad minera artesanal, cuya actividad legalizada sólo puede llevarse a cabo en lechos, playas de los ríos o en cualquier otro terreno donde no existan derechos mineros asegurados por un título; también establecía que el Estado debería legalizar aquellas actividades mineras cuya ejecución no generara perjuicios ambientales, explotación irracional y el desperdicio del recurso minero. En 2001, el Ecuador define a la pequeña minería como aquella actividad desarrollada por personas cuya cantidad de explotación mensual no pase de “1 500 toneladas mensuales de mineral o 50 toneladas diarias de material mineralizado” (Morejón, 2012). En 2011 se expide la Nueva Ley de Minería y es, en ese mismo año, cuando se aprueba la Ley Trole II cuyo objetivo es la Promoción de la Inversión y de la Participación Ciudadana (Morejón, 2012). Hasta entonces la única forma de explotación minera que se conocía en Ecuador era a pequeña escala; sin embargo, a mediados de la década de los noventa la empresa BHP Billiton –con sede en Canadá–, descubre los primeros depósitos de cobre en Mirador, parroquia de Tundayme. En 2003, los derechos minerales y las concesiones mineras para el depósito de Mirador fueron transferidos a EcuaCorriente S.A, una subsidiaria ecuatoriana de la empresa junior canadiense Corriente Resources que fue comprada en 2010 por el consorcio chino China Railway Construction Corporation-Tongguan Investment, y que está conformado por las corporaciones empresariales chinas Tongling Non Ferrous Metals y China Railways Construction Corporation, mismas que son las más grandes productoras y refinadoras de metales en China (Álvarez, 2016; ARCOM, 2015).

			Para 2006, EcuaCorriente S.A. inicia la compra de terrenos pertenecientes a los habitantes de San Marcos. En 2007, el presidente Rafael Correa suspende la actividad de exploración de varias concesiones mineras en el país, entre ellas las del proyecto Mirador, no obstante, EcuaCorriente S.A. continuó con la adquisición de tierras en el área de San Marcos usando técnicas de negociación basadas en amenazas y presiones (Álvarez, 2011). La comunidad de San Marcos no era más que un barrio cercano de Tundayme, a pesar de que históricamente fue un territorio de varios clanes Shuar y fundada en 1983 por colonos. En la actualidad su existencia es cuestionada, debido a la serie de expulsiones forzadas y voluntarias de sus residentes (Álvarez, 2016).

			La aprobación de la Nueva Ley de la Minería en 2011 fue seguida por la aprobación de la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) del proyecto Mirador. En consecuencia la adquisición de tierras en la comunidad de San Marcos se multiplicó, compra que fue realizada a precios más bajos que los de mercado (Álvarez, 2016). El 5 de marzo de 2012, el presidente Rafael Correa y Shao Wu, vicepresidente de la empresa china Tongling y representante de EcuaCorriente S.A.,5 firmaron el contrato de concesión del proyecto minero Mirador (Ministerio Coordinador de Sectores Estratégicos, 2014; La República, 2015).

			De esta forma, Mirador es la primera mina a gran escala en Ecuador, y ante la falta de un consentimiento previo por parte de los habitantes, las instituciones gubernamentales han apoyado a la empresa EcuaCorriente S.A. mediante una serie de estrategias desleales como arrestos, demandas, engaños y desalojos, y en forma similar han procedido con otros proyectos de minería multinacional (Álvarez, 2016).

			

			Marco teórico




			Desde el enfoque neoclásico, el crecimiento siempre tuvo en este análisis un conjunto de aplicaciones y posibilidades asociadas a un solo núcleo: el mercado y su equilibrio (Cataño, 2001). Autores como Solow (1956) hacían hincapié, por ejemplo, en tres aspectos importantes: 1) incremento en calidad y cantidad de trabajo, 2) incremento de capital y 3) mejoras en la tecnología (Sala-i-Martin, 1990). Por tanto, esta concepción de crecimiento responde a diferentes modelos que han tratado de explicar que el análisis neoclásico es el más completo y el que puede explicar de mejor manera la realidad económica (Cataño, 2001). Este enfoque no precisamente responde a la realidad de países de la periferia, pues el progreso técnico ha sido más acentuado en sectores como la industria que en su producción primaria (Prebisch, s.f.), cuya estructura productiva no termina de consolidarse, pero que a la par dispone de una vasta cantidad de recursos naturales. En países latinoamericanos el desarrollo –endógeno y exógeno– está ligado a la exportación de recursos naturales con poco o nulo valor agregado (Azamar y Ponce, 2015). Adicional se puede asociar a esta realidad, la dimensión social y de ruralidad de regiones en donde se explotan estos recursos.

			De acuerdo al Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina (2016) se observa nuevamente el retorno de una buena dosis de violencia estatal y privada ejercida para configurar espacialmente los territorios de saqueo y despojo sobre los que se abre paso la minería a gran escala. Sacher y Acosta (2012) consideran que la minería industrial a gran escala en Ecuador tiene un nexo en las reformas planteadas desde el Consenso de Washington que implicó, por ejemplo, un débil papel del Estado, ventajas en materia fiscal para las firmas, reducción de aranceles, entre otros. En 2008 con una nueva política y visión, el Mandato Minero –que buscaba corregir las dificultades hasta entonces–, devuelve al Estado el rol protagónico en materia minera, que promueve la importancia de la inversión de grandes firmas, pero que no desarrolla a la par un plan que integre aspectos sociales, ambientales, locales de esos territorios (Sacher y Acosta, 2012, p. 16). 

			Por tanto, la dimensión de análisis teórico de sostenibilidad se hace evidente en actividades como la explotación de estos recursos sobre todo relacionados a regiones amazónicas en países como Ecuador, Perú, Brasil, entre otros, en donde la realidad social aún tiene elementos asociados a prácticas comunitarias. Pardo (2012) establece una recopilación de conceptos de la sostenibilidad en recursos naturales que se clasifican desde muy débil hasta muy fuerte, tomando en cuenta la disposición del recurso y su capacidad de reposición. La sostenibilidad muy débil plantea que hay una capacidad de sustitución infinita entre los recursos naturales y los sustitutos artificiales resultado del ingenio humano. No obstante, Lewis Cecil Gray sostiene que el problema de la conservación es macroeconómico vinculado a la equidad intergeneracional y establece un comparativo entre la tasa de descuento del futuro respecto a la utilización actual de recursos naturales estableciendo un óptimo en la extracción de recursos agotables (Ramos, 2002). Por su parte, Harold Hotelling en La economía de recursos agotables (1931) establece una regla de explotación óptima que consiste en la comparación de la rentabilidad entre el costo de oportunidad de la explotación del recurso con el costo de oportunidad del capital inmovilizado (Ramírez y Arango, 2014). Posteriormente, Stiglitz y Solow asumen ya los limitantes del crecimiento al tener en cuenta recursos agotables. Por lo tanto, el cambio tecnológico juega un papel importante en la restitución de los mismos. Stiglitz considera que pensar en el bienestar de las personas, implica que medir la producción económica necesariamente debe incluir la medición de la sostenibilidad (Hobson, 2013).

			La sostenibilidad fuerte rescata el enfoque de la pertenencia de los recursos agotables a sistemas establecidos y cuya alteración y peor aún su agotamiento traería consecuencias negativas. Arias (2006) establece que la sostenibilidad se verá afectada mucho más si la capacidad de reposición de los recursos naturales altera a los ecosistemas y la vida silvestre. Ante lo cual, determinadas cantidades de capital natural deben ser conservadas sin importar el costo de oportunidad de hacerlo. Autores como Turner (López, 2012) diferencian el concepto fuerte del “muy fuerte” estableciendo para este último un ecologismo extremo en casos como los derechos de la naturaleza, los sistemas naturales y la biodiversidad. 

			El análisis de los recursos agotables, su explotación y relación con la interacción social implica establecer que la sostenibilidad fuerte debe primar para garantizar la generación de recursos que inicialmente beneficien y minimicen los cambios que necesariamente influirán en las personas y la vida silvestre comprometidas. No obstante, es de esperar que el capital, las transnacionales y los intereses económicos puedan sobrepasar las barreras institucionales establecidas en los instrumentos que garantizan derechos a la naturaleza.

			Los planteamientos más estructurados sobre sostenibilidad se evidencian en Daly (1992) y Pearce y Atkinson (1992), autores que difundieron los conceptos de sostenibilidad débil y fuerte, mientras que Turner (1993) los separó en muy débil, débil, fuerte y muy fuerte. De esta manera, la sostenibilidad fuerte enfoca su teoría desde la racionalidad de la termodinámica y de la ecología (Daly, 1992), y asume que hay funciones vitales en los ecosistemas que no pueden ser reemplazadas por ninguna forma de capital manufacturado, y dichas funciones deben mantenerse para que el crecimiento económico sea sostenible (Dietz y Neumayer, 2007). La sostenibilidad muy fuerte establece un ecologismo fundamentalista, promueve los derechos de la naturaleza y la preservación de los sistemas naturales y de la biodiversidad, esto es compatible con una economía en estado estacionario (Gallopin, 2003).

			La sostenibilidad muy débil, considera que el capital natural y el manufacturado pueden sustituirse perfectamente entre sí, sin la obligatoriedad de conservar el capital natural (Gallopin, 2003), mientras que la sostenibilidad débil pone énfasis en el valor de proteger procesos ecológicos y bioquímicos que una vez perdidos son irrecuperables, a lo que se conoce como capital natural crítico (Pearce y Atkinson, 1992; Turner, 1993). Al momento de instrumentalizar la sostenibilidad débil, la atención se centra solamente en los recursos agotables, y para lograrlo la regla de Hartwick considera que es posible alcanzar el consumo per cápita constante e infinito de una sociedad mediante la inversión de la renta generada por la extracción de un recurso no renovable en capital manufacturado (Hartwick, 1977).

			La explotación de los recursos agotables tiene relación directa con la naturaleza y los aspectos sociales y culturales de los grupos humanos de las zonas cercanas a los sitios de explotación. Las ganancias extraordinarias ­–producto de la venta de recursos naturales como minerales, petróleo y gas natural– ahorran a los gobiernos costosos esfuerzos impositivos o distributivos, financiándoles de esta manera el gasto público (Andrade, 2015) y vuelven rentistas a los estados que en palabras de Dunning (2008) se refiere a aquel Estado en el que las rentas proveen una parte significativa de los ingresos del gobierno. 

			En este contexto, los estados rentistas funcionan con base en un bagaje legal que regulariza el acceso a los recursos naturales, los mecanismos de distribución de las ganancias, el accionar de las industrias extractivas, los actores que participan en la toma de decisiones, el manejo de externalidades sociales y ambientales generadas por la industria extractiva (Andrade, 2015; Colier, 2010); a esto se le conoce como gobernanza de recursos naturales, que para la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), es “el conjunto de políticas soberanas de los países sobre la propiedad de los recursos naturales y su apropiación, así como la distribución de las ganancias de productividad derivadas de su explotación” (Cepal, 2013, p. 8). Los conflictos que ocurren entre las empresas mineras, los grupos sociales y las autoridades estatales se dan generalmente por la distribución de la renta, que según Bebbington (2012) son muy importantes para el cambio económico político nacional y subnacional. Además de los conflictos sociales está la degradación irreversible del suelo, el agua y la biodiversidad.

			Por otra parte, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2015), aprobó 17 objetivos de desarrollo sostenible en el marco de la Agenda 2030, mismos que son considerados de gran importancia para erradicar la pobreza y luchar contra la injusticia social. En este contexto, las sociedades deberán crear las condiciones necesarias para que las personas accedan a empleos de calidad, sin dañar el medio ambiente. 

			Es necesario reconocer que las instituciones juegan un papel esencial en el desempeño económico de las naciones y, en especial, en la función distributiva de los factores de riqueza, ya que establecen las reglas que orientan la actividad humana en una sociedad. Los individuos y las empresas sólo invierten si están seguros de obtener ganancias, sin importarles las repercusiones a nivel social y ambiental, por lo que la capacidad del Estado para imponer su autoridad en el territorio es fundamental (Álvarez, 2016).

			Por su naturaleza de recursos naturales no renovables, bien podría decirse que la minería no es una actividad sostenible, sin embargo, sus productos constituyen la base sobre la que se genera infraestructura para una actividad económica sostenible. Consecuentemente, la explotación minera es a menudo vista como una garantía de progreso y desarrollo sostenible (Carrasco y Fernández, 2009).

			

			Marco legal


			

			El Convenio 169 de la oit se refiere totalmente a los pueblos indígenas, así como tribales, y se celebró en Ginebra, Suiza, en 1989. En su artículo 7o establece la participación de los ciudadanos en la formulación, aplicación y evaluación de proyectos. Igualmente, el gobierno debe llamar a consulta a los pueblos que son afectados directamente, a través de procedimientos apropiados, mediante instituciones representativas (OIT, 2009). Bajo este contexto hay que considerar que el Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017, estipula entre sus objetivos garantizar la conservación de las tierras ancestrales (senplades, 2013), así como también la participación ciudadana, tal como consta en la Constitución de 2008 y la Ley de Minería. La Constitución de la República del Ecuador (2008) define al Sumak Kawsay como la generación de una convivencia ciudadana en armonía con la naturaleza, una nueva forma de sociedad. Además indica en el artículo 71 que a la naturaleza o Pacha Mama se la debe respetar íntegramente porque es la existencia, el mantenimiento y la regeneración de los ciclos vitales; mientras que en el artículo 408 se determina que la naturaleza es:

			

			Propiedad inalienable, imprescriptible e inembargable del Estado los recursos no renovables y, en general, los productos del subsuelo, yacimientos minerales y de hidrocarburos, estos bienes sólo podrán ser explotados en estricto cumplimiento de los principios ambientales establecidos en la Constitución (Constitución de la República del Ecuador, 2008, p. 35). 

			

			Adicionalmente, en el artículo 407, se establece la prohibición de actividades extractivas de recursos no renovables en las áreas protegidas y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Por su parte, la Ley de Minería 2011 pretende regular los temas relacionados con la participación ciudadana y la tenencia de la tierra, estableciendo límites y definiendo los tipos de contratos mineros posibles en el Ecuador. Específicamente en los artículos 87, 89 y 90 se establece que el Estado es el responsable de ejecutar los procesos de participación y consulta social, partiendo del principio de legitimidad y representatividad con la finalidad de incorporar los criterios de la comunidad a través de las instituciones públicas, estos procesos tendrán por objeto promover el desarrollo sustentable de la actividad minera, el respeto al medio ambiente, la participación social en materia ambiental y el desarrollo de las localidades ubicadas en las áreas de influencia de un proyecto minero.

			


			Tenencia de tierras

			

			La actividad minera en Ecuador data del siglo XIV con sus reglamentos y leyes, mismas que han sido modificadas de acuerdo a la toma de decisiones de cada gobierno. La última vigente es la Ley de Minería promulgada de 2011, año en el cual ya existían 2.099 sociedades mineras; para el 2016 la cifra aumentó a 4.393 sociedades mineras, de las cuales 983 son concesiones mineras,6 lo que representa 772.728 hectáreas de terreno que están siendo ocupadas por las transnacionales, cuyo objetivo principal de todas es la explotación de metales y minerales para la satisfacción de intereses económicos, sociales y políticos, lo que ha causado problemas a los comuneros afectados, por la falta de atención, desinterés del gobierno central y el no respeto de las empresas mineras que se han apropiado mediante diversas formas como la “compra y venta” entre las personas nativas del lugar y la empresa minera de lo cual se han beneficiado sólo 30% de la población, y un 70% se ha apropiado ilegalmente de las tierras (Ministerio de Minería, 2014). Ante estas situaciones caóticas, las autoridades nacionales han tratado de solucionar los problemas que se han generado, en tanto que las autoridades locales –en alianza con los líderes de las comunidades– han realizado continuos reclamos sobre los diferentes problemas que se presentan con la empresa minera.

			De acuerdo a la utilización de tierras, la Constitución de la República del Ecuador (2008) específicamente en el capítulo segundo “Biodiversidad y Recursos Naturales” y en el capítulo cuarto “Derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades”, hace referencia al valor que tiene la opinión de las comunidades en circunstancias en las que se evidencien que sus derechos están siendo vulnerados por personas o empresas. La Constitución de la República del Ecuador (2008) afirma que el Buen Vivir, tiene como prioridad fortalecer el rol que desempeña el Estado al impedir la privatización de bienes públicos, mismos que serían empleados por la sociedad al momento de enfrentar problemas de injusticias sociales y pobreza, situaciones que pueden ser generadas por actividades relacionadas a la explotación de recursos no renovables (minería, petróleo). Ningún artículo de la Constitución propone la idea de renunciar a la actividad extractivista, a excepción del 407 que establece la prohibición de la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas protegidas y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal, a excepción de una petición fundamentada de la Presidencia de la República y previa declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional.

			Con el objetivo de respaldar los intereses individuales y colectivos de la población en relación con sus propiedades, la Constitución ha establecido los artículos 57 y 60, referentes a la tenencia de la tierra. El artículo 57 reconoce y garantiza a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, mantener la posesión de sus tierras ancestrales y obtener su adjudicación gratuita, al igual que no ser desplazados de sus tierras. En tanto el artículo 60 identifica aquellas comunas que tienen propiedad colectiva de la tierra, como una forma ancestral de organización territorial. Tratar de conservar los territorios por parte de los pueblos, comunas y comunidades indígenas que residen ahí, nunca ha sido fácil y mucho menos en los últimos años, debido a la presencia de empresas transnacionales cuyo objetivo es el de explotar recursos no renovables con el fin de obtener ganancias económicas, sin importar si eso afecta o no al entorno, como a las personas que viven en el sector de explotación (INREDH, 2016). La Agencia de Regulación y Control Minero (ARCOM), afirma que “Se ejecutaron 47 procesos de servidumbre minera concluidos para el proyecto minero Mirador, operado por la empresa EcuaCorriente S. A. (ECSA), en el sector San Marcos de la parroquia Tundayme” (Ministerio de Minería, 2016).

			El Plan Nacional del Buen Vivir (2013-2017), específicamente en el Objetivo 1, establece como único y principal objetivo del gobierno, el garantizar los derechos de los pueblos y las nacionalidades sobre el uso de los territorios ancestrales. Asimismo, se contempla que el Gobierno Central es el responsable de establecer políticas o mecanismos que permitan garantizar el uso de los derechos de los pueblos y las nacionalidades al respecto del uso de sus tierras ancestrales.

			En la Ley de Minería 2011, específicamente en el artículo 91, se establece el derecho que tienen los grupos populares a denunciar ante el Ministerio del Ambiente aquellas actividades mineras que generen impactos sociales, culturales o ambientales, e incluso si sucede la apropiación de territorio; así como también el Ministerio Sectorial con base en el artículo 117 deberá declarar de manera inmediata la anulación del contrato que mantenga la transnacional minera con el Estado si se ha producido la violación de derechos humanos y ambientales. De igual forma, en los artículos 100-105, una vez que un ciudadano accede a la concesión de un área, si no es propietario del suelo sobre el cual se otorgó el derecho minero, deberá buscar un acuerdo para compra o servidumbre voluntaria con los legítimos dueños del terreno; si no se llega a un arreglo, el concesionario puede solicitar la servidumbre ante la ARCOM.

			Los pueblos y las nacionalidades indígenas están protegidos por los derechos garantizados por estándares internacionales, cuyo objetivo es velar por los territorios. En estas condiciones, los desalojos nunca deberían de realizarse de manera forzosa, en la noche, o durante días festivos o fiestas religiosas como lo considera el artículo 69 de los Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento generado por el desarrollo. Anexo I del Informe del Relator Especial de Naciones Unidas sobre una vivienda adecuada (ONU, 2014). 

			En lo que se refiere al proyecto Mirador, de 47 procedimientos para la constitución de servidumbres mineras,7 33 propietarios de los terrenos voluntariamente llegaron a un acuerdo económico a cambio del uso de los predios, mientras que los 14 restantes se procedió a la ejecución del acto administrativo de servidumbre. Ante la negativa de los propietarios para recibir los cheques de compensación por sus terrenos, la indemnización total, por los 14 propietarios alcanza 1 942.901 dólares (ARCOM, 2016). 

			En este sentido, la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH) (2016) afirma que los representantes legales de EcuaCorriente S.A. se han apropiado de las tierras porque los dirigentes de las comunidades optan por defender a su pueblo, y que en este proceso se han registrado algunas muertes (INREDH, 2015). De acuerdo con Andrade (2016):

			

			A pesar de que Ecuador es considerado, al menos hacia el exterior, como un Estado vanguardista en cuanto a principios jurídico-ambientales al reconocer en su Constitución los derechos de la naturaleza y ser un país que reconoce la plurinacionalidad de sus habitantes, en los últimos años las políticas económicas han promovido e impulsado la expansión de la industria extractivista, la cual atenta contra la integridad territorial y cultural de diversas nacionalidades, indica un estudio de Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina (OCMAL).

			

			El proyecto Mirador se ubica en la parroquia de Tundayme, cantón el Pangui, provincia de Zamora Chinchipe, es el más grande de Ecuador y tiene por objetivo la explotación de cobre a cielo abierto y a gran escala; posee una extensión aproximadamente de 2 985 hectáreas consideradas las áreas de operaciones mineras y áreas de protección en donde realizaran un tajo de 1.2 kilómetros de diámetro, concesionada a la empresa china EcuaCorriente S.A. En el proyecto de factibilidad consta que una vez finalizada la extracción del material se realizarán actividades orientadas a mejorar el paisaje con fines turísticos (Conaie, 2015). El megaproyecto minero tiene un horizonte de 30 años a partir de la suscripción del contrato, y se extraerán 6.5 billones libras de cobre, 26 millones de onzas de plata y 3.2 millones de onzas de oro8 (Ministerio de Minería, 2016). Se prevé la producción anual de 208.800 toneladas de concentrado de cobre mediante la excavación de una mina a cielo abierto de al menos 250 metros de profundidad y 1.2 kilómetros de diámetro. Se removerán 30 mil toneladas de roca por día y el consumo de 140 litros de agua fresca por segundo (EcuaCorriente, 2010).

			La megaminería en Tundayme ha originado diversos problemas de índole social, político, económico y ambiental, lo que ha traido una serie de conflictos entre pobladores, autoridades y trabajadores de EcuaCorriente S.A. La mayoría de los habitantes de Tundayme se muestran inconformes con la ejecución del proyecto, y declaran que no estuvieron de acuerdo con los términos de la negociación de las tierras, y que fueron presionados para vender. Adicionalmente, representantes de la empresa EcuaCorriente S.A. acompañados de elementos policiales, y con la ayuda de retroexcavadoras demolieron la escuela y la iglesia, en diciembre de 2014, que habían sido construidos por los moradores del sector de San Marcos (Bayón y Japhy, 2015). Posteriormente, en diciembre de 2015, en el barrio de San Marcos en Tundayme, mediante operativos especiales con maquinaria pesada y custodia policial, 15 familias fueron desalojadas de sus viviendas, actividades que fueron apoyadas por funcionarios de la ARCOM (Bayón y Japhy, 2015).

			En la zona de influencia del proyecto minero, algunos los propietarios de las tierras se han negado a vender sus propiedades, en principio porque no están de acuerdo con el monto económico que la empresa minera les ofrece. Al mismo tiempo de esta situación, ha surgido el problema de la contaminación de los cuerpos de agua de los que se abastecen y consumen. La Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (Conaie) y la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía Ecuatoriana (Confeniae), organismos siempre vigilantes y que se han manifestado en defensa de los derechos de las comunidades en donde se generan impactos negativos a la sociedad, a raíz de la ejecución de megaproyectos mineros, visitaron Nankints (Morona Santiago) para constatar la realidad por la que atravesaban los Shuar y mestizos directamente afectados por la minería, lo que originó  enfrentamientos, desplazamientos, así como militarización y otras consecuencias que afectaron la integridad de los habitantes en la zona. En tanto, el gobierno en turno trató de desviar la realidad y no asumió responsabilidad alguna (Villavicencio, 2014).

			La inconformidad de comuneros ante la presencia de las transnacionales mineras no sólo se hace evidente en Ecuador, sino también en algunos otros países latinoamericanos como Bolivia, Perú, Colombia y Brasil, en donde los conflictos de la comunidad indígena con el gobierno, pero sobretodo con la transnacional minera, son cada vez más graves. Sin importarles, algunas concesiones mineras operan a pesar de la oposición ciudadana e incluso de decisiones judiciales emitidas por el Gobierno Central que ordenan el cese de actividades de explotación definitivo de la empresa, como lo es el proyecto Madre de Dios en Perú.

			En Ecuador al explotar una zona considerada minera no sólo se destruye al medio ambiente, sino que se está dejando un legado limitado de recursos tanto renovables como no renovables para las futuras generaciones, como consecuencia de la mala utilización del medio ambiente por parte no únicamente de los ciudadanos, sino de los gobernantes interesados en obtener algún beneficio económico que creen que va hacer apto para reemplazar todos los daños generados. La Cámara de Minería del Ecuador (CME, 2013) afirma que el potencial minero en Ecuador en 2013 fue de 217.600 millones de dólares, es decir, el país poseía 167.200 millones de dólares en cobre, 26.200 millones de dólares en molibdeno, 22.500 millones de dólares en oro y 1.700 millones de dólares en plata. Para la administración del proyecto Mirador, los problemas recurrentes se enfocan en la legalización de terrenos comunitarios, así como el desalojo de las personas que habitan en la zona de influencia del proyecto minero.

			

			Participación ciudadana


			

			Dentro de este tema, la intervención del Convenio 169 de la OIT es importante, ya que establece el derecho de los ciudadanos de ser consultados en temas referentes a medidas legislativas y administrativas susceptibles de afectar directamente a sus pueblos. De acuerdo al artículo 7o, se establece la participación de los ciudadanos en la formulación, aplicación y evaluación de proyectos. Igualmente el gobierno debe llamar a consulta a los pueblos que son afectados directamente, a través de procedimientos apropiados, mediante instituciones representativas.

			El Plan Nacional del Buen Vivir, rediseñado en 2013 con el objetivo de poder garantizar la participación ciudadana al igual que lo hace la Constitución de la República del Ecuador (2008) y la Ley de Minería en el apartado 1.9, promueve la generación de la normativa referente a los procesos de consulta previa y participación ciudadana de comunidades, pueblos y nacionalidades, para los casos en los que las decisiones o autorizaciones del Estado puedan afectar al ambiente. 

			En 2008, la Constitución ecuatoriana estableció en su artículo 57, el reconocimiento y la garantía a comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, sobre la consulta previa, libre e informada, sobre proyectos de prospección, explotación y comercialización de recursos naturales no renovables que se ejecuten en sus tierras, e igualmente instaura el artículo 398 a través del cual toda decisión o autorización estatal que afecte al ambiente deberá ser consultada a la comunidad a través de diferentes mecanismos institucionales previstos por el gobierno.

			Con base en lo anterior, las servidumbres mineras que se encuentran ubicadas en Tundayme están incluidas dentro del territorio colectivo de la Cordillera del Cóndor El Mirador, por lo que debió ser consultada, sin embargo, ninguna autoridad tanto del gobierno como de la transnacional lo realizó y, por ende, este proceso de servidumbre es inconstitucional (INREDH, 2015).

			

La Ley de Minería se basa en la Constitución de 2008, al establecer algunos artículos en donde se garantiza al pueblo el derecho de participar en cualquier decisión o propuesta de cualquier actividad que les genere impactos sociales y ambientales. Es así que el artículo 87 establece que el Estado es el responsable de ejecutar los procesos de participación y consulta social con el objeto de promover el desarrollo sustentable de la actividad minera, el respeto del ambiente, la participación social en materia ambiental y el desarrollo de las localidades ubicadas en las áreas de influencia de un proyecto minero. Asimismo, el artículo 89, instaura la participación ciudadana como un proceso cuyo fin es considerar e incorporar los criterios de la comunidad a la gestión social y ambiental de un proyecto minero. De forma similar el artículo 90 establece que los procesos de participación ciudadana o consulta se deben considerar como un procedimiento especial y obligatorio, partiendo del principio de legitimidad y representatividad.



			La INREDH (2015) refiere que, así como existen varios incidentes respecto a la tenencia de tierra por parte de las transnacionales mineras, también está el tema de participación de pueblos, comunas y comunidades indígenas. La falta de interés por parte de las entidades gubernamentales respecto al libre y garantizado acceso de los pobladores indígenas a información referente a la minería, a pesar que la Constitución en su artículo 398 lo afirma, especialmente con respecto a temas referentes a sus propiedades, ha generado disturbios al momento en que los representantes de la empresa van a tomar posesión de terrenos que en muchos de los casos aún están habitados por pobladores. Sin embargo, no es el único problema sobre participación ciudadana, ya que debido a que la gente no ha sido llamada a consulta popular para conocer su opinión sobre la aceptación o no de la instalación y ejecución de la empresa minera, esto genera continuas protestas de los habitantes en rechazo a la presencia de este megaproyecto en su zona.

			En algunos casos, los megaproyectos mineros como es el caso del proyecto Mirador no han respetado la ley, al no existir el debido cumplimiento de lo establecido legalmente, ya que 46% de los habitantes afirman que la formulación de leyes mineras se ha realizado sin considerar las opiniones, los reclamos y las sugerencias del pueblo hacia el gobierno sectorial y central. La puesta en marcha sólo de la fase de exploración de los megaproyectos extractivos hoy se vuelve motivo central de los problemas que afectan a las comunidades rurales, 42% de la población considera que es una actividad ilegal y arbitraria, y que nunca fueron llamados a una consulta popular, debido a la insuficiente participación de los habitantes en relación con la tenencia de tierras como resultado del bajo interés de las entidades gubernamentales por ejecutar una eficaz participación ciudadana. El 58% de los ciudadanos afirman que la incipiente participación ciudadana y la apropiación ilegal de las tierras, por parte de las transnacionales, traerán afectaciones a la calidad de vida de las nuevas generaciones. 

			


			Reubicación de habitantes

			

			De acuerdo a información proporcionada por el Ministerio de Minería, existe un porcentaje mínimo de familias (12% de la población total) que han sido reubicadas (entre 15 a 20 familias), en cumplimiento a una orden del Ministerio del Interior como lo dispone la ley, mientras que 88% siguen residiendo en la zona (Revista Clínica Ambiental, 2012). Como el caso de la familia Uyahuari-Guamán que fue reubicada en el cantón El Pangui, mientras que la familia Arévalo-Sánchez pidió que sus pertenencias fueran trasladadas a la provincia de Morona Santiago, cantón Gualaquiza, lo cual se cumplió (El Telégrafo, 2015). 

			De acuerdo a López (2016):

			La intervención fue de manera pacífica y no fue necesario el uso progresivo de la fuerza. No se registraron detenidos y los ciudadanos involucrados, antes de ser trasladados a sus nuevos domicilios, recibieron atención médica lo cual constató su adecuado estado de salud. La compañía concesionaria prestó colaboración para que en vehículos particulares contratados, se traslade a los pobladores con sus enceres y a los lugares que ellos escogieron.

			

			El cumplimiento de la ley de acuerdo a quién beneficia

			

			

A pesar de que se han generado un sinnúmero de modificaciones a la normativa minera, no se ha obtenido beneficio alguno por parte de las personas involucradas en la actividad minera, al contrario sólo se ha generado desinformación y preocupación por parte de la ciudadanía, que en muchas de las ocasiones se han manifestado en respuestas por parte del gobierno que genere algún tipo de tranquilidad. No obstante, lo único que han recibido los pobladores son ataques por parte de la policía y militares dirigidos por un grupo de personas gubernamentales (INREDH, 2016), mismos que han dejado pérdidas humanas de personas que sólo pedían garantías a lo que establece la Constitución: respeto a la vida de cada uno de los ecuatorianos sin importar su color de piel, etnia o raza.



			


			Conclusiones y recomendaciones 

			

			En los últimos años la minería a gran escala en Ecuador ha sido un tema de interés y ha generado conflictos sociales y políticos en los que se han visto envueltos los gobiernos en turno, representantes de las transnacionales, líderes comunitarios y habitantes de las zonas de influencia de los proyectos de minería a gran escala. Siendo Ecuador un Estado “rentista”, la explotación minera a gran escala es vista como una alternativa para el crecimiento económico del país. Sin embargo, es evidente la débil aplicación de la legislación vigente, en cada una de las fases de que implican los proyectos mineros a gran escala. 

			Existe un desconocimiento generalizado respecto al alcance de las actividades de los proyectos mineros, consecuencia de la limitada información que los representantes del Gobierno Central brindan a los directivos del Gobierno Local de la parroquia Tundayme y a los líderes de las comunidades. En las zonas de influencia directa e indirecta es necesario desarrollar procesos de comunicación y socialización de la legislación vigente en las comunidades de las zonas de influencia del proyecto minero. Cabe destacar que es conveniente, que por parte del Gobierno Central, se establecan precios oficiales para las tierras de acuerdo a su extensión y productividad, para que así en el momento de la adquisición no existan conflictos entre la empresa minera en su calidad de comprador y los pobladores locales en su calidad de vendedores.

			El Ministerio de Minería, entidad encargada de ejecutar la política pública, debería diseñar mecanismos que permitan una mayor participación ciudadana, de tal manera que las comunidades se involucren y accedan a los beneficios de la ley. Es recomendable que la empresa minera abra espacios de diálogo, conozca a los habitantes de la zona de influencia del proyecto minero y construya alianzas antes de iniciar sus operaciones. Adicionalmente, el desarrollo de actividades de verdadera responsabilidad social empresarial urgen en las comundiades, de tal manera que la empresa contribuya de manera sostenible al desarrollo económico, social, local, ambiental, cultural y laboral.
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			NOTAS

			

			
				
					1	Participación ciudadana: es aquella en la cual los individuos pertenecen a asociaciones u organizaciones para defender los intereses de sus integrantes, pero el Estado no es el principal locutor, sino otras instituciones sociales (Villarreal, 2010)<http://independent.academia.edu/VillarrealMart%C3%ADnezMar%C3%ADaTeresa>

				

				
					2	Tenencia de la tierra: se define como el acceso a los derechos de utilizar, controlar y transferir la tierra, es decir, quién puede utilizar las tierras, durante cuánto tiempo y bajo qué circunstancias (FAO, 2011).

				

				
					3	El Convenio 169 de Organización Internacional del Trabajo (OIT) se encarga de regular derechos y deberes consuetudinarios de los pueblos originarios, así como también principios acerca del uso y la transferencia de las tierras indígenas y recursos naturales. Finalmente, se refiere a la conservación de su cultura y a las medidas que permitan garantizar una educación en todos los niveles a los comuneros.

				

				
					4	Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

				

				
					5	EcuaCorriente S.A. (ECSA) se dedica a la exploración y desarrollo de yacimientos de cobre en Ecuador. La empresa posee los proyectos Mirador y Panantza San Carlos. 

				

				
					6	Son derechos reales e inmuebles; distintos e independientes del dominio del predio superficial, aunque tengan un mismo dueño; oponibles al Estado y a cualquier persona; transferibles y transmisibles; susceptibles de hipoteca y otros derechos reales y, en general, de todo acto o contrato; y que se rigen por las mismas leyes civiles que los demás inmuebles, salvo en lo que contraríen disposiciones de esta ley o del Código de Minería (Comisión Chilena de Energía Nuclear, 2013).

				

				
					7	La servidumbre minera tiene por objeto otorgar al concesionario de exploración o explotación un título jurídico que lo habilite para acceder al predio superficial. Constitución de servidumbre minera frente a la legislación ambiental, p. 92. 

				

				
					8	Datos generados por el Ministerios de Energía y Minas así como también por la ARCOM, pero de acuerdo a otras fuentes informativas como los comuneros del sector, el tiempo de permanencia de la empresa minera no es algo definido por el gobierno sino algo indefinido por parte de la transnacional. 
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			Resumen. El objetivo de la presente investigación consiste en ofrecer evidencia empírica que apoye la hipótesis, según la cual el desarrollo desigual de la eurozona es explicado por las diferencias en la cantidad empleada de trabajo potenciado en relación con el trabajo social medio de la región. Para tal efecto se construyó un panel de datos dinámico conformado por los siete principales países de la eurozona con sus respectivos sectores manufactureros para el periodo 2000-2014. La prueba de causalidad de Granger apunta que las disparidades intrasectoriales en la compensación del capital están provocadas por los niveles relativos de los costos laborales unitarios reales, la intensidad del capital y la tasa de acumulación.
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			Uneven Development and Intensified Labor in the Eurozone

			

			Abstract. The objective of this research is to furnish empirical evidence to support the hypothesis that unequal development in the Eurozone is explained by discrepancies in the amount of intensified labor with respect to mean social labor in the region. To do so, a dynamic panel data model was built, consisting of the top seven countries in the Eurozone and their respective manufacturing sectors in the time period 2000-2014. The Granger causality test indicates that intra-sectoral disparities in capital compensation are spurred by the relative levels of real unit labor costs, capital intensity, and the accumulation rate.

			Key Words: Eurozone; intensified labor; unequal development; manufacturing sector; dynamic panel data.

		

		
			




		
			Introducción

			

			El proceso de integración de Europa descansa en dos pilares fundamentales: i) El Tratado de la Unión Europea (en adelante TUE) que tuvo a bien consolidar el objetivo de la creación de un mercado común. ii) La Unión Económica y Monetaria (en adelante UEM) que estableció el 1 de enero de 1999 el tipo de cambio nominal de la eurozona y, ulteriormente, puso en circulación el euro el 1 de enero de 2002. Basta señalar que tras más de dos décadas de vigencia del TUE y 15 años desde la constitución efectiva de la eurozona, la evidencia empírica muestra un proceso de divergencia económica entre los países miembros, el cual se ha intensificado tras la crisis de 2007 (Lapavitsas, 2012; Álvarez et al., 2013; Boundi, 2017; Mateo Tomé, 2017).

			Prima facie, el acrecentamiento de la brecha entre las economías del norte y del sur de la eurozona objeta las tesis de convergencia (beta y sigma) postulada por la teoría neoclásica (Barro y Sala-i-Martin, 1992). Por el contrario, la economía política marxiana tiene por bien comprender el desarrollo desigual de la eurozona como la manifestación de las leyes de la acumulación del capital a escala internacional (Marx, 1867 y 1894; Shaikh, 2016). Con base en los elementos que articulan la teoría de Karl Marx (1848, 1867, 1894 y 1939) de la competencia real, el desarrollo desigual entre naciones y el origen de la ganancia extraordinaria, el objetivo de la presente investigación consiste en ofrecer evidencia empírica que apoye la hipótesis según la cual el desarrollo desigual de la eurozona nace de las diferencias en la cantidad empleada de trabajo potenciado en relación con el trabajo social medio de la región.

			Para tal efecto se construyó un panel de datos dinámico conformado por los siete principales países de la eurozona y sus respectivos sectores manufactureros para el periodo 2000-2014. Ello supone una aportación con respecto a la literatura existente, en la medida en que los trabajos más recientes vinculan las desigualdades de la zona del euro a la esfera de circulación, la distribución del ingreso y de la riqueza, el proceso de financiarización, los desequilibrios de la unión monetaria, el grado de monopolio o el desarrollo dependiente (Lapavitsas, 2012; Álvarez et al., 2013; Bellofiore, 2013; Bellofiore et al., 2015; Seretis y Tsaliki, 2015; Jäger y Springer, 2015).

			La presente investigación se estructura en tres apartados. En el primero, se analiza desde un enfoque marxista los conceptos de competencia, desarrollo desigual, comercio internacional y noción de trabajo potenciado. En el segundo apartado, se pormenorizan las principales cuestiones metodologías para el análisis econométrico. Y en el último apartado, se discuten los resultados obtenidos, al tiempo que se exponen las conclusiones más relevantes. 

			

			Competencia real, desarrollo desigual y trabajo potenciado

			

			Tal y como arguye Anwar Shaikh (2016, p. 259), el capital es la forma social particular que adquiere la riqueza creada bajo el imperativo de la obtención de la máxima ganancia. En cuanto tal, el capital es valor en proceso de valorización. O, lo que es lo mismo, la acumulación del capital se erige como el primum movens que convierte el capital en más capital y la ganancia en mayor ganancia (Marx, 1867).

			No en vano, el mecanismo que regula las leyes de la acumulación del capital es la competencia real,1 en cuanto proceso antagónico y destructivo (Marx, 1848, 1894 y 1939; Guerrero, 1995; Shaikh, 1991 y 2016; Weeks, 2009). Es de hacer notar que, per definitionem, la competencia real es movimiento del capital. Así, el cambio técnico se encuentra integrado en dicho movimiento del capital y la eficiencia productiva se desarrolla desigualmente en el interior de un sector (Marx, 1939; Weeks, 2009). 

			Shaikh (2016, pp. 261-264) aduce que la competencia intrasectorial se revela como una lucha encarnizada en la cual cada empresa individual busca obtener la más elevada cuota de mercado. Para ello, prosigue Shaikh (2016), el precio se erige como la principal arma, mientras que la publicidad es su propaganda. 

			

			Cada empresa individual2 ha de ajustar sus costos unitarios de producción3 con el objeto de mantener sus precios al mismo nivel que sus competidores. La competencia intrasectorial involucra de esta suerte una tendencia hacia la igualación de los precios de mercado de un sector (Shaikh, 2016). Como consecuencia necesaria de lo anterior, la competencia intrasectorial induce a cada empresa individual a desarrollar y a adoptar nuevas técnicas a fin de reducir los costos unitarios de producción.4 La tendencia hacia la igualación de los precios de mercado descubre una correlación positiva entre el margen de beneficios,5 la escala de la producción y la relación capital/trabajo. Concretamente, cuanto mayores sean las escalas de la producción y la intensidad del capital, tanto menores serán los costos unitarios de producción (Semmler, 1981; Guerrero, 1995; Weeks, 2009; Shaikh, 2016).

			Vale decir que dentro de un sector conviven capitales con estructuras de costos diferentes derivadas del movimiento del capital y el cambio técnico. A nivel intrasectorial surge una constelación de tasas de ganancia dispares merced a la tendencia hacia la igualación de los precios de mercado (Marx, 1848 y 1894; Semmler, 1981; Weeks, 2009; Shaikh, 2016). Por otra parte, el movimiento del capital no se realiza exclusivamente dentro de un sector, sino también se efectua entre sectores. Adam Smith (1776), David Ricardo (1821) y Karl Marx (1894) infirieron del movimiento del capital entre sectores una tendencia hacia la nivelación de las tasas de ganancia. Esto es, el movimiento del capital permite que las nuevas inversiones fluyan hacia los sectores con mayores tasas de ganancia. El incremento del volumen de las nuevas inversiones en los sectores con mayores tasas de rentabilidad eleva su producción por encima de la demanda.

			Ulteriormente, el exceso de la oferta provoca el descenso del precio de mercado hasta un nivel similar al precio de producción que garantiza la obtención de la tasa general de ganancia. En los sectores con bajas tasas de ganancia, el proceso que acontece es el opuesto. Esta dimensión se define como la competencia intersectorial (Góchez y Tablas, 2013; Shaikh, 2016). En tanto que la competencia intrasectorial desnivela las tasas de ganancia como consecuencia de la tendencia hacia la igualación de los precios de mercado de un sector, la competencia intersectorial tiende a igualar las tasas de ganancia en virtud del movimiento del capital. Según Shaikh (2016, p. 265), estas dos tendencias en apariencia contradictorias coexisten en el modo capitalistas de producción como corolario de que en el interior de una rama las tasas de ganancia de los capitales con mejores técnicas de producción son las que determinan el volumen de las nuevas inversiones.

			Dichos capitales son definidos por Shaikh (1991 y 2016) como los capitales reguladores, respecto a que reproducen las condiciones técnicas de producción más favorables para la obtención de grandes márgenes de beneficio y de elevadas tasas de ganancia. Las tasas de ganancia y los precios de producción de los capitales reguladores actúan, respectivamente, como los centros de gravitación sobre los que orbitan las nuevas inversiones y los precios mercado (Marx, 1894; Shaikh, 1991 y 2016). 

			Es importante anotar que en el interior de un país, los costos unitarios de producción de los capitales reguladores de cada sector son –in sensu stricto–, el centro de gravedad que regula la dinámica fundamental de los niveles relativos de los precios de producción y de los precios de mercado. 

			Más aún, Shaikh (2016, pp. 508-535) recalca que la competencia real implica que los términos reales de intercambio entre naciones estén sujetos a la ventaja absoluta de costo. Esto es, los tipos de cambio real efectivos se encuentran determinados por los niveles relativos de los costos laborales unitarios reales e integrados verticalmente de los capitales reguladores de cada nación.6 

			El desarrollo desigual entre naciones es, pues, producto de la competencia real y de la ventaja absoluta de costo (Shaikh, 1991 y 2016). John Weeks (2009) añade que el movimiento del capital que nivela tendencialmente las tasas de ganancia es el proceso que forja el desarrollo desigual de la producción entre sectores, regiones y países. Baste señalar aquí que, tradicionalmente, en la literatura marxista se teorizada el desarrollo desigual a escala mundial como un proceso que emana de las transferencias del valor y del plusvalor entre naciones (Grossman, 1929; Baran, 1957; Gunder-Frank, 1966; Emmanuel, 1972; Marini, 1974; Carchedi, 1991; Shaikh, 1991 y 2016; Seretis y Tsaliki, 2015).

			En su notable obra La ley de la acumulación y del derrumbe del sistema capitalista, Henryk Grossman (1929, p. 280) sostiene que en el interior de un sector las empresas líderes al vender sus mercancías por el precio de mercado obtienen ganancias extraordinarias en detrimento de las empresas menos competitivas. 

			Grossman (1929) agrega que el intercambio desigual,7 se reproduce a nivel mundial por cuanto en la esfera de circulación acontecen transferencias intrasectoriales de valor, desde los sectores de los países técnicamente menos desarrollados hacia los sectores de los países que gozan de un desarrollo tecnológico elevado. El planteamiento de Guglielmo Carchedi (1991) y Shaikh (1991 y 2016) es similar al de Grossman. De acuerdo con ambos autores, las empresas con técnicas de producción rezagadas y que hacen uso menos intensivo del capital constante transfieren valor a las empresas técnicamente más eficientes. Puesto que todas las empresas de un mismo sector tienden a vender sus mercancías al mismo precio de mercado, las diferencias en las condiciones técnicas de producción garantizan para las empresas líderes ganancias extraordinarias, a través de las transferencias de valor de las empresas atrasadas técnicamente.

			En el comercio mundial, por ende, las empresas de los países más atrasados generan mayor magnitud de valor como consecuencia del empleo de técnicas de producción más intensivas en fuerza de trabajo. De esta forma, en la esfera de circulación las mercancías de las empresas de los países atrasados se venden a un precio de mercado inferior al valor que ha producido, el cual es transferido a las empresas de los países con un alto grado de desarrollo tecnológico. 

			Stergios Seretis y Persefoni Tsaliki (2015) tienen a bien arrogarse la tesis del intercambio desigual de Grossman, Carchedi y Shaikh para elucidar el desarrollo desigual de la eurozona.8 Seretis y Tsaliki apuntan que las diferencias intrasectoriales de los niveles de productividad posiblemente estén revelando una transferencia de valor desde Grecia hasta Finlandia y los Países Bajos.9 Expresado en otros términos, la ventaja absoluta de costo de los sectores manufactureros fineses y holandeses permite lograr ganancias extraordinarias a expensas de los sectores manufactureros griegos. Se plantean dos importantes cuestionamientos en relación con la hipótesis del intercambio desigual mantenida por Seretis y Tsaliki (2015). En primer lugar, tal y como advierte Diego Guerrero (1995), la ventaja absoluta de costo no puede reducirse a una ventaja de productividad, en la medida en que los costos unitarios de producción están determinados conjuntamente por los salarios y la productividad. Un país con bajos salarios podrá ser más competitivo que un país altamente productivo, si la diferencia en salarios es más alta que en productividad.

			En segundo lugar, Rolando Astarita (2013) remarca que el cambio técnico y las innovaciones productivas hacen más compleja la cualificación de la fuerza de trabajo. De esta suerte, la fuerza de trabajo empleada por las empresas de un sector que hacen uso de técnicas de producción superiores al promedio social podrá generar más valor por unidad de tiempo.

			Astarita alude así al concepto de trabajo potenciado de Marx para explicar el origen de la ganancia extraordinaria. En el capítulo X del libro I de El capital, Marx (1867, pp. 250-258) aduce que el trabajo cuya fuerza productiva es excepcional actuará como un trabajo potenciado, tanto más por el hecho que creará en un mismo espacio de tiempo valores superiores al trabajo social medio. En tal sentido, las empresas que poseen métodos de producción perfeccionados se apropiarán de un plusvalor mayor en comparación con el resto de las empresas de su mismo sector. De dicho plusvalor extraordinario dimana la ganancia extraordinaria, en la medida en que las empresas líderes venden sus mercancías por el valor social, el cual es superior a su valor individual.10 Vale decir que una vez generalizado el uso del método de producción más eficiente, el plusvalor extraordinario desaparece.

			En síntesis, del concepto de trabajo potenciado de Marx se desprende que el desarrollo desigual entre naciones hunde sus raíces en la esfera de producción. Id est, los países cuyos sectores emplean una mayor cantidad trabajo potenciado para con el promedio social mundial, estarán capacitados para crear más valor por unidad de tiempo que sus competidores internacionales.  

			

			Hipótesis, base de datos y modelo econométrico

			

			Tal y como se indicó en la introducción, la investigación busca contrastar la hipótesis general según la cual el desarrollo desigual de la eurozona nace de las diferencias que existen en la cantidad empleada de trabajo potenciado con respecto al trabajo social medio de la región. De acuerdo con el marco teórico, se interpreta que las disparidades intrasectoriales de la compensación del capital están sujetas a los niveles relativos de los costos unitarios de producción, la intensidad del capital y la tasa de acumulación en relación con el promedio de la eurozona.

			Es a partir de dicha hipótesis general que surgen dos hipótesis específicas vinculadas al procedimiento econométrico aplicado. La primera hipótesis específica supone que las cuatro variables son no estacionarias e integradas de grado I(1). Consiguientemente, entre las mismas se ha de verificar una relación estable en el largo plazo.

			La segunda hipótesis específica implica que, en sentido de Granger, las diferencias intrasectoriales de la compensación del capital están causadas por los niveles relativos al promedio de la eurozona de los costos laborales unitarios reales, la intensidad del capital y la tasa de acumulación. Los datos fueron obtenidos de la base EU KLEMS 2016, cuya metodología se encuentra basada en el nuevo Sistema Europeo de Contabilidad Nacional (en adelante ESA 2010, por sus siglas en inglés) (O´Mahony y Timmer, 2009; Jäger, 2016). EU KLEMS 2016 ofrece información sectorial sobre el valor añadido bruto, la producción bruta efectiva, la formación bruta de capital fijo, los índices de los precios, la remuneración total de asalariados, el excedente bruto de explotación, el número total de horas trabajadas y el acervo de capital fijo, para las 10 economías más importantes de la Unión Europea (en adelante UE) a lo largo del periodo 1995-201411 (Jäger, 2016).

			La clasificación industrial de EU KLEMS 2016 corresponde a la Nomenclatura estadística de actividades económicas de la Comunidad Europea revisión 2 (en adelante NACE 2). Asimismo, NACE 2 es consistente con la International Standard Industrial Classification of All Economic Activities revisión 4 (en adelante isic Rev. 4) (Jäger, 2016). Las series sobre empleo de EU KLEMS 2016 están elaboradas de acuerdo con la información de European Labour Force Survey (en adelante LFS) y de Structure of Earning Survey (en adelante SES). Para el análisis econométrico se seleccionaron siete de los diez países que aparecen en EU KLEMS 2016, a saber: Alemania, Austria, España, Finlandia, Francia, Italia y los Países Bajos. Se excluyó a Bélgica debido a que EU KLEMS 2016 no ofrece datos sobre el acervo del capital fijo. Reino Unido y Suecia no fueron tomados en cuenta al no pertenecer a la eurozona.

			Se acotó el análisis al periodo 2000-2014, en la medida en que EU KLEMS 2016 solamente incluye datos sobre el acervo del capital fijo a partir de 2000 para Alemania y para los Países Bajos. Se decide trabajar exclusivamente con los 11 sectores manufactureros (véase cuadro 1), por cuanto se trata de los ramos de la producción que se caracterizan por poseer rendimientos crecientes (Smith, 1776; Ricardo, 1821; Marx, 1894; Kaldor, 1957). 

			


			Cuadro 1. Sectores manufactureros de los países de la eurozona de acuerdo con la clasificación de EU KLEMS 2016

			
				
					
					
				
				
					
							
							Sector

						
							
							Código NACE 2

						
					

					
							
							Productos alimenticios, bebidas y tabaco

						
							
							10-12

						
					

					
							
							Textil, prendas, cuero y calzado

						
							
							13-15

						
					

					
							
							Madera, papelería y actividades de edición

						
							
							16-18

						
					

					
							
							Coque y refinamiento de petróleo 

						
							
							19

						
					

					
							
							Industria química

						
							
							20-21

						
					

					
							
							Caucho, productos de plástico y otros productos minerales no metálicos

						
							
							22-23

						
					

					
							
							Metales comunes y productos metálicos, excepto maquinaria y equipo

						
							
							24-25

						
					

					
							
							Equipo óptico y eléctrico

						
							
							26-27

						
					

					
							
							Maquinaria y equipo n.c.p

						
							
							28

						
					

					
							
							Equipo de transporte

						
							
							29-30

						
					

					
							
							Otras manufacturas; reparación e instalación de maquinaria y equipo

						
							
							31-33

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en EU KLEMS 2016.

			

			A continuación, se definen las variables para el análisis econométrico. La variable dependiente (en adelante [image: 1836.png]) es la ratio del excedente bruto de explotación a precios constantes de 2010 del i-enésimo sector manufacturero para el j-enésimo país (en adelante [image: 1846.png]) entre el promedio de la eurozona del excedente bruto de explotación a precios constantes de 2010 del i-enésimo sector (en adelante [image: 1862.png]):


			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 1879.png]

						
							(1)
					

				
			

			

			

			La primera variable explicativa (en adelante [image: 1888.png]) son los costos laborales unitarios reales directos del i-enésimo sector manufacturero para el j-enésimo país (en adelante [image: 1899.png]) con respecto al promedio de la eurozona de los costos laborales unitarios reales directos del i-enésimo sector manufacturero (en adelante [image: 1907.png]):

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 1945.png]

						
							(2)
					

				
			

			

			Donde:

			 [image: 1952.png]= salario por hora a precios constantes de 201012 del i-enésimo sector para el j-enésimo sector. 

			 [image: 1960.png]= productividad por hora trabajada a precios constantes de 201013 del i-enésimo sector para el j-enésimo sector. 

			La segunda variable explicativa (en adelante [image: 1970.png]) es la relación capital/trabajo del i-enésimo sector manufacturero para el j-enésimo país (en adelante [image: 1979.png]) respecto del promedio de la eurozona de la relación capital/trabajo del i-enésimo sector manufacturero (en adelante [image: 1988.png]):

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 1999.png]

						
							(3)
					

				
			

			

			

			Donde:

			[image: 2003.png] = acervo del capital fijo a precios constantes de 2010 del i-enésimo sector para el j-enésimo país. 

			[image: 20161.png] = cantidad de trabajo en unidades físicas del i-enésimo sector para el j-enésimo país.

			La tercera variable explicativa (en adelante [image: 2741.png]) es la tasa de acumulación del capital del i-enésimo sector manufacturero para el j-enésimo país (en adelante [image: 2046.png]) respecto del promedio de la eurozona de la tasa de acumulación del capital del i-enésimo sector manufacturero (en adelante [image: 2056.png]):

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 2066.png]

						
							(4)
					

				
			

			

			Donde:

			[image: 2075.png] = formación bruta de capital fijo a precios constantes de 2010 del i-enésimo sector para el j-enésimo país.

			 [image: 2084.png]= valor añadido bruto a precios constantes de 2010 del i-enésimo sector para el j-enésimo país. 

			La especificación del modelo econométrico estimado por mínimos cuadrados ordinarios (en adelante MCO) se expresa de acuerdo con la siguiente relación funcional: 

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 2101.png]

						
							(5)
					

				
			

			

			

			Tomando logaritmos neperianos, la regresión múltiple de MCO del dato de panel se escribe así:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: 2115.png]

						
							(6)
					

				
			

			

			

			Donde:

			Ln = logaritmo neperiano.

			[image: 2124.png]= vector del término constante.

			[image: 2134.png]= vector de parámetros o de coeficientes de determinación múltiples.

			[image: 2142.png]= vector del término error de perturbación aleatoria.

			t = (2000 … 2014).

			

			El análisis econométrico consiste en un modelo de datos de panel dinámico, por lo que se seleccionaron las pruebas para la detección de raíces unitarias de Breitung (2001), de Im, Pesaran y Shin (2003) (en adelante IPS), de Maddala y Wu (1999) (en adelante MW) o prueba Dickey-Fuller aumentado tipo Fisher (en adelante ADF-Fisher), y de Hadri (2000). Las hipótesis nulas de cada una de las pruebas pueden consultarse en el cuadro 2.

			Cuadro 2. Pruebas de raíces unitarias e hipótesis nula a contrastar

			
				
					
					
				
				
					
							
							Prueba

						
							
							Hipótesis nula

						
					

					
							
							Breitung (2001)

						
							
							Proceso común de raíz unitaria

						
					

					
							
							Im, Psearan y Shin (2003)

						
							
							Proceso individual de raíz unitaria

						
					

					
							
							Maddala y Wu (1999)

						
							
							Proceso individual de raíz unitaria

						
					

					
							
							Hadri (2000)

						
							
							Estacionariedad

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia.

			

			Tras a verificación estadística de que las cuatro series del modelo en nivel contienen raíz unitaria de grado I(1), se procede al análisis de la cointegración de acuerdo con las pruebas de Pedroni (1999) y de Kao (1999), ambas basadas en el procedimiento de Engle y Granger (1987). Para la estimación del vector de cointegración se utilizan el modelo de MCO dinámico (en adelante DOLS, por sus siglas en inglés) y el modelo de MCO totalmente modificado (en adelante FMOLS, por sus siglas en inglés). Con dichos modelos de regresión dinámica es factible interpretar el signo de la correlación entre la variable dependiente y las variables explicativas (Stock y Watson, 1993; Pedroni, 1999 y 2001; Wagner y Hong, 2016).

			La correlación entre variables, sin embargo, no puede interpretarse como una relación de causalidad entre las mismas (Granger y Newbold, 1974). En vista de esto, se procede al uso de la prueba de Granger (1969) para contrastar estadísticamente la existencia de relaciones de causalidad entre la variable dependiente y las variables explicativas. Tras desarrollar brevemente las principales cuestiones metodológicas, en el siguiente apartado se analizan los resultados obtenidos del modelo econométrico.

			


			Análisis econométrico 

			

			Se comienza el análisis econométrico comprobando que las variables del modelo son no estacionarias en nivel e integradas de orden I(1). Cabe decir que las cuatro pruebas para la detección de raíces unitarias se realizan con un único retardo siguiendo el criterio de Akaike, asimismo, se optó por incluir el intercepto y la tendencia. Las pruebas Breitung (2001), IPS (2003) y MW (1999) indican que no es factible rechazar la hipótesis nula de la existencia de raíz unitaria para las cuatro variables en nivel, en tanto que la prueba Hadri (2000) permite el rechazo de la hipótesis nula de estacionariedad (véase cuadro 3). Esto quiere decir que hay suficiente información estadística que apoya la hipótesis de que las cuatro variables en nivel contienen raíz unitaria de grado I(1). Nótese, además, que de acuerdo con las pruebas de Breitung, IPS y MW, las cuatro variables en sus primeras diferencias son estacionarias e integradas de grado I(0) (véase cuadro 3).

[image: BOUNDI C3]





			En el cuadro 4 se recogen los resultados de las pruebas de cointegración de Pedroni (1999) y de Kao (1999). Según la prueba Pedroni (1999), la probabilidad asociada a los estadísticos de los paneles v, PP, ADF y los grupos PP y ADF permite rechazar la hipótesis nula de no cointegración. Por otra parte, el panel rho-Estadístico y el grupo PP-Estadístico no admiten el rechazo de la antedicha hipótesis nula. No en vano, siete de los once estadísticos de la prueba Pedroni (1999) apuntan que, estadísticamente, las variables se encuentran cointegradas. De igual modo, la probabilidad asociada al estadístico ADF de la prueba Kao (1999) consiente el rechazo de la hipótesis nula de no cointegración (véase cuadro 4). Luego, la evidencia estadística sugiere que entre las cuatro variables del modelo existe una relación estable en el largo plazo.

			Por su parte, los estimadores DOLS y FMOLS revelan que los coeficientes o parámetros bi de Ln(CLURR), Ln(KL) y Ln(k) son estadísticamente significativos al 1%, 5% y 10% (véase cuadro 5).




			El signo de los coeficientes es el esperado, resultando coherente con el marco teórico de la investigación. Así, por ejemplo, el signo negativo de la Ln(CLURR) implica que el incremento de un 1% de los CLUR del i-enésimo sector para el j-enésimo con respecto el promedio de la eurozona provoca, ceteris paribus, el descenso de -1.04% (DOLS) o de -0.673% (FMOLS) del Ln(E). 

			De ello se infiere que el empleo de una menor cantidad de trabajo potenciado con respecto al promedio social, así como el encarecimiento de las condiciones técnicas de producción, conlleva una menor producción de excedente en comparación con la media de la eurozona. Dicho de otra forma, los sectores manufactureros de los países con mayores CLUR se caracterizan por una menor tasa de explotación de la fuerza de trabajo, una baja intensidad del capital y una posición competitiva desfavorable frente a las economías con ventaja absoluta de costo (Guerrero, 1995; Astarita, 2013; Góchez y Tablas, 2013; Boundi, 2017).




			Cuadro 4. Resultados de la prueba de cointegración de Pedroni (1999) 

			(intercepto individual y tendencia individual) y de Kao (1999) (intercepto individual)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 Pedroni (1999): Hipótesis nula = no cointegración

						
					

					
							
							Dentro de las dimensiones

						
							
							Estadístico

						
							
							Prob.

						
							
							Tamaño del estadístico

						
							
							Prob.

						
					

					
							
							Panel v-Estadístico

						
							
							2.560

						
							
							 0.005***

						
							
							-1.579

						
							
							0.943

						
					

					
							
							Panel rho-Estadístico

						
							
							2.471

						
							
							0.993

						
							
							5.568

						
							
							1.000

						
					

					
							
							Panel PP-Estadístico

						
							
							-23.670

						
							
							0.000***

						
							
							-9.187

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							Panel ADF-Estadístico

						
							
							-5.221

						
							
							0.000***

						
							
							-10.443

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							Entre las dimensiones

						
							
							Estadístico

						
							
							Prob.

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Grupo rho-Estadístico

						
							
							8.382

						
							
							1.000

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Grupo PP-Estadístico

						
							
							-16.003

						
							
							0.000***

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Grupo ADF-Estadístico

						
							
							-12.245

						
							
							0.000***

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Kao (1999): Hipótesis nula = no cointegración

						
					

					
							
							

						
							
							t-Estadístico

						
							
							Prob.

						
							
							Varianza residual

						
							
							Varianza HAC

						
					

					
							
							ADF

						
							
							-2.662

						
							
							0.004***

						
							
							0.053

						
							
							0.051

						
					

				
			

			

			*** Denota rechazo de la hipótesis nula al 1%, al 5% y al 10%.

			Fuente: elaboración propia con base en Eviews9.

			


			Cuadro 5. Resultados del panel dols y el panel fmols (tendencia con constante en nivel, método pooled 

			y variables con un retardo)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Variable dependiente: LnE

						
					

					
							
							dols

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Variable

						
							
							Coeficiente

						
							
							Error estándar

						
							
							t-Estadístico

						
							
							Prob.

						
					

					
							
							LnCLURR

						
							
							-1.040

						
							
							0.240

						
							
							-4.328

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							LnKL

						
							
							0.760

						
							
							0.206

						
							
							3.683

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							Lnk

						
							
							0.960

						
							
							0.251

						
							
							3.830

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							FMOLS

						
					

					
							
							Variable

						
							
							Coeficiente

						
							
							Error estándar

						
							
							t-Estadístico

						
							
							Prob.

						
					

					
							
							LnCLURR

						
							
							-0.673

						
							
							0.146

						
							
							-4.605

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							LnKL

						
							
							0.743

						
							
							0.153

						
							
							4.857

						
							
							0.000***

						
					

					
							
							Lnk

						
							
							0.785

						
							
							0.147

						
							
							5.334

						
							
							0.000***

						
					

				
			

			

			*** Denota rechazo de la hipótesis nula al 1%, al 5% y al 10%.

			Fuente: elaboración propia con base en Eviews9.

			

			El aumento de 1% de Ln(KL) induce, ceteris paribus, el incremento de 0.760% (DOLS) o de 0.743% (FOMLS) de Ln(E). Desde un punto de vista marxiano, la adopción de técnicas productivas intensivas en capital que gozan de una eficiencia superior al promedio social, elevará excepcionalmente la capacidad productiva del trabajo de tal suerte que este podrá crear mayor valor por unidad de tiempo (Marx, 1867). Se desprende pues, que las empresas líderes de los sectores de los países más competitivos de la eurozona producen un excedente extraordinario del cual procede una ganancia extraordinaria tras vender sus mercancías al precio de mercado.

			En el cuadro 5 se advierte que el aumento de 1% de Ln(k) genera, ceteris paribus, el acrecentamiento de Ln(E) en 0.960% (DOLS) y en 0.785% (FMOLS). Se colige que del ensanchamiento de la escala de la acumulación del capital de un sector a una tasa superior a la del promedio de la eurozona, sobreviene un incremento de la demanda de fuerza de trabajo potenciado que consentirá la apropiación de mayor excedente de explotación.

			Ulteriormente, se procede a analizar el sentido de la causalidad entre las variables del modelo a través de la prueba de Granger con dos retardos. El cuadro 6 muestra que es factible rechazar la hipótesis nula de que Ln(CLURR) no causa, en sentido de Granger, Ln(E), pero no viceversa. Esto quiere decir que existe suficiente información estadística que apoya la hipótesis de que los cambios que experimenta Ln(CLURR) a lo largo del periodo causan modificaciones en Ln(E), siendo esta relación unidireccional. Como en el caso anterior, los resultados la prueba de causalidad indican que puede rechazarse la hipótesis nula de que Ln(KL) no causa, en sentido de Granger, Ln(E). No obstante, la prueba no admite el rechazo de la hipótesis nula de que Ln(E) no causa, en sentido de Granger, Ln(KL) (véase cuadro 6).

			La relación de causalidad entre Ln(k) y Ln(E) es de carácter bidireccional, en la medida en que para ambos casos se rechaza la hipótesis nula (véase cuadro 6). Este resultado tiene respaldo a nivel teórico. Por una parte, el aumento del producto depende de la tasa de acumulación del capital (Smith, 1776; Ricardo, 1821; Marx, 1894; Shaikh, 1991 y 2016). Por otra parte, la acumulación del capital se encuentra estrechamente relacionada con la rentabilidad realizada y la rentabilidad que se espera alcanzar de las nuevas inversiones en medios de producción y en fuerza de trabajo (Marx, 1894; Kaldor, 1957; Morishima, 1973; Pasinetti, 1974; Shaikh, 1991 y 2016).

			En otras palabras, el aumento del excedente de explotación a una tasa superior a la del acervo del capital constante [tasa de ganancia] actúa como acicate para la acumulación del capital (Mateo Tomé, 2017). En suma, la evidencia estadística arroja información relevante que apoya las hipótesis de la investigación. 

			


			Cuadro 6. Resultados de la prueba de causalidad de Granger con dos retardos (variables en nivel)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Hipótesis nula

						
							
							Obs.

						
							
							F-Estadístico

						
							
							Prob. 

						
							
							Relación

						
					

					
							
							 LnCLURR no causa en sentido de Granger LnE

						
							
							914

						
							
							4.371

						
							
							0.013**

						
							
							Causa

						
					

					
							
							 LnE no causa en sentido de Granger LnCLURR

						
							
							

						
							
							0.933

						
							
							0.394

						
							
							No causa

						
					

					
							
							 LnKL no causa en sentido de Granger LnE

						
							
							914

						
							
							4.806

						
							
							0.008***

						
							
							Causa

						
					

					
							
							 LnE no causa en sentido de Granger LnKL

						
							
							

						
							
							0.230

						
							
							0.795

						
							
							No causa

						
					

					
							
							 Lnk no causa en sentido de Granger LnE

						
							
							914

						
							
							2.756

						
							
							0.064*

						
							
							Causa

						
					

					
							
							 LnE no causa en sentido de Granger Lnk

						
							
							

						
							
							4.289

						
							
							0.014**

						
							
							Causa

						
					

				
			

			

			*** Denota rechazo de la hipótesis nula al 1%, al 5% y al 10%; ** Denota rechazo de la hipótesis nula al 5% y al 10%.;
* Denota rechazo de la hipótesis nula al 10%.

			Fuente: elaboración propia con base en Eviews9.

			


			Discusión de los resultados y conclusiones

			

			El análisis econométrico ha sido altamente fructífero, tanto más cuanto que los resultados sugieren que el origen del desarrollo desigual entre los principales países de la eurozona hunde sus raíces en la esfera de producción. Respecto a lo anterior, es importante hacer notar que la contención salarial durante el periodo 2000-2014 fue mayor en Alemania, Finlandia y los Países Bajos, en cuanto economías más competitivas de la región, que en España, Francia e Italia (véase cuadro 7). Y es dentro de este último grupo de países que España presenta ciertas características que merecen ser brevemente analizadas. De acuerdo con Boundi (2017), las diferencias de productividad entre Alemania y España se incrementaron a partir de 1993, fecha en la cual se inicia de facto la supresión de los controles sobre la movilidad de mercancías y de capitales en la UE. Luis Cárdenas del Rey (2017) señala a este respecto que durante la segunda fase de expansión del ciclo económico de España (1994-2007), el incremento de la inversión en equipamiento no se trasladó en la mejora de la industria manufacturera.

			Javier López Prol y Enrique Palazuelos (2016) apuntan que a lo largo del periodo 1994-2007 tan sólo los sectores manufactureros de alta y de media-alta tecnología se caracterizaron por tasas de crecimiento de la productividad suficientemente elevadas para sostener el aumento de los salarios reales sin afectar a los costos unitarios de producción. Empero, durante la Gran Recesión (2008-2014) la deflación salarial coadyuvó a los sectores manufactureros españoles a mejorar su posición competitiva14 a través del abatimiento de los CLUR (véase cuadro 7). Los principales sectores manufactureros alemanes, fineses y holandeses mantienen su ventaja absoluta de costo, tanto por sus altos niveles de productividad, como por su destreza para abaratar la estructura de costos a través del sometimiento de la tasa de crecimiento del salario real (véase cuadro 7).

			


			Cuadro 7. Tasas medias acumulativas del salario real por hora trabajada y la productividad real por hora trabajada del conjunto de la industria manufacturera

			(precios constantes de 2010)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Alemania

							%

						
							
							Austria

							%

						
							
							España

							%

						
							
							Finlandia

							%

						
							
							Francia

							%

						
							
							Italia

							%

						
							
							Países Bajos %

						
					

					
							
							Salario real (2000-2007)

						
							
							0.18

						
							
							0.75

						
							
							1.61

						
							
							1.68

						
							
							1.43

						
							
							0.75

						
							
							0.66

						
					

					
							
							Salario real (2008-2014)

						
							
							0.98

						
							
							0.90

						
							
							-0.21

						
							
							0.02

						
							
							1.47

						
							
							1.10

						
							
							0.39

						
					

					
							
							Salario real (2000-2014)

						
							
							0.42

						
							
							0.91

						
							
							0.76

						
							
							0.67

						
							
							1.29

						
							
							0.88

						
							
							0.72

						
					

					
							
							Productividad real (2000-2007)

						
							
							3.72

						
							
							3.80

						
							
							2.24

						
							
							6.39

						
							
							3.99

						
							
							1.14

						
							
							3.88

						
					

					
							
							Productividad real (2008-2014)

						
							
							1.35

						
							
							1.48

						
							
							2.86

						
							
							-1.11

						
							
							2.74

						
							
							1.58

						
							
							0.96

						
					

					
							
							Productividad real (2000-2014)

						
							
							2.11

						
							
							2.54

						
							
							2.25

						
							
							2.45

						
							
							2.98

						
							
							1.12

						
							
							2.20

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en EU KLEMS 2016 y en Eurostat.

			

			El incremento de la productividad real a un ritmo mayor que el salario real indica que, en términos agregados, las empresas manufactureras alemanas, finesas y holandesas están capacitadas para crear un excedente extraordinario, el cual ex post habrá de realizarse como una ganancia extraordinaria en la esfera de circulación.


			Stricto sensu, el único intercambio desigual que acontece es el que existe entre el trabajo y el capital en la esfera de producción. O, más precisamente, en Alemania, Finlandia y los Países Bajos, el salario en relación con el nuevo valor agregado por el trabajo (salario relativo en sentido de Marx) es menor que en España, Francia e Italia. Del empleo de una cantidad de trabajo potenciado por encima del trabajo social medio de la región, sobreviene la elevación de la participación del capital. En virtud de lo cual se infiere que las tasas de explotación de la fuerza de trabajo son mayores en Alemania, Finlandia y los Países Bajos que en España, Francia e Italia.

			Llegado a este punto, vale la pena destacar que el desarrollo desigual en la eurozona no se vincula únicamente a las diferencias en la tasa de explotación, cuyo proxy es el clur en esta investigación, sino también a las diferencias intrasectoriales en la relación capital/trabajo. Debe recalcarse que en el interior de una rama de la producción, las disparidades en la relación capital/trabajo no conllevan una transferencia del excedente de las empresas con técnicas intensivas en fuerza de trabajo a las empresas con técnicas intensivas en capital. En este sentido, las técnicas intensivas en capital constante fijo permiten a las empresas líderes incrementar su escala de producción y potenciar la fuerza de trabajo. De esta suerte, el coste unitario de producción es inferior al de sus competidores, en tanto que sus tasas de ganancia habrán de ser superiores al promedio sectorial. A propósito de esto, Rafael Muñoz de Bustillo y Enrique Fernández Macías (2007) muestran que las economías europeas noroccidentales tuvieron por bien adoptar y diseñar métodos de organización del trabajo que, entre otras cosas, han consentido hacer un uso más intensivo en el tiempo del capital constante fijo instalado a fin de reducir de los costos unitarios de producción. Por todo lo anterior, se concibe el desarrollo desigual de la eurozona como la expresión de la internacionalización de las relaciones sociales de producción.
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NOTAS

			

			
				
					1	En el libro II de los Grundrisse, Marx (1939) subraya que la competencia es el mecanismo por el cual las leyes de la acumulación del capital toman su manifestación. Sin embargo, la competencia no puede crear dichas leyes, en tanto y en cuanto, éstas son forjadas por las relaciones sociales de producción. La competencia es, según Marx (1939, p. 45), la consecuencia y la ejecutora de las 
leyes económicas que gobiernan el modo capitalista de producción.

				

				
					2	Vale la pena señalar la diferencia que establece Shaikh (2016, p. 262) entre el número de capitales y el número de empresas. De acuerdo con Shaikh, la capacidad de producción promedio de un sector depende del número de capitales. Id est, la cantidad en términos de unidades físicas de maquinaria, equipos y plantas en funcionamiento. El número de capitales se encuentra sujeto tanto al tamaño de las empresas en cuanto a su número. Mientras que las empresas tienen la capacidad de influir en el precio, las condiciones técnicas de producción de los capitales determinan los costos unitarios de producción.

				

				
					3	Es importante hacer notar que los costos unitarios de producción se encuentran determinados por la longitud y la intensidad de la jornada normal de trabajo, el salario unitario real y las condiciones técnicas de producción o la tecnología en uso (Marx, 1867, 1894; Guerrero, 1995; Shaikh, 1991 y 2016).

				

				
					4	Se desprende de la teoría de la competencia real que el cambio técnico se genera endógenamente, en la medida en que cada empresa individual ha de desarrollar la fuerza productiva del trabajo y reducir sus costos de producción a fin de desplazar a sus competidores.

				

				
					5	El margen de beneficios se halla como el porcentaje de las ganancias sobre el valor monetario de las ventas. Para su cálculo no se toma en consideración el impuesto sobre el valor añadido, el cual es soportado por el comprador.

				

				
					6	Los costos laborales unitarios reales e integrados verticalmente se construyen siguiendo la noción de los sectores verticalmente integrados de Pasinetti (1973). Para un desarrollo completo de la 
modelización teórica de la ventaja absoluta de costo véanse Góchez y Tablas (2013), Shaikh (2016) y Boundi (2017).

				

				
					7	Cabe reseñar que en la literatura se ha propuesto como indicador para cuantificar el intercambio desigual entre las naciones la desviación del índice del tipo de cambio (en adelante ERDI, por sus siglas en inglés), el cual denota la relación de la tasa de la paridad del poder adquisitivo (en adelante PPA) entre el tipo de cambio nominal (Köhler, 1998; Somel, 2003). Existen, sin embargo, dos importantes objeciones. En primer término, Subasat (2013) remarca que la ERDI soslaya el efecto Balassa-Samuelson, el costo del transporte, el movimiento internacional del capital y la política monetaria sobre la dinámica de los precios de las mercancías. La principal conclusión de Subasat (2013) es que la desviación de los precios internacionales en forma alguna puede ser considerada como una medida fiable del intercambio desigual. En segundo término, la ERDI asume el supuesto de que el trabajo es totalmente homogéneo (Kölher, 1998; Somel, 2003; Ricci, 2016), lo cual pierde de vista la importancia del concepto de trabajo potenciado de Marx analizado en este trabajo.

				

				
					8	El análisis de Seretis y Tsaliki considera solamente cuatro países de la eurozona: Grecia, España, Finlandia y los Países Bajos. La justificación que esgrimen los autores nace del hecho de que en Grecia y en España persisten las mayores tasas de desempleo durante la Gran Recesión, en tanto que el comportamiento de las economías de Finlandia y de los Países Bajos es, junto al de Alemania, el más dinámico de la región.

				

				
					9	En esta investigación no se ha podido incluir a Grecia en el análisis econométrico, puesto que EU KLEMS 2016 limita los datos sectoriales de empleo, producción y precios a 10 economías de la UE, a saber: Austria, Alemania, Bélgica, España, Finlandia, Francia, Italia, Holanda, Suecia y Reino Unido. 

				

				
					10	La diferencia entre el valor social y el valor individual constituye, según Marx, la ganancia extraordinaria de las empresas técnicamente más desarrolladas. Al incurrir en menores costes de producción, la venta de las mercancías al precio de mercado garantiza a las empresas líderes una ganancia extraordinaria. 

				

				
					11	Cabe recordar que una de las limitaciones de EU KLEMS 2016 descansa, precisamente, en que la información estadística no cubre el total de los 27 países de la UE. Entre las ausencias más importantes se encuentran Grecia y Portugal, que por sus características particulares habrían merecido un profuso estudio con base en la hipótesis de la investigación.

				

				
					12	Primeramente, el salario real por hora se calculó como el cociente entre la remuneración de asalariados a precios corrientes, entre el número total de horas trabajadas por los asalariados del i-enésimo sector manufacturero en el j-enésimo país de la eurozona. Posteriormente, se procedió a deflactar el salario nominal por hora entre el índice de precios al consumo armonizado con base en el año 2010 obtenido de Eurostat.

				

				
					13	La productividad por hora trabajada a precios constantes se halló deflactando, en primer término, el valor añadido bruto (en adelante VAB) a precios corrientes del i-enésimo sector manufacturero para cada j-enésimo país de la eurozona, entre el índice de precios del sector con base en el año 2010. Ulteriormente, se dividió el VAB a precios corrientes entre el número total de horas trabajadas del i-enésimo sector para el j-enésimo país. Todas las variables se recopilaron de EU KLEMS 2016.

				

				
					14	De acuerdo con los datos de Eurostat, el volumen de las exportaciones de mercancías desde España a la UE creció en torno de 2.98% de promedio durante el periodo 2011-2014, si bien las importaciones de mercancías procedentes de la UE crecieron escasamente un 0.26%. El descenso de las importaciones entre 2011 y 2012 fue de aproximadamente de -7.53%, en tanto que las exportaciones se contrajeron un -0.41% (datos de Eurostat).
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			Resumen. El presente artículo identifica puntos en común y diferencias entre el estructuralismo latinoamericano, la teoría de la dependencia y el texto Imperial Germany (1915) de Thorstein Veblen. Se explora la conexión en aspectos tales como dependencia en el sendero, tecnología y política económica. Imperial Germany se asemeja a varias de las principales recomendaciones de políticas de los estructuralistas y teóricos de la dependencia. Empero, el estructuralismo está más cercano a las ideas de los institucionalistas y del mismo Veblen. En conclusión, estructuralistas y la versión de Veblen en Imperial Germany concuerdan en que una política industrial debe ser guiada por el gobierno, aunque Veblen y los institucionalistas claramente presentan el cambio social mediante mejoras tecnológicas, algo que el estructuralismo no describe. 

			Palabras clave: América Latina; estructuralismo; teoría de la dependencia; Thorstein Veblen; desarrollo económico.
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			The Impact of Veblen’s Imperial Germany on Structuralist Approaches and Dependency Theory

			

			Abstract. This paper identifies the similarities and differences among Latin American structuralism, dependency theory, and Thorstein Veblen’s Imperial Germany (1915), exploring the connection on such as aspects as path dependency, technology, and economic policy. Imperial Germany is similar to many of the principal policy recommendations espoused by the structuralists and dependency theorists. Nevertheless, structuralism is closer to the ideas of the institutionalists and Veblen himself. In conclusions, the structuralists and Veblen’s version in Imperial Germany agree that an industrial policy ought to be guided by the government, even though Veblen and the institutionalists clearly see social change through technological improvement, which is missing from structuralism.

			Key Words: Latin America; structuralism; dependency theory; Thorstein Veblen; economic development.

		

		
			


		

		
			Introducción

			

			El presente artículo compara los enfoques estructuralistas, de la teoría de la dependencia y el texto Imperial Germany de Thorstein Veblen (2006) [1915]. Antes unas clarificaciones. Primero, los estructuralistas y los teóricos de la dependencia no están incluidos en el mismo grupo. En paralelo, es necesario aclarar por qué la comparación se basa únicamente en el texto de Veblen, Imperial Germany. 

			Latinoamérica tiene dos tradiciones en materia de desarrollo económico. La estructuralista (Escuela de la Cepal) y la teoría de la dependencia. Los primeros consideran que las reformas gubernamentales son la acción que debe seguirse, mientras que los teóricos de la dependencia consideran la revolución como el camino hacia el cambio social. Ambos comparten la noción de un capitalismo global divido en centro (moderno e industrial) y periferia (rezagado y basado en la producción de bienes primarios), y el hecho de que la posición dominante del centro en su relación con la periferia explica las condiciones de subdesarrollo. Por lo tanto, ambas escuelas buscan las causas del subdesarrollo especialmente en factores externos. 

			El libro Imperial Germany and the Industrial Revolution de Thorstein Veblen (en adelante Imperial Germany) es esencial en el presente artículo. Al leerlo, puede concluirse que las ideas que contiene están cercanas al tema del desarrollo económico. El estilo de Veblen es descriptivo, en el sentido que muestra cómo es que el proceso social evolucionario toma lugar no sólo en su Imperial Germany, sino también en sus otros textos. Veblen no se centra en prescripción de política económica, sino en mostrar lo que se hizo y las consecuencias económicas que tuvo el proceso de industrialización durante la Alemania imperial. Se hace referencia a lo anterior, dado que, por el estilo de Veblen, resulta difícil definir si dicho autor aboga por una política económica en particular. Por lo tanto, se busca en este artículo introducir las ideas de los estructuralistas sobre cómo promover la industrialización, pero bajo una mirada vebleniana. 

			En lo referente a la clasificación de los estructuralistas y los teóricos de la dependencia, se propone que Raúl Prebisch, Osvaldo Sunkel, Pedro Paz, Celso Furtado, Aníbal Pinto y Octavio Rodríguez son parte del estructuralismo, dado que las implicaciones de política de estos autores se centran en reformas vía planeación gubernamental. Por otro lado, André Gunder Frank, Theotonio Dos Santos, Ruy Mauro Marini, Fernando Cardoso y Enzo Falleto son teóricos de la dependencia, ya que sus visiones de cambio se fundamentan en la eventual llegada del socialismo, aunque con diferencias sobre cómo se transita hacia éste. En particular, Frank y Dos Santos se inclinan por la revolución, mientras que Cardoso y Falleto se inclinan por una acumulación de dependencia asociada entre el centro y la periferia. Otros, como Marini, articulan las diferencias entre capitalismo del centro y de la periferia, y estudian cómo dicha articulación afianza el proceso de acumulación de los centros y de los miembros de la población más rica en América Latina.

			A lo largo de este artículo, podrá constatarse que se centra en las ideas de Prebisch y Frank. Estos autores son los referentes más importantes, aunque no representan la última palabra al respecto. Ésta es una forma de explicar claramente las diferencias entre estructuralismo y la teoría de la dependencia, so pretexto de que ambos enfoques comparten la noción de que factores externos explican el nivel de subdesarrollo de la periferia. Empero, sería injusto desconocer que sus descripciones en algo explican el subdesarrollo apelando a factores internos también. No obstante, insisten en que esos factores internos en cierta medida se encuentran vinculados a factores externos que provienen del centro. Por ello, se considera que se sobredimensiona el efecto de factores externos sobre los países subdesarrollados. 

			

			Estructuralismo, dependencia e institucionalismo: algunas comparaciones previas


			


			Hay aspectos en común entre el estructuralismo latinoamericano, la teoría de la dependencia y el institucionalismo. Estos puntos en común, al igual que las diferencias, son claramente presentadas en los trabajos de Street (1987), Street y James (1982) y Sunkel (1989). Acontinuación se abordará el trabajo de Street y James (1982). Con respecto a puntos en común dentro de los análisis institucionalista y estructuralista, se encuentra que ambos comparten una visión holista de los fenómenos sociales. En el holismo, se percibe el sistema económico como un todo y la naturaleza humana del comportamiento de los individuos como elementos importantes de estudio. Se considera el evolvente proceso social, los patrones habituales mediante condicionamiento cultural y la respuesta inteligente a la realidad cambiante. Ahora bien, sobre cómo se enfoca dicho holismo, tanto el estructuralismo como el institucionalismo poseen un rasgo diferente. El primero se fija más en la aplicación al desarrollo económico, mientras que el segundo cuenta con un alcance amplio de análisis al respecto.

			

La teoría de la dependencia e institucionalismo sostienen que: 1) “la revolución histórica, desplazando estructura de clases, y modos de control político son centrales al análisis económico y no extraños a éste” (Street, 1987, pp. 1880-1881); 2) no hay reluctancia al juicio de valor que considera estrategias apropiadas para alcanzar desarrollo socioeconómico, y 3) la economía ortodoxa no ofrece una explicación histórica adecuada del proceso de desarrollo. Ahora, mirando hacia sus diferencias, encontramos que la teoría de la dependencia: 1) ha perdido interés en factores domésticos y culturales que también contribuyen al rezago económico; 2) igualmente, niega la búsqueda de una explicación a la decadencia tecnológica en el nivel científico nativo, y 3) los cuellos de botella son insertados únicamente en rasgos ceremoniales (y no instrumentales) de las instituciones locales. Además, los autores de la dependencia afirman que la revolución social es inevitable, mientras que el institucionalismo sostiene que el proceso histórico se cambia mediante la inteligencia colectiva y las innovaciones institucionales. Un último trabajo que se considera es el de Sunkel (1989), quien demuestra que institucionalismo y estructuralismo coinciden en que el cambio social y económico se logran a través de reformas. El proceso económico es un proceso en materia sociohistórica y evolucionario. Ambos enfoques se relacionan con la realidad socioeconómica actual por medio de una política económica. Es decir, debe buscarse una solución mediante políticas económicas. En lo que respecta a las diferencias, Sunkel reconoce que existe un ataque más profundo a la escuela neoclásica por parte de los institucionalistas que de los estructuralistas, y que dicho ataque es centrado en una crítica “filosófica, epistemológica, metodológica, conceptual, teórica y analítica” (Sunkel, 1989, p. 524). El institucionalismo tiene una teoría de la naturaleza humana, una teoría del cambio institucional y tecnológico, y un criterio de valuación social. Otro punto de diferencia es que los estructuralistas poseen una visión restringida de tecnología, aunque ello no signifique que la ignoran completamente. Sin duda, estructuralistas e institucionalistas pueden aprender unos de los otros. Por ejemplo, los estructuralistas tienen que aprender más de los institucionalistas sobre “el análisis extensivo de las características institucionales, la estructura corporativa y la dinámica de la economía de Estados Unidos” (Sunkel, 1989, p. 527). Los institucionalistas americanos han dedicado poca atención a la economía internacional, lo que sugiere que son Estado-nación céntricos; mientras, los estructuralistas y los teóricos de la dependencia se enfocan más en el orden global capitalista, algo que los institucionalistas americanos pueden explorar.



			Sunkel (1989) nos advierte por qué economistas latinoamericanos no están conectados con el institucionalismo. Primero, el currículo de economía en Latinoamérica estuvo basado, y aún lo está en la economía neoclásica, la cual excluye al institucionalismo e incluso al estructuralismo y a la teoría de la dependencia. Políticamente, las recomendaciones de la Escuela de Chicago son aceptadas en Latinoamérica y se considera obsoleta la planeación gubernamental. Segundo, los marxistas consideraron la industrialización mediante sustitución de importaciones como “pro-imperialista y una estrategia burguesa”, lo cual obligó a los estructuralistas a defender su posición de estas críticas (Sunkel, 1989, p. 522). Por ello, el estructuralismo ha gastado tiempo defendiéndose de la derecha y de la izquierda.

			Puede resumirse que tanto los enfoques estructuralistas –de la dependencia–, e institucionalismo1 comparten rasgos en común, como el análisis histórico de fenómenos sociales y económicos; la gran diferencia es que el institucionalismo se concentra principalmente en las instituciones del Estado-nación; mientras que el estructuralismo y la teoría de la dependencia se enfocan más en el sistema mundial capitalista y su impacto en la periferia. Otra diferencia es la falta de análisis dentro del estructuralismo y de la teoría de la dependencia con respecto a cómo las instituciones (sean ceremoniales o instrumentales) han impedido el afianzamiento de la tecnología a través de la acción de la agencia. 

			Virando hacia la evaluación de los puntos en común y de las diferencias entre estructuralismo, la teoría de la dependencia, y Thorstein Veblen en su Imperial Germany (2006) [1915], esta exploración contribuirá al legado dejado por Street y James (1982), Street (1987) y Sunkel (1989). El primer paso en este interés es describir lo que los estructuralistas y los autores de la teoría de la dependencia entienden con respecto a la dependencia en el sendero y su visión en los aspectos tecnológicos. De esta manera pueden identificarse puntos en común y diferencias. 

			

			Dependencia en el sendero y tecnología


			

			La dependencia en el sendero plantea básicamente que los desarrollos tempranos tienen efectos sobre desarrollos posteriores. Arthur (1990, p. 92) afirma que “una vez las fuerzas económicas seleccionan un sendero particular, es posible que dicho sendero se convierta en el único independientemente de las ventajas de otros senderos”. David (1985, p. 332) sostiene que “los accidentes históricos no pueden ser ignorados, ni mucho menos puestos en cuarentena por el propósito del análisis económico; el proceso dinámico en sí mismo conlleva al carácter esencial histórico”. En otras palabras, la historia importa, e importa para estructuralistas, teóricos de la dependencia e institucionalistas. André Gunder Frank (1969) propone que, para formular una teoría del desarrollo y una política económica para las naciones en subdesarrollo, se requiere aprender cómo su pasado económico y su historia social dieron lugar a su actual subdesarrollo. Frank afirma que “nuestra ignorancia de la historia de las naciones subdesarrolladas nos conduce a asumir que su pasado y ciertamente su presente resemblan previas etapas de la historia de los ahora países desarrollados” (Frank, 1969, p. 3). Para este autor, es evidente que el desarrollo económico no puede ser concebido como un proceso que toma lugar en varias décadas, y que en algún momento, las naciones subdesarrolladas alcanzarán el nivel de progreso de esas naciones desarrolladas. Segundo, para evitar este error, Frank se inclina por la idea de que el análisis histórico es relevante.

			Siguiendo esta línea de exposición, sostiene también que tanto desarrollo como subdesarrollo emergen en un simple sistema económico integrado, en el cual la Revolución Industrial de Inglaterra es determinante en la explicación de la naturaleza histórica del subdesarrollo en las colonias. Mientras Inglaterra se convierte en el centro industrializado del mundo, las economías coloniales serán la periferia especializada en la producción de alimentos y materias primas. Por lo tanto, el efecto externo de la Revolución Industrial, junto a los grupos de élite en las colonias, los cuales favorecían el modelo de exportación primario, explica la consolidación del subdesarrollo en la periferia. Aunque no exactamente en las mismas palabras, está claro que la teoría de la dependencia, mediante su análisis histórico, concluye que el subdesarrollo se explica considerando la naturaleza de la dependencia en el sendero. No sólo Frank (1969, 1979) adoptó las raíces históricas dentro de la teoría de la dependencia, sino también Dos Santos, Cardoso y Falleto; incluso Prebisch y Sunkel, pero sin el tono que llama a la revolución (Chilcote, 1984).

			

Considerando la visión estructuralista y su acercamiento al análisis histórico, Sunkel y Paz (1982) ofrecen un buen resumen. Ambos comparten con Frank la idea de que desarrollo y subdesarrollo son el resultado del proceso de acumulación del sistema capitalista iniciado durante la Revolución Industrial. El análisis histórico revela que la Revolución Industrial cubre simultáneamente tanto centro como periferia, y de esta forma transforma radicalmente sus estructuras y crea, en los centros, sistemas socioeconómicos capaces de generar un crecimiento económico dinámico, mientras que en la periferia únicamente   surgen sistemas dependientes (Sunkel y Paz, 1982, p. 45). Este tipo de argumento histórico es defendido por Prebisch también, aunque está más interesado en mostrar el impacto a largo plazo de los términos de intercambio, que disminuyen. Las bases teóricas e históricas que empíricamente demuestran el punto de Prebisch se hallan en los trabajos de Baer (1962) y de Ocampo y Parra (2003). Además, Octavio Rodríguez (2006) hace una explicación sobre cómo las críticas a la tendencia a reducirse los términos de intercambio en el largo plazo se encuentran equivocadas. Tanto estructuralistas como teóricos de la dependencia conciben el subdesarrollo en las periferias como el resultado de un proceso histórico que arrancó con la Revolución Industrial, y que reforzó esta condición en décadas posteriores. En otras palabras, han seguido el sendero de la dependencia las naciones subdesarrolladas en medio de un capitalismo global que divide entre centro y periferia.



			El uso del análisis histórico es evidente en Imperial Germany, cuando Veblen, en particular, describe que mientras los países vecinos de Alemania dejaron atrás la noción de una política de Estado arcaica, Alemania misma afianzaba una visión de gobierno de derivación feudal (Veblen, 2006, [1915], pp. 66-67). Lo anterior es una razón histórica de por qué Alemania llega a ser una nación con disciplina durante su época imperial. La visión de disciplina de las épocas feudales perdura de forma interesante, pues no cuestiona el cambio, sino que se usa dicho rigor de la disciplina para afianzarlo. En el segundo capítulo, Veblen puntualiza que históricamente, el préstamo de tecnologías ha prevalecido y que ésa ha sido la realidad de cualquier innovación tecnológica y la naturaleza de creaciones institucionales: la de obtener mayor uso de la tecnología prestada, aun más que sus creadores (Veblen, 2006 [1915], pp. 25-26). 

			Veblen muestra su ejemplo de dependencia en el sendero en Imperial Germany, cuando distingue entre “obsolescencia vía innovación tecnológica” y “obsolescencia sistemática”. La primera se define como “el desplazamiento competitivo de un artefacto o proceso útil por uno más útil” (Veblen, 2006 [1915], p. 129). El segundo se identifica debido al crecimiento de la comunidad industrial, cambios en el trabajo por realizarse y un incremento en la distribución de la población que se busca servir o emplear. Veblen enfatiza que el primer tipo de obsolescencia aplica a Alemania, mientras que el segundo lo hace en el caso de Inglaterra. Por esta razón, Alemania termina siendo más eficiente y capaz de consolidar un crecimiento económico sostenido. 

			El reconocido ejemplo de Veblen sobre el carruaje bobtail, usado por los británicos en el tráfico de bienes, explica que las incompatibilidades de dicho tipo de transporte con los requerimientos en tiempos modernos no fueron fáciles de sortear. Veblen afirma que “el remedio no es una cuestión simple de sentido común. Las terminales de estaciones de trenes, instalaciones para la maniobra de trenes de carga, y todos los medios y mecanismos que usan para operar fletes y carga dentro de este sistema ferroviario viejo, todas se encuentran adaptadas al carruaje bobtail” (Veblen, 2006 [1915], pp. 130). Veblen enfatiza aun más que “ciudades, ferrocarriles, fábricas, puertos y habitaciones fueron construidas para cumplir con las exigencias de lo que es ahora un estado obsoleto de las artes industriales y que éstas son irrelevantes, incompetentes e impertinentes en el mismo grado en el cual el esquema tecnológico se ha desplazado de lo que fue cuando estos artefactos fueron instalados” (Veblen, 2006 [1915], pp. 131). 

			Es válido preguntarse cómo estructuralistas y teóricos de la dependencia toman en cuenta la tecnología en sus investigaciones. André Gunder Frank (1979) sostiene que mientras la Revolución Industrial junto a sus avances tecnológicos contribuyó a reemplazar la manufactura tradicional que dio lugar al sistema putting-out en los países desarrollados, en las naciones en desarrollo la manufactura tradicional fue reemplazada por la industria de los países desarrollados. Por lo tanto, en la periferia, la producción industrial para el mercado interno no es posible sin una “creciente dependencia en los productores de bienes y tecnología producida en los centros” (Frank, 1979, p. 131). 

			Puede inferirse que el préstamo de tecnologías fue sólo posible en países que, aunque iniciaron rezagados en el periodo de la Revolución Industrial del capitalismo mundial, “confiaron sustancialmente en la producción doméstica de los medios de producción como la maquinaria textil […] usaron modelos británicos, pero con tecnología local para la manufactura de su propia maquinaria” (Frank, 1979, p. 131). En contraste, en la periferia dependiente la producción local de productos e insumos de avanzada tecnología e investigación tecnológica fueron prohibitivamente costosos. 

			En tanto, los estructuralistas consideran que hay un impacto benevolente por parte de la tecnología y que ésta impacta el desarrollo económico; el progreso tecnológico hace posibles métodos de producción más eficientes e incrementa la productividad laboral. Sin embargo, esto es imposible en Latinoamérica dada la división internacional del trabajo, y el resultado ha sido la llamada distinción centro-periferia sin beneficios y una creciente desigualdad para la periferia (Gurrieri, 1983). Al final, Prebisch afirma que ésta es la razón por la cual la innovación tecnológica y la industrialización se concentran únicamente en el centro. Prebisch denuncia que los centros no abren sus puertas a la importación de manufacturas y que también existe una cercana relación entre intereses creados y los grupos dominantes del centro y aquéllos de la periferia. Por ello, la tecnología y su consecuente alta productividad son apropiadas por el estrato social más privilegiado (Prebisch, 1981a). 

			En este punto, parece que no hay diferencias entre estructuralistas y teóricos de la dependencia. Ambas escuelas claramente sostienen que la tecnología es una herramienta exclusiva para el centro. Empero, sabemos que hay diferencias. Para los estructuralistas, existe una forma de superar este escaño: la industrialización. Contrariamente, los teóricos de la dependencia defienden que es posible superarlo mediante la revolución. Por este detalle, es posible señalar que los estructuralistas están más cercanos a Veblen y a los institucionalistas de lo que puedan estar los teóricos de la dependencia. No hay referencia hecha al respecto de si aspectos ceremoniales o instrumentales afectan el rol que la agencia individual y colectiva juegan en su contacto con tecnología prestada (en términos de Veblen), tal como Veblen lo sugiere. 

			En los enfoques estructuralista y de la dependencia, al igual que Veblen en su Imperial Germany, hay la noción de que el desarrollo temprano tiene efectos sobre el posterior desarrollo (dependencia en el sendero), porque la consolidación del sistema capitalista a través de la Revolución Industrial ha causado la dicotomía centro-periferia, la cual ayuda a entender el rezago en las condiciones tecnológicas de las naciones en desarrollo. Adicionalmente, el Imperial Germany describe cómo la tecnología prestada con algún grado de innovación puede impactar el crecimiento económico. Lo anterior no sugiere que existan diferencias entre estos enfoques teóricos. Las diferencias emergen cuando se consideran las políticas económicas que en particular proponen. Por esto, es importante conocer qué rol juega la política económica y, en específico, el papel del gobierno en la descripción de Veblen referente a la Alemania imperial. Igualmente, debe responderse qué proponen en términos de políticas los estructuralistas y la teoría de la dependencia. 

			


			La política económica 

			

			Veblen mira al gobierno como determinante en el avance industrial de Alemania y sostiene que “por la sabia administración de los hombres de Estado dinásticos, quienes tenían la dirección de la política y el control de la maquinaria administrativa, la creciente y rápida eficiencia material de la comunidad alemana, debido a la introducción del Estado moderno de las artes industriales, ha logrado transformar el uso del Estado en un grado que no se puede comparar con otros países europeos” (2006 [1915], p. 80). Así,   afirma que, bajo el Estado prusiano y sus fines políticos basados en la defensa militar, Alemania se acerca a los avances complejos de la Europa comercial e industrial durante el siglo XIX (Veblen, 2006 [1915], p. 151). Para clarificar, Veblen no aboga por un Estado militarista, sino que este aspecto se resalta para destacar el rol del gobierno. El éxito de Alemania de 1870 en adelante es “una ganancia en población, en eficiencia industrial y fortaleza militar” (Veblen, 2006 [1915], p. 61). El autor destaca que la industria es el avance más importante logrado por Alemania; puntualiza que “la fuerza motriz ha sido el incremento de la eficiencia industrial, más que cualquiera otra” (2006 [1915], p. 62). Es evidente que el gobierno fortalecía lo militar, pero fue al final la ganancia industrial lo que realmente llevó a Alemania a su dinámica económica.

			Una revelación de Veblen en Imperial Germany es su descripción acerca de que la tecnología requiere del gobierno y de una gran promoción por parte del mismo. Concretamente, “sea en paz o en guerra […] sea como una proposición de negocio o como una proposición en la política internacional, la tecnología moderna no tolera un gobierno minúsculo” (Veblen, 2006 [1915], p. 176). 

			También, Veblen describe que las restricciones al comercio internacional basadas en “interferencias con regulación de los asuntos industriales” han sido mediante tarifas proteccionistas. Internamente, la unificación de Alemania se efectuó por medio de la remoción de tarifas fronterizas y obstáculos al comercio y la comunicación (construcción de ferrovías, subsidios y control a la construcción de barcos) entre los diferentes estados. La conclusión de Veblen sobre el impacto de estas políticas se refleja en la siguiente cita: “Es verdad, el país puede estar mucho mejor, simplemente en prosperidad material y en la tasa de progreso económico, si tal barrera como la frontera imperial no se mantuviera; el resultado inmediato podría ser una especialización de la industria y una larga red de relaciones comerciales que hubiese dejado la comunidad dependiente a una gran e indispensable parte de su consumo a países foráneos” (Veblen, 2006 [1915], pp. 178-179).

			La expresión “el país puede estar mucho mejor”; ¿significa que Veblen estaba a favor del libre comercio? Dar respuesta a esta pregunta puede ser producto de la especulación, pero pocas páginas después Veblen afirma que el comercio internacional, bajo la política de libre comercio, pudo haber permitido una emigración alemana “que resultara en una colonización efectiva en más de uno de esos países” [Veblen se refiere en esta parte a países de América del Norte y Sudamérica] (Veblen, 2006 [1915], pp. 181-182). El autor indica que tener colonias como Inglaterra lo hizo no es una mala idea, pero “como resultado incidental, hubiese causado una brecha en la paz para Alemania, dado que la dependencia del pueblo germano a mercados foráneos hubiese involucrado como contraparte la dependencia de otras partes al tráfico en los mercados germanos” (Veblen, 2006 [1915], p. 183). Aquí hay una diferencia entre Veblen, la dependencia y el estructuralismo. Para Veblen, tanto el centro como la periferia son dependientes el uno con el otro (dependencia de doble vía). Sin embargo, es muy enfático al describir que fue debido a estas políticas proteccionistas que Alemania alcanzó una comunidad autosuficiente con altos niveles de eficiencia industrial: “una política dirigida a hacer una nación industrialmente autosuficiente necesariamente depende de la prohibición. Es únicamente por obstrucción de la libre ramificación del sistema industrial que atraviesan fronteras nacionales para que tal autosuficiencia pueda ser alcanzable” (Veblen, 2006 [1915], p. 242). 

			Otro aspecto relacionado con la política económica fue la configuración de un Estado de Bienestar que velara por la comunidad. Específicamente, “la política de gobierno de tutelaje de la clase trabajadora, en la forma de servicios hospitalarios, seguro y arreglos pensionales, y demás” que, más allá de considerarse pérdida económica, es una ganancia económica “porque compensa algunos de los indeseados efectos de la búsqueda de beneficios por parte de los capitalistas, quienes poseen escaso interés en el bienestar a largo plazo de la comunidad” (Veblen, 2006 [1915], pp. 247-248).

			Para Veblen, una economía autosuficiente con crecimiento industrial próspero requiere de constante innovación tecnológica, la acción del gobierno basada en políticas proteccionistas que incentiven los avances industriales y tecnológicos, además de políticas que procuren un bienestar a largo plazo de la comunidad. Pero, ¿cómo se relacionan estos temas con los enfoques estructuralistas y de la teoría de la dependencia?

			Las implicaciones de política no son las mismas entre estructuralistas y los teóricos de la dependencia, y mucho menos pueden ser reconciliadas. Los estructuralistas pertenecen a una tradición reformista, mientras que la dependencia pertenece a una revolucionaria. Primero, la razón porque la dependencia considera la reforma como inviable es que existe un dominio del centro, mediante una larga cadena de metrópolis y satélites. Por ello, dentro de los países subdesarrollados existen centros urbanos y modernos, paralelos a periferias rurales y rezagadas (Chilcote, 1984, p. 88). Marini (2008) no excluye el dualismo estructuralista; explica cómo la consolidación de las economías de la periferia involucra actividades rudimentarias y semi-industrializadas en su contexto interno. Dicha dualidad emerge si se entiende el vínculo de las economías periféricas con las del centro, que da lugar a un proceso de acumulación de capital mediante el mercado mundial, el cual hace que reluzca el contexto externo como clave. La integración al mercado mundial hace posible para los países periféricos proveer materias primas y alimentos que ayudan a reducir los salarios de subsistencia y costos de producción en los países desarrollados. Esto incrementa la tasa de ganancia en los países desarrollados; debido a ello las ciudades urbanas y una clase trabajadora vibrante son posibles (Marini, 2008, p. 113).

			Segundo, la falencia de la industrialización vía sustitución de importaciones destaca que “la burguesía local está profundamente dependiente en sus contrapartes extranjeras, y nunca se compromete en un proyecto de desarrollo económico (y necesariamente radical) consistente y autónomo”. Precisamente, la burguesía local estuvo administrando la política de industrialización vía sustitución de importaciones (Saad-Filho, 2005, p. 136).

			Tercero, la estructura social de los países subdesarrollados es altamente desigual basada en un acceso privilegiado al gobierno por parte de los capitalistas, y como consecuencia, excluyendo tanto a las clases trabajadora y campesina. El desarrollo sólo es posible en la periferia mediante un cambio político radical que instaure el socialismo (Saad-Filho, 2005, p. 139). 

			Contrariamente, los estructuralistas defienden su posición afirmando que el subdesarrollo puede superarse mediante una política industrial. No puede ser una industrialización por sustitución de importaciones espontánea, puesto que “el éxito industrial necesita de subsidios estatales, crédito accesible, protección al comercio hacia industrias infantes, control a los tipos de cambios, y atracción de capital y tecnología extranjera para el creciente sector manufacturero” (Saad-Filho, 2005, p. 135). Los estructuralistas afirman que la política industrial es restringida por los bajos niveles de ahorro e inversión. La falta de ahorro se explica por los bajos niveles de ahorro público, debido a un sistema tributario regresivo, y los bajos niveles de inversión privada, dado el alto desempleo y el desperdicio de bienes de consumo de lujo que son importados. La intervención estatal es necesaria para incentivar el crecimiento de ahorros y la productividad. En términos de Prebisch (1981b, p. 145), “la distribución desigual del ingreso es la causa de un considerable desperdicio de potencial en acumulación de capital”. 

			Con respecto a la paradoja del crecimiento económico junto a las negativas condiciones socioeconómicas, Gurrieri (1983, p. 343) describe que los estructuralistas han observado cómo el crecimiento económico junto a la creciente desigualdad son amplios en Latinoamérica. Esto es inaceptable para los estructuralistas. Prebisch destaca que las formas prevalentes de origen, apropiación y uso del excedente económico deben ser cambiadas, porque ante cualquier incremento en crecimiento económico sólo se concentra en las clases privilegiadas. Por esto, la transformación debe ser guiada por el uso social del excedente a través de la planeación democrática. 

			La planeación democrática se alcanza reconociendo la relación entre tecnología y cambio social. En el artículo de Prebisch (1981b), encuentra cómo las mejoras tecnológicas pueden promover el cambio. Sostiene que los avances tecnológicos alteran la estructura social, esto es, la estructura de poder, en la medida en que los estratos medio-bajo económicamente mejoran. De igual forma, ayuda a consolidar la fortaleza de los sindicatos de trabajadores. Consecuentemente, el poder político del estrato medio-bajo funciona como contrapeso al poder político del estrato alto. Aun así, esto no funciona si “la democracia es apariencia, pero no es sustancia” (Prebisch, 1981b, p. 147). De tal forma que para que los frutos de la tecnología promuevan el cambio, se necesita de acción gubernamental. Por ello, el primer paso es acceder al gobierno, el cual no es un aspecto considerado en amplitud por Prebisch en su narrativa. 

			Si era el caso o no que Veblen estuviese abogando por planeación democrática, en términos de los estructuralistas, es un tema de especulación. Empero, una forma de redistribución del excedente existe en Veblen. La reducción del consumo conspicuo se logra desplazando las fortunas de unos hombres de negocios a otras formas que continúen el afianzamiento de la productividad industrial (Veblen, 2006 [1915], p. 210). El cambio tecnológico puede alterar la estructura social. Veblen puntualiza que “la introducción del nuevo esquema, o la intrusión de nuevos elementos (como la innovación tecnológica) dentro del esquema ya acreditado, es un trabajo de habituación que toma tiempo y provocación especial” (2006 [1915], p. 37). Por lo tanto, se identifican puntos de cercanía entre estructuralistas y Veblen. Pero, “habituación” y “provocación especial” requieren que la agencia humana esté involucrada. Este detalle no es considerado en el estructuralismo ni en la teoría de la dependencia, dado que en sus enfoques la estructura (los centros tienen el uso exclusivo de tecnología) condiciona y limita las posibilidades de la agencia en naciones periféricas para acceder a la tecnología. Esto es sobredeterminación. Por lo tanto, de acuerdo con la teoría institucional, debemos explorar qué condiciones, instrumental o ceremonial están afectando el afianzamiento del avance tecnológico, en lugar de percibir que el fenómeno centro y periferia bloquean cualquier oportunidad de préstamo tecnológico (Veblen, 2006 [1915], pp. 24-25).

			Aunque hay un vínculo entre estructuralistas e institucionalistas, especialmente con Veblen y su Imperial Germany, los estructuralistas poseen una visión restringida de la tecnología (Sunkel, 1989). Estos autores se limitan a señalar que el rezago tecnológico de Latinoamérica se explica en la no transferencia tecnológica desde el centro hacia la periferia. No se da el préstamo tecnológico. El sobreénfasis en factores institucionales externos, antes que internos, separa a los estructuralistas de un análisis interno con respecto a las limitaciones tecnológicas. Es mejor explorar no sólo las condiciones externas ceremoniales, sino también las internas, además de las potencialidades instrumentales. Aquí es posible explorar en Parada (2006), desde una perspectiva pragmática, cómo la tecnología estuvo limitada en algunos campos e incentivada en otros. Esto lo separa de los autores que sostienen que todo rezago se debe a factores externos. Se propone que en Parada están los inicios de un enfoque vebleniano-estructuralista si se desea, y que es una tarea pendiente de los estructuralistas, algo que ha sido implícitamente reconocido por Prebisch y Sunkel. Éste es un esfuerzo que debe abordarse en una futura investigación. 

			En general, los teóricos de la dependencia enfatizan el camino hacia la revolución. En contraste, los estructuralistas sostienen que con la planeación democrática  –la cual se busca mediante los avances industriales y tecnológicos–, es posible empoderar a las clases medias y a las vulnerables para contrarrestar el poder político del privilegiado. Además, si se sigue el estilo descriptivo de Veblen acerca de cómo Alemania dejó atrás las condiciones de subdesarrollo, podemos argumentar que los estructuralistas están más cerca de Veblen y del institucionalismo. 

			

			Previos antecedentes al éxito industrial


			

			En varias partes de Imperial Germany, Veblen reconoce el alto nivel educativo de Alemania, que fue posible al “alfabetismo, tanto a nivel del aprendizaje como en la acogedora moda de leer en prensa, fue relativamente común entre el pueblo germano al momento en que la nueva era arribó”, y “el movimiento por mejorar y extender los medios de educación popular estaban establecidos en muy buena forma” (Veblen, 2006 [1915], p. 77). Esta dotación de conocimiento hizo posible que el pueblo germano experimentara una habituación intelectual a la adquisición de las artes industriales, lo que permitió consolidar una estructurada clase trabajadora eficiente en la nueva industria. Veblen enfáticamente sostiene que “el activo sustancial en la forma de recurso natural es la población industrial, saludable e inteligente” con la que contaba Alemania, incluso por encima de sus países vecinos, a excepción de Francia y pequeñas naciones como Bélgica (Veblen, 2006 [1915], p. 180). 

			Veblen puntualiza que hay dificultades para los recién llegados ante los nuevos cambios innovadores. Principalmente, estas dificultades pueden ser resumidas como medios escasos y poca experiencia (Veblen, 2006 [1915], p. 187). Los medios escasos, debido a que los fondos para inversión no están disponibles de forma inmediata, pero en la medida en que el hábito de la inversión en la empresa industrial crece, la necesidad de crédito hace que el sistema bancario surja. Esto sugiere una visión endógena del dinero bajo la teoría monetaria de la producción que Veblen defiende (Dillard, 1980), y merece atención por parte de los estructuralistas y teóricos de la dependencia para la teoría del desarrollo económico. En esta forma, se entiende que la inversión conduce a los ahorros y no al contrario. Continuando, la falta de experiencia o conocimiento en asuntos industriales y derechos legales (que impiden el libre uso de los nuevos hallazgos) fueron derrocados por la intervención gubernamental; el gobierno socializó el conocimiento técnico. 

			Además del alto nivel educativo, Alemania convivió en un contexto donde el comportamiento pecuniario no era practicable. Primero, las empresas industriales estaban acostumbradas a un bajo retorno dada la influencia del antiguo régimen. Segundo, los recursos naturales estaban ociosos y eran relativamente de bajo costo. Tercero, existían trabajadores competentes con salarios razonables. Cuarto, el rompimiento con la situación antigua y tradicionalista en comercio e industria los liberó de restricciones y de un estilo de organización y equipos obsoletos. Para Veblen, no existían “agentes de retraso” (Veblen, 2006 [1915], pp. 192-193). 

			Contribuyendo al éxito del sistema de control y guía burocrático, está el hecho de que el sistema burocrático no se basaba en “rutinas de gratificaciones y prebendas”. La corrupción estaba relativamente ausente. Veblen sostiene que el servicio civil alemán era frugal y parsimonioso, sin lugar a comportamiento predatorio (Veblen, 2006 [1915], p. 233). Este rasgo garantiza alta credibilidad en el gobierno; de esta forma, el gobierno ganó afección leal de la clase trabajadora, siempre sosteniendo que estaba con ellos, atendiendo sus demandas. En palabras de Foster (1981), significó una fuerte dislocación mínima dado el escenario cultural favorable a los fines del gobierno y su consolidación y, además, el rol de la agencia involucrada que reproduce estas virtudes de un comportamiento no predatorio.

			En estos temas, los estructuralistas tienen rasgos que pueden compararse con Imperial Germany de Veblen. Reconocen que la educación es importante para impulsar el crecimiento económico, pero que es necesario tomar en consideración que una mayor inversión en capital humano no guarda una relación directa con el crecimiento económico: “el capital humano puede ser necesario o una condición que habilita un sostenido crecimiento, pero claramente no es suficiente” (Ocampo et al., 2009, pp. 45-46). Por esta razón, es imperativo identificar la manera de obtener el cambio estructural.

			El cambio estructural se busca mediante una política de desarrollo. Los estructuralistas argumentan que “la meta es estimular los sectores con rendimientos crecientes mientras que se desplazan recursos de otros sectores en la economía” (Ocampo et al., 2009, p. 46). Esta estimulación ha sido hecha vía políticas industriales en países como Alemania, Reino Unido, Estados Unidos, Japón y Corea del Sur, entre otros. En estos casos, el gobierno jugó un rol crucial. Por lo tanto, bajo la perspectiva estructuralista, aunque se tenga una población bien educada, no se alcanzará el dinamismo económico si personas bien educadas no encuentran trabajo. La promoción de la educación y la política industrial son fundamentales para el crecimiento económico, de acuerdo con la descripción de Imperial Germany de Veblen. 

			Los estructuralistas han identificado lo que Veblen llamó las dificultades de los recién llegados a la industrialización. En la literatura estructuralista se encuentra que tales dificultades son los bajos niveles de ahorros, las restricciones internacionales y la necesidad de fondos. En consecuencia, los estructuralistas abogan por una “industrialización administrada” por el gobierno, ejecutando la planeación (con políticas redistributivas e industriales) y bancos de desarrollo, los cuales llegan a ser “proveedores esenciales de fondos para la inversión industrial” (Ocampo et al., 2009, p. 132). Es importante resaltar que la teoría moderna del dinero ofrece ideas y herramientas como bancos de desarrollos y políticas industriales, y la posibilidad de hacerle frente a la agenda neoliberal que reclama que medidas de este tipo no pueden financiarse. 

			Veblen destaca el buen funcionamiento del sistema burocrático bajo la Alemania imperial. Sus servidores públicos no consideraron como alternativa de sus ingresos las prebendas. Éstos eran diligentes servidores públicos. En contraste, la corrupción es un problema considerable en Latinoamérica. Para Prebisch (1981b, p. 99), la corrupción es el resultado de la desigualdad social, dado que en esta práctica las personas, tanto en el sector público como en el privado, pueden mejorar sus precarios salarios. Consecuentemente, una solución a esto es promover una planeación social y democrática del excedente económico (plusvalor). 

			Veblen considera el nivel educativo del pueblo germano como clave para promover las innovaciones tecnológicas, pero sin la guía del gobierno en el avance industrial, no importa si se cuenta con una población educada. Educación e industrialización son complementarios, de acuerdo con lo que los estructuralistas piensan. Con respecto a la situación de los recién llegados, durante la Alemania imperial el sistema bancario surgió de forma espontánea. Los estructuralistas consideran que para financiar la inversión se requiere de intervención del gobierno mediante la banca de desarrollo, pues nunca se ha dado un surgimiento espontáneo del sistema bancario, al menos en los países en desarrollo. Además, el contexto pecuniario de la corrupción provoca más consumo innecesario y predación del dinero público, lo cual significa menos recursos para promover una política industrial. 

			Es difícil mencionar a la teoría de la dependencia con respecto a los antecedentes previos, porque bajo dicha teoría estos antecedentes pueden alcanzarse a través de la revolución; antes de ésta no se requiere ni de un mejor sistema educativo ni de una política industrial. Seguramente, la nueva generación marxista en Latinoamérica tiene una tarea pendiente, tal vez ilustrar sobre cómo será el periodo de transición hacia el socialismo si es que sucede. Desafortunadamente, sólo quedan las interpretaciones neoclásicas a los problemas, las cuales han fracasado. Un nuevo sendero para el estructuralismo y la teoría de la dependencia puede ser que explique mejor y sugiera políticas adecuadas. Al respecto, Marini provee un punto de partida. Expone que la industrialización en América Latina fue basada en una creciente desigualdad y en prácticas de mercado que van en contra de la competencia. Primero, América Latina hizo posible algo de acumulación del capital vía la explotación de la fuerza laboral, la cual tuvo su origen a principios del siglo XX dada la inmigración europea y el exceso de población indígena (Marini, 2008, p. 134).

			También, la desigualdad se conecta a la promoción del avance tecnológico por las economías del centro bajo la ideología de un capitalismo global. Las naciones desarrolladas hallaron oportunidades de inversión en América Latina, introduciendo capital obsoleto (que no estaba en uso en naciones desarrolladas) y que explica los rasgos semi-industriales del capitalismo periférico. Así, las economías de la región llegaron a ser orientadas hacia las exportaciones en productos primarios con algún grado de procesamiento industrial, pero incomparable con la dinámica innovadora de la producción industrial del centro. Para concluir, esto causará que las economías de América Latina sean vulnerables a choques externos (recesiones globales, crisis comerciales o influjos de capital desbalanceado). El problema central es que América Latina no produce su propia demanda, sino que produce para una demanda proveniente del centro (Marini, 2008, p. 139).

			Finalmente, Marini subraya la idea de que tales inversiones de capital desde el centro hasta la periferia sólo benefician a una pequeña porción de la población, lo cual incrementa la desigualdad de ingresos. Monopolios y oligopolios se consolidaron dado que fueron directos promotores de tal inversión de capital y tuvieron la influencia necesaria para fijar la política económica (ejemplo: barreras al comercio internacional) por el gobierno (Marini, 1973, pp. 143-144).

			

			Conclusiones


			

			Para comparar las impresiones de Veblen con respecto al desarrollo económico, revisamos su libro Imperial Germany. Es posible detectar tres temas que cuentan con cercanía a los enfoques estructuralistas y la teoría de la dependencia: dependencia en el sendero y tecnología, política económica, y algunos antecedentes previos que complementan el proceso de industrialización. La dependencia en el sendero y la tecnología en la exposición de Veblen vienen de la mano. Su ejemplo sobre la obsolescencia del carruaje bobtailed en Inglaterra deja claro que la tecnología puede llegar a ser obsoleta de forma sistemática, o puede ser reemplazada mediante la innovación. A través de ésta, la cual involucra a los miembros de la nueva cultura que está adoptando la tecnología prestada, Veblen nos demuestra que la agencia humana tiene un papel que jugar. Éste es un faltante en las escuelas estructuralistas y de la teoría de la dependencia. Estructuralistas y teóricos de la teoría de la dependencia argumentan que una vez iniciada la Revolución Industrial, el proceso de acumulación de capital dividió el mundo en dos partes: centro y periferia. La primera es altamente industrializada, moderna, y concentra los avances tecnológicos; la segunda se limita a producir materias primas, commodities, alimentos, y está excluida del progreso tecnológico. Este particular evento ha impacto el crecimiento económico de América Latina. Claramente, el institucionalismo y Veblen comparten con estos enfoques el uso del análisis histórico; no obstante, no se le da un rol a la agencia dentro de las tradiciones estructuralistas y de la teoría de la dependencia.

			Respecto a la política económica, los estructuralistas están más cercanos a la descripción que Veblen presenta de Imperial Germany. El gobierno debe asumir un rol fundamental en la elaboración y ejecución de la política industrial, medidas proteccionistas a las industrias nacientes, redistribución del ingreso para evitar el consumo conspicuo e ineficiente, así como la corrupción. Todas estas políticas deben complementarse con la inversión en educación. Contrariamente, los teóricos de la dependencia sostienen que la revolución social es la única salida que tienen los países subdesarrollados. El socialismo no se discute en el texto Imperial Germany de Veblen. Empero, en el pensamiento de su autor está clara la noción de una teoría monetaria de la producción, un punto que debe ser explorado por los autores estructuralistas y de la teoría de la dependencia. Incluso el plan revolucionario demanda poseer un entendimiento del capitalismo periférico. 

			El hallazgo más importante es que los estructuralistas no cuentan con una teoría del cambio institucional. Aunque Prebisch aporta algunas intuiciones en Capitalismo periférico, es todavía una brecha del estructuralismo por descubrir. Estudios sobre el estado de la tecnología deben comenzar a ser relevantes dentro del contexto de los países en desarrollo y no debe verse como una herramienta exclusiva de los países del centro. Es importante estudiar qué tipos de comportamientos –ceremonial o instrumental–, están afectando el avance socioeconómico y tecnológico de América Latina, porque la tecnología es un intermediario entre la agencia humana y la transformación material que se requiere para cambiar nuestros hábitos de pensamientos. Si no se estudian las fuerzas que internamente bloquean el progreso social, se condena a evitar una visión de cambio institucional que pueda aplicarse a los países en desarrollo. 

			El punto de partida de una combinación estructuralista-vebleniana posee sus raíces en Parada (2006). Básicamente, este enfoque deberá apuntar a integrar el rol de la agencia, la tecnología y una teoría del cambio institucional, con las reconocidas explicaciones estructuralistas, pero sin ignorar que los elementos externos no sólo afectan a los países en desarrollo, sino también lo hacen los internos. Igualmente, una visión chartalista debe ser incluida. Así, la inversión conduce a la generación de ahorros y no viceversa. La introducción del enfoque chartalista tendrá como implicación una alternativa macroeconómica de corte heterodoxa, distinta al dominante programa neoliberal en América Latina. Finalmente, es importante estudiar los temas relacionados a la estructura social de acumulación (ESA) en las naciones latinoamericanas. Esto significa que el tema político (¿es un gobierno de tipo laissez-faire o promotor de lo básico social?) y el económico (¿se encuentra el capitalista en una posición dominante sobre el trabajador?) dentro de la ESA, y principalmente las instituciones que guían este conjunto de relaciones sociales tienen que ser exploradas para ver cómo una política industrial puede promover el cambio. 
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NOTAS

			

			
				
					1 	Aunque mencionado por Sunkel (1989), existen tres artículos que fueron publicados en 1952 por Santiago Macario, quien fue estudiante de Clarence Ayres. Estos tres artículos se publicaron en El Trimestre Económico. Véanse las referencias (Macario, 1952a; 1952b; 1952c) completas al final de este artículo. 

				

			

		


		
			Política Editorial






Problemas del Desarrollo,Revista Latinoamericana de Economía, constituye un espacio académico para difundir conocimientos sobrelos problemas deldesarrolloen el contexto actual. Desde la publicación del primer número en octubre-diciembre de 1969, hasta el día de hoy, el objetivo del debate es la problemática en torno al desarrollo económico desde una visión rigurosa, multidisciplinaria e interdisciplinaria. Es una revista crítica de los enfoques ortodoxos, en la que destaca la Teoría del Desarrollo desde la perspectiva de América Latina.




Los objetivos de la revista son:

a) Publicar artículos que reflejen la relevancia de los paradigmas que se proponen explicar las causas del desarrollo y subdesarrollo, esencialmente en el espacio latinoamericano. Con base en lo anterior, fomentar la discusión y difusión de los enfoques teóricos y corrientes del pensamiento económico sustentados en un riguroso análisis conceptual y metodológico.

b) Lograr que la revista participe en el debate teórico económico y propositivo, nacional e internacional en cuanto a temáticas relevantes para el estudio y conocimiento de los problemas del desarrollo a que se refiere.




I. Cuestiones generales

Primero.Problemas del Desarrollo,Revista Latinoamericana de Economía, es elprincipal órgano de difusión académica del Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), y cuenta con un circuito autónomo de publicación y un Comité Editorial específico.




Segundo. El contenido de la Revista incorpora las secciones siguientes:

•Artículos. Se referirána los problemas del desarrollo en los ámbitos de lateoría económica, la economía política, la economía aplicada y de las políticas económicas.

•Información(eventual)

•Índice Anual

•Normas para la recepción de originales(permanente)




Tercero. Los artículos que publiqueProblemas del Desarrollodeberán ser inéditos y esencialmente productos de investigación con resultados relevantes para el estudio de los problemas del desarrollo y subdesarrollo.Los materiales que se publiquen en esta sección se someterán, sin excepción, al arbitraje anónimo de destacados especialistas en el tema. El autor, mediante una carta-compromiso, declarará que el trabajo en cuestión no ha sido publi­cado ni está en vías de publicación en ningún otro órgano de difusión nacional o extranjero. Esta carta se enviará vía correo electrónico una vez recibido el artículo para la firma del autor.




Cuarto. El resultado del proceso de arbitraje podrá ser de tres tipos:

	Positivo,Condicionado a modificaciones, y Negativo.



Un trabajo se publicará siempre y cuando cuente con al menos dos dictámenes positi­vos. Si se recibe un dictamen condicionado tendrá que ser el mismo dictaminador el que decida nuevamente si dicho trabajo es o no aceptado después de realizadas las correccio­nes, en el caso que el dictaminador las haya señalado como indispensables para la aprobación del trabajo.




Quinto.Aunque el idioma oficial de la publicación es español, se aceptan igualmente contribuciones en inglés, francés y portugués. La Revista se reserva el derecho de traducir al español las colaboraciones en el caso que así lo amerite(n).




Sexto. Los originales deberán enviarse a la directora de la Revista,Alicia Girón, al correo electrónico: revprode@unam.mx




Séptimo.La sección Índice Anual aparecerá sólo en el último número de cada año.




II. Aspectos específicos




Primero.El autor deberá remitir el original en formato tamaño carta, márgenes normales, párrafo a doble espacio, en fuente Times New Roman de 12 puntos y alineación justificada. El archivo co­rrespondiente deberá estar en formato de Microsoft Word o en algún procesador de palabras compatible a éste.

Asimismo, cuando se incluyan fórmulas, ecuaciones o lenguajes matemáticos, se entregarán completos, o bien, los archivos correspondientes en formato electrónico, en caso de que el material sea entregadoin manu.




Segundo. La cuartilla tendrá 27 renglones, máximo 1 700 caracteres con espacio e interlineado doble. Con respecto a la extensión de los artículos, no deberán exceder las 8 300 palabras incluyendo resumen, cuadros, gráficas, notas al pie y bibliografía, además de no exceder el número de cuartillas que a continuación se señala: 30 cuartillas por artículo.




Tercero.En una hoja aparte el autor indicará su nombre, tal como desea que aparezca en la publicación, incluido el de los coautores si los hubiese, su lugar de adscripción y los datos de teléfono o correo electrónico, y en general toda aquella información que permita su localización en caso de que se requiriera alguna consulta, para ello llenará el formato “Datos académicos del autor” que se le hará llegar vía electrónica.




Cuarto.Anexo al artículo se enviará un resumen de 130 (ciento treinta) palabras (o diez renglones) en el idioma en el que esté escrito, y cinco palabras clave como máximo que faciliten su inclusión en los índices y bases de datos bibliográficos.Problemas del Desarrollose encargará de la traducción del resumen a los idiomas inglés, francés, portugués y chino, y utilizará esta síntesis para su difusión en el World Wide Web (www).




Quinto.En el caso de los artículos que utilicen la lógica de la estructura matemática, el resumen deberá hacer explícito cuál es el problema económico al que se pretende dar solución y cuál es el modelo matemático utilizado para ello. Los supuestos y las conclusiones del análisis se expresarán también con palabras escritas y no solamente con signos matemáticos.

Como se mencionó anteriormente, es importante que cuando se incluyan fórmulas, ecuaciones o lenguajes matemáticos, se entreguen completos, o bien, los archivos correspondientes en formato electrónico, en caso de que el material sea entregadoin manu.




Sexto.Las gráficas, cuadros, figuras, mapas y fotos (si los hubiese) deberán estar numerados correlativamente por orden de aparición, y deberán estar insertados dentro del texto, adicionalmente, se entregarán en archivo independiente, de acuerdo a su formato digital. Llevarán un título y deberán incluirse las fuentes correspondientes o indicar si son de elaboración propia. En caso de utilizar abreviaturas, deberán aclararse como una nota al pie de figura. Asimismo, los elementos gráficos habrán de explicarse por sí solos (sin tener que recurrir al texto para su comprensión). Las figuras, mapas y fotos, deberán presentarse en escala de grises, a una resolución de 300dpi, y en cualquiera de los siguientes formatos: .jpg, .tiff, o .eps. Las gráficas deberán estar en escala de grises y en formato de Microsoft Excel, además será necesario,incluircon la gráfica, los datos que se emplearon para su construcción. Los cuadros deberán integrarse en formato de Microsoft Word o Microsoft Excel y no podrán incluirse en formato de imagen.




Séptimo.Si la colaboración hace uso de citas textuales, éstas deberán tener las siguientes características: si su extensión es de hasta cinco líneas o menos, irán precedidas de dos puntos y deberán de estar entrecomilladas; si son de mayor extensión o bien, rebasan las cinco líneas, irán en párrafo aparte, con sangrado, sin entrecomillar y a un espacio. Los agregados que hubiera en alguna cita textual irán entre corchetes. El párrafo referido deberá contener al final entre paréntesis el apellido del autor, año y página correspondiente a la obra consultada. De igual modo cuando haga uso de la paráfrasis deberá citar la referencia correspondiente, por ejemplo:

Esto significa que, en cierto sentido, lo que nos ocurre a nosotros afecta de manera instantánea a cosas en lejanos confines del universo, puesto que nuestras funciones de onda probablemente estuvieron entrelazadas en el comienzo del tiempo. En cierto sentido hay una madeja de entrelazamiento que conecta confines lejanos del universo, incluyéndonos a nosotros (Kaku, 2009, p. 90).




Octavo. Todos los artículos contendrán una bibliografía en extenso de las referencias usadas en el texto, que se presentará al final del trabajo y se ordenará de manera alfabética, iniciando por el apellido del autor o, si se trata de una institución, por el nombre completo de la misma seguido de sus abreviaturas correspondientes (si así se usaron en el texto). Las referencias a citas bibliográficas deben presentarse en llamadas entre paréntesis dentro del texto que se completarán al final del trabajo. Para mayor información y algunos ejemplos sobre la manera de presentar las diversas clases de citas bibliográficas, habrá que tomar en cuenta las siguientes sugerencias:




• Las referencias dentro del texto se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor, y el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Blancas, 2015).




• Las referencias dentro del texto cuando tienen dos autores se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor 1, el apellido del autor 2, el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Giraldo y Fernández, 2016).




• En caso de ser más de dos autores se pondrá la abreviaturaet al.(del latín “y otros”) después del primer apellido y sin emplear punto antes de la locución latina, por ejemplo:

(Giraldoet al., 2016).




• En la bibliografía, al final del trabajo, se pondrá la ficha completa sin que se omita ningún dato. Si dos o más obras de un mismo autor se editaron el mismo año, se distinguirán con las letras a, b, c, etcétera, cada una de ellas, por ejemplo:

(Giraldo, 2016a).




• En caso de una cita directa se agregarán las páginas del texto después del año con las siglaspp, por ejemplo:

(Giraldo, 2016, pp. 48-49).




• La bibliografía general de los libros se presentará de la siguiente manera:



a)el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado,b)entre paréntesis el año de publicación,c)entre corchetes año de la publicación original (si lo hubiere),d)el título de la obra en cursiva,e)volumen/tomo (si lo hubiere),f)lugar, yg )editorial, por ejemplo:

Galbraith, J. K. (2014) [1967],El nuevo Estado Industrial, México, Fondo de Cultura Económica.




• Para los capítulos de libros se presentará de la siguiente manera:a)el autor o los autores del capítulo se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s),b)entre paréntesis el año de publicación,c)el título del capítulo entre comillas,d)el autor de la obra se asentará por nombre completo y apellido,e)el título del libro en cursiva,f)lugar,g)y editorial:




García, L. y Álvarez, S. (2014), “De campesinidades, resistencias y tenciones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj”, en Boris Marañón Pimentel (coord.),Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina, México,UNAM-IIEc.




• Para los trabajos de grado o tesis se presentará de la siguiente manera:a)el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s),b)entre paréntesis el año de publicación,c)el título de la tesis en cursivas,d)entre paréntesis tesis de pregrado, maestría o doctoral,e)nombre de la institución, yf)lugar. Por ejemplo:

Martínez, D. (2010),La inflación en México, un enfoque institucional, 1980-2009(Tesis doctoral), Universidad de Guadalajara, México.




• En el caso de un artículo en revista, la referencia bibliográfica se presentará de la siguiente manera:a)el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado,b)entre paréntesis el año de publicación,c)el título del artículo entre comillas (sin subrayar),d )el nombre de la revista en cursivas,e)el volumen y número de la misma,f)lugar,g )editorial,h)y fecha o periodo correspondiente. Por ejemplo:




Rodríguez, V. (2015), “Límites de la estabilidad cambiaria en México”,Problemas del Desarrollo, vol. 46, núm. 181, México,UNAM-IIEc, abril-junio.





De Souza, M. J., Fernandes, E. y De Carvalho, L. (2014), “Determinantes estructurales en la difusión de las patologías del agua en Brasil”,Problemas del Desarrollo, vol. 45, núm. 179, México,UNAM-IIEc, octubre-diciembre.






 En el caso de los recursos tomados de la Web se deberán citar según su formato.

Por ejemplo para libros:

Del Valle, M. C. (2016),América Latina: su arquitectura financiera. Recuperado de <http://www.iiec.UNAM.mx/publicaciones/libros_electronicos/am%C3%A9rica-latina-su-arquitectura-finanicera>




Por ejemplo paraartículos conDOI(Digital Object Identifier):



Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del sigloxxi”,Problemas del Desarrollo, 47(186),doi<http://dx.doi.org/10.1016/j.rpd.

2016.08.002>





Por ejemplo paraartículos sinDOI(Digital Object Identifier):

Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del sigloxxi”,Problemas del Desarrollo, 47(186). Recuperado de <http://revistas.UNAM.mx/index.php/pde/article/view/55886>




Por ejemplo paraartículo de prensa en línea:

López de Guereño, M. (19 de enero de 2015), “Semana crucialpara el deshielo diplomático entre Cuba y EE.UU.”,El tiempo.Recuperado de <http://www.eltiempo.com/mundo/latinoamerica/reuniones-entre-cuba-y-ee-uu/15115015>




Por ejemplo parapáginas de Internet:

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012),Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV trimestre. Recuperado de <http://www.INEGI.org.mx >




Noveno.El empleo de las bibliografías deberá ser homogéneo a lo largo de todo el texto en el cumplimiento de estas normas aprobadas por el Comité Editorial.




Décimo.Al utilizar por primera vez una sigla o una abreviatura se ofrecerá su equivalencia completa y a continuación, entre paréntesis, la sigla o abreviatura que posteriormente se empleará.




Undécimo. Si se va a resaltar en el texto alguna palabra o frase, se recomienda emplear letra cursiva o subrayar la expresión, evitando el empleo de negritas y comillas.




Duodécimo.El cumplimiento de estas normas es indispensable. Pese a que las colabora­ciones aceptadas serán sometidas a un proceso de corrección de estilo, se reco­mienda ampliamente a los autores que se entreguen versiones con una primera corrección. Además, su publicación estará sujeta a la disponibilidad de espacio en cada número. En ningún caso se devolverá originales al autor ni habrá responsabilidad para la Revista.




Décimotercero.El Comité Editorial se reserva el derecho de modificar el título de los artículos.








Nota:Cualquier situación no prevista en estas normas de publicación serán resueltas por el Comité Editorial
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Aio Origen Destino Deuda
Del proyecto  Neta del periodo
2002 Total 71255591.5 4964 370.6
Banobras Continuidad de proyecto multianual de reforestacion 54293
de lo zmvm.
Adquisicidn de insumos electromecdnicos y servicios 1401.2
de apoyo fécnico, linea B del Metro. 198 946.0
142 863.9
royecto de infraestructura hidrdulica, obras pablicas, 452132.0
servicios urbanos y mejoramiento del medio ambiente. 1654925.1
Banca comercial Inversion en infraestructura pablica. 4800 000.0
2003 Total 33488709 29981225
Banca de desarrollo rograma de transporte urbano. nd.
rograma de medio ambiente y desarrollo social.
Banca comercial rograma de infraestructura hidrdulica.
Fideicomiso de Administracién rograma de obras poblicas y servicios urbanos.
V Poges () rograma de seguridad poblica.
Primera colocacién de deuda mision de certificados bursdfiles.
del Distrito Federal en el
mercado de capitales
2004 Total nd 483196.2
Banca de desarrollo rograma de transporte urbano.
Banca comercial rograma de obras piblicas y servicios urbanos.
[ rograma de medio ambiente y desarrollo social. 1690 000.0
rograma de infraestructura hidrdulica.
rograma de seguridad poblica.
2005 Total nd 1246 350.1
Banca de desarrollo Transporte urbano.
Infraestructura hidrdulica.
Banca comercial ras poblicas y servicios.
AP Seguridad poblica.
ras delegacionales.
2006 Total nd. 538111.8

Banca de desarrollo

Banca comercial

FAP

ransporte urbano.
Infraestructura hidrdulica.

ras poblicas y servicios.

Seguridad pablica.

ras delegacionales.
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Cuadro AT. Origen, destino y monto de la deuda pablica de la Giudad de México. Deuda contratada para el proyecto
y deuda total contratada. Periodo 1999-2015 (miles de pesos) (continuacidn)

Aio Origen Destino Deuda
Del proyecto  Nefa del periodo
2000 Total 6138651.5  5010005.0
anobras-BID royecto Mulfianual de forestacion y reforesfacion 49805.3
e las Sierras de Guadalupe y Santa Cataring.
anobras royecto de reforestacin de la Zona Metropolitana 382284
el Valle de México (zMvm), operando y
manteniendo el Complejo de viveros de San Luis
loxialtemalco.
anobras-SVM royecto de Saneamiento del Valle de México. 5564.9
anobras-Proveedores Confinuacién obra civil y electromecdnica de la 428 4325
inea B del Metro.
anobras Adquisiciones de insumos electromecdnicos y 99095.7
senvicios de apoyo fécnico para la linea B del Mefro.
anobras bras pablicas y servicios urbanos, infraestructura 25831323
idrdulica, procuracion de justicia y fortalecimiento
de la infraestructura de administracion de servicios.
ancomer rogramas de seguridad poblica y desarrollo social. 1038877.9
anamex rogramas de obras pablicas y servicios urbanos, 18955145
infraestructura hidrdulica, transporte urbano, medio
ambiente y desarrollo social, seguridad poblica y
ortalecimiento de la administracion de servicios.
2001 ofal 10570179.5 4508 968.5
anobras Confinuidad del Proyecto Mulfianual de 28210
reforestacion de la ZMVM, operando y manteniendo
¢l Complejo de viveros de San Luis Tlaxialtemalco.
anobras Saneamiento del Valle de México. 54419
anobras Confinuacién de la obra civil y electromecdnica de 19376.0
lalinea B del Metro.
anobras Adquisicion de insumos electromecdnicos y servicios 55 660.0
de apoyo para la linea B del Metro.
anca comercial Refinanciamiento de pasivos. 7962339.2
Inversion en infraestructura pablica. 25245414

Se introduce un esquema de subastas bancarias
de crédito.

Se renegocia poco mds del 60% del saldo de la
deuda contratada con la banca de desarrollo.

Se da continuidad a los compromisos mulfianuales.
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Cuadro 4. Defalle de obra piblica bajo lo modalidad de APP

Proyecto Plazo aiios ~ Adjudicacion  Inversion inicial Mdp ~ Concesionario
Administracion y mejoramiento del sistema 10 1993 nd. n.d.

de agua potable y alcantarillado (SACH)

Programa de mejoramiento urbano y 12 2008 3000.0 CEMEX GAMI
mantenimiento integral del Circuito 2009 37 700.0 Ingenieria, La
interior de la Ciudad de México 2010 74.000.0 Peninsular e

2011 120 000.0 Idinsa

Sistema Metrobds, Linea 3 10 2009 2894.0 CEMEX-GAMI
Sistema de transporte colectivo 15 2009 nd. CAF

Alumbrado pblico 10 2010 2 600.0 CITELUM
Sper Via Poetas 33 2010 6 898.01 OHL Concesiones
Fuente: elaboracion propia con datos de la Secretaria de Obras y Servicios (S0BSE) (2017), Gobierno de la Ciudad de México,
sitio <https:/ /goo.gl /fcGmav>; OHL. Concesiones. Stper Via Rdpida Poetas, sifio <https://goo.gl/LQgFDu>
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Cuadro A1. Origen, destino y monto de la deuda pablica de la Ciudad de México. Deuda contratada para el proyecto
y deuda total contratada. Periodo 1999-2015 (miles de pesos)

Ao Origen Destino Deuda
Del proyecto  Neta del periodo
1999 Total 83763726 1600794.4
(rédito contratado con Banobras  Proyecto de reforestacién de la Zona Mefropolitana 587132

~(Fondo de cooperacién econé-del Valle de México, equipamiento del Vivero San
mica de ultramar de Japén) OFCF  Luis Tlaxialtemalco.

Banobras-Banco Inferamericano  Programa de saneamiento del Valle de México. 1925243
de Desarrollo (BID)

Banobras-Proveedores Adquisicién de insumos electromecdnicos y servicios 588318.3
de apoyo técnico destinados a la Obra Civil del
Metropolitano linea B.

Banobras Programa de Reestructuracién de pasivos. 1868928.6
Apoyo a inversiones piblicas en infraestructura del 1806 420.7

sistema hidrdulico y equipamiento para los servicios
urbanos de la ciudad.

Nacional Financiera-Banco Equipo especializado para el Programa de 5500.4
Internacional de Reconstruccién ~ Mejoramiento de la Calidad del Aire de la Ciudad

y Fomento (BIRF) de México.

Bancomer S. A-Infraestructura  Ejecucidn de obras y servicios urbanos para ampliar 20628208
utbana la infraestructura de sequridad y procuracién de

justicia, transporte, medio ambiente.

Programa de reestructuracion de pasivos. 1793146.3
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Cuadro AT. Origen, destino y monto de lo deuda publica de lo Ciudad de México. Deuda contratada para el proyecto
y deuda total contratada. Periodo 1999-2015. (Miles de pesos) (continuacidi)

Aio Origen Destino Deuda
Del proyecto  Neta del periodo
2007 Total 3000 000.0 87 417.5
anca de desarrollo ransporte urbano. 2136 000.0
anca comercial Infraestructura hidrdulica. 729 000.0
AP Obras en el Sector Salud. 135000.0
2008 Total 1914700.0 1500 000.0
anobras ransporte urbano. 7065243
ancomer
EXIA **/ Infraestructura hidrdulica. 294 863.8
SBC bras en el Sector Salud. 248911
Mercado de capitales bra pablica. 8884208
2009 Total 1950685.2 1950 000.0
anobras ransporte urbano. 1321659.9
ancomer
EXIA Infraestructura hidrdulica. 157 845.3
SBC Obra pablica y servicios urbanos. 426079
Mercado de capitales ibunal Superior de Justicia del D.F. 44762.
2010 Total 5517 930.0 5517 930.0
anobras Programa de transporte urbano: 4900 500.
ancomer Proyecto Metro Linea 12 Tidhuac-Mixcoac; 4278 500.
EXIA Adguisicin 99 vagones uso original de linea A. 622 000.
SBC Tribunal Superior de Jusficia del D.F. 99 500.
Mercado de capitales Amortizacion. 517 930.
2011 Total 3702600.0 4096 200.0
anobras Sistema de Aguas de la Cvidad de México 152 400.
EXIA Colectores. 62 200.
SBC Plantas potabilizadoras. 64 600.
ancomer Construccién de pozos. 25 600.
ancomer Linea 12 Metro Tidhuac-Mixcoac. 2078 600.
anamex Sistema multidisciplinario con sensores para los 1440 700.
centros SMSC4I4.
Mercado de capitales Modernizacion del Tribunal Superior de Justicia del 30 900.

DF
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Cuadro 1. Crecimiento, inversion fija y gasto pdblico en México, 1960-2016

Unidad 1960 1981 2016 Desarrollo estabilizador (0F) Reformas estructurales (RE) RE/DE
Nacionalismo industrial (1960-1981) Neoliberalismo mercantil (1928-2016)
Acumulodo™ %° Acumulado™ % b/o

Crecimiento:

PB MIS2013 2035 8266 1779 306.2 69 115.2 22 0.32

PlBman MMS2013 286 1390 279 385.2 18 1011 21 0.27
Desarrollo:

PIB/P0 SPesos/P0 53309 116 451 140925 1184 38 21.0 0.6 0.17
Tosa de manvfacturas:

PIBman,/P18 Porcentaje (1) 141 16.8 15.7 195 09 6.6 0.2 0.22
Inversién y acumulacicn fijo:

FBCF/PIB Porcentaje (¢) 17.7 2.5 29 49.6 19 135 .02 0.01

K/PIBm Porcentaje (1) 1.29 224 3.81 734 27 70.3 17 0.63

. MHMS1993 n 2 7526 5917 9.6 238.6 39 0.40
Inversidn pblica fia y gasto piblico fotal:

FBCFpuby/PIB Porcentaje (1) 54 10.7 34 91.6 33 -61.6 21 -0.82

6p/PIB Porcentaje (1) 144 241 15.3 66.9 25 317 0 .44

Notas: MMS: Miles de millones pesos de 2013 0 1993. SPesos,/o: Pesos de 2013 per cdpita. Po: poblacidn total, a mitad del afio. Porcentaje (r), de variables a precios constantes. Porcentaje (¢), de variables a precios corrientes.
Crecimiento “acumulado” es un ndmero indice (menos 100) con base en 1960 (*) y 1981 (**) y % s la tasa geométrica promedio de crecimiento (g) del lapso de tiempo sefialado. *** Sélo cubre 1960-2013, a precios de 1993.

Fuentes: elaboracidn propia con datos de Cepal (pora PO, hitp://www.edlac.cl), Banxico (http: //www.banxico.org.my/estadisticas/) e INEG! (http: //www.ineg.org.mx/sistemas /bie,/); series de Germdn (2005 y 2008) para
K/718 como K; y actualizacin hasta 2016 de Rodriguez, Venegas y Lima (2013) para las series FBCFPUB/PIB como 6P/PIB.
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Revista Problemas del Desarrollo, 194 (49), julio-septiembre 2018

DESREGULACION CAMBIARIA, FUGA DE CAPITALES
Y DEUDA: LA EXPERIENCIA ARGENTINA RECIENTE

Magdalena Rua y Nicolds Zeolla'

Fecha de recepcién: 27 de junio de 2017. Fecha de aceptacion: 3 de noviembre de 2017.
<heepi//dx.doi.org/10.22201/iicc.20078951¢.2018.194.61588>

RESUMEN. A partir de 2011, Argentina implementé una serie de controles cambiarios
que llegaron a incluir la prohibicién de adquisicién de moneda extranjera para fines no
productivos. En diciembre de 2015, tras el cambio de gobierno, se eliminaron todas las
regulaciones cambiarias hasta niveles previos a la crisis de 2001-2002. La implementa-
cién de estas reformas estuvo basada en la visién mainstream, con la expectativa de que
se revertirfa la salida de fondos al exterior. Sin embargo, tras el levantamiento de los
controles, seg(in la informacién del balance cambiario del Banco Central de la Repiblica
Argentina (Bcra) sobre la Formacién de Activos Externos (FaE) se observa que, para el
primer afio, el monto fugado al exterior se duplicé. El financiamiento de la mayor salida
de divisas fue posible mediante el incremento del endeudamiento externo.

Palabras clave: mercado cambiario; regulacién bancaria; fuga de capitales; deuda
externa; patrén de acumulacion.

Clasificacion JEL: F31, F34, G12, L43, 024.

ForeigN ExcHANGE DEREGULATION, CarITAL FLIGHT,
AND DEBT: THE RECENT EXPERIENCE IN ARGENTINA

ABSTRACT. In 2011, Argentina began to implement a series of foreign exchange
controls, going so far as to prohibit the acquisition of foreign currency for non-
productive purposes. In December 2015, after the change of administration, all of the
foreign exchange regulations were eliminated and returned to their pre-2001-2002
crisis levels. These reforms were implemented under the mainstreaming vision, with
the expectation that capital outflows would be reversed. Nevertheless, after the controls
were lifted, according to information from the foreign exchange balance kept by the
Central Bank of Argentina (cra) on Foreign Asset Formation (FaF), one year later,
capital flight abroad had doubled. This increased currency outflow was financed by
rising foreign debr.

Key Words: Foreign exchange market; banking regulations; capital flight; foreign debt;
accumulation pattern.

|

Universidad de Buenos Aires e Instituto de Alros Estudios Sociales-unsam, Argentina, res-
pectivamente. Cotreos clectronicos: magdalenarua@hotmail.com y nicolaszeolla@gmail.com,
respectivamente.
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Cuadro 3. Resultados de las pruebas de raices unitarias (un refardo e intercepto individual y tendencia individual)

Variable/Prueba Breitung (2001) IPS (2003) MW (1999) Hadri (2000)

En nivel tEstadistico Prob. Hstadistico Prob. ADF-Fisher X Prob. zkstadistico Prob. Orden
Lnf 0.810 0.791 -0.882 0.189 174.700 0121 11.932 0.000%** M
LnCLURR 3.335 0.999 3.536 0.999 102.128 0.999 14.238 0.000*** M
LnkL 402 1.000 -1.139 0.127 117.52 0.987 16.412 0.000"** M
Lnk 1.016 0.845 0.243 0.404 164.319 0.270 130.196 0.000%** M
En primera diferencia  tEstadistico Prob. HEstadistico Prob. ADF-Fisher X Prob. zkstadistico Prob. Orden
AlnE -3.961 0.000%** -6.752 0.000*** 317.558 0.000*** 20.1046 0.000** (0)
AlnCLURR -2.048 0.020** -8.017 0.000*** 335.927 0.000%** 18.877 0.000*** )
AlnkL -4.798 0.000%** -6.688 0.000%** 302.662 0.000*** 20.494 0.000** (0)
Alnk -6.197 0.000%** -7.705 0.000*** 318.681 0.000%** 17.963 0.000*** 0

*** Denota rechazo de la hipdtesis nula al 1%, ol 5%y al 10%; ** Denota rechazo de la hipdtesis nula ol 5% y al 10%.

Fuente: elaboracion propia con base en Eviews9.
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Cuadro 1. Evolucidn del saldo acumulado de deuda por periodo de gobierno
Pesos y porcentajes. 1994-2015

Ao Administracion Saldo Variacion ~ Variacién acumulada
publica responsable anval % en el periodo %

1994 Oscar Espinosa Villarreal 5786 400.0

1995 (19941997) 6371575.0 10.11

1996 14956 723.0 134.74 14485
1997 (drdenas-Robles 20 617 900.0 37.85

1996 (1997-2000 24450 163.3 18.59

1999 22962 079.8 (-6.09

2000 28 649770.8 24.77 75.12
2001 Ldpez Obrador 32784 527.1 14.43

007 (20002004 38 285 164.0 16.78

2003 41634 034.9 8.75

2004 42310012.0 1.62 41.58
2005 Alejandro Encinas 43527 421.8 2.88

2006 (20052006) 141329983 139 127
2007 Marcelo Ebrard Casaubdn 44079 516.4 (20.12

jo08  (2006:2012) 45579 500.0 3.40

2009 47529 500.0 4.28

2010 52529 490.0 10.52

2011 56 232 200.0 7.05

2012 61207 300.0 8.85 33.98
2013 Miguel Angel Mancera 65529 800.0 7.06

014 (20122018) 69511 800.0 6.08

2015 73713 900.0 6.05 19.18

Fuente: Cuenta Pdblica de lo Ciudad de México. Secretario de Finanzas. Gobierno de lo Ciudad de México. Varios afios
<https://g00.gl/v93BCn>
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Cuadro 3. Emisiones de Certficados Bursdiles Fiduciarios de la Ciudad de México.

Saldos en miles de pesos, tasas de inferés y dias, al mes de marzo de 2017

Concepto GDFCB 07 GDFCBO7-2  GDFCB 102 GDFCB 12 GDFCBI3 GDFCB 14 GDFCB 15 GDFCB 152 GDFB 16V
Monto iicial 575000 2425000 2521000 2500000 2126 900 2500000 1382000 2500000 1000 000
Saldo 575000 2425000 2521000 2500000 2126 900 2500 000 1382000 2500 000 1000 000
Plazo en afios 20 93 10 15 10 10 5 10 5
Colocacion primaria Dic 17 2007 Dic172007  Jun252010  Nov302012  Nov292013 Nov32014  Sep252015  Sep252015  Feb 232017
Vencimiento Nov222027  Feb242017 122020  Nov172027  Nov172023  Oct212024  Sep182020  Sep122025  Dic 032017
Acteditante Ixe  Deutschebonk  Deutschebonk  Deutsche bonk ~ Deutsche bank ~ Deutsche bonk ~ Deutsche bonk ~ Deutsche bonk  Deutsche bank
Taso de interés, TIIE28 + % 029 8.65 005 03 6.85 7.05 6.42 344 54
Vendimiento de infereses 28 dios 29 dios 30 dios 31 dios 32 dios 33 dios 34 dios 35 dios 28 dios
Fuente de pago F6P FGP F6P FGP FGP F6P F6P F6P F6P
Participaciones federales (%) 15 15 15 15 15 15 15 15 16
Fideicomiso emisor F/00408 F/00490 F/00490 F/00831 F/0135 F/0154 F/0167 /184 /184
Fideicomiso de pago F/00109 F/838 F/838 F/838 F/838 F/838 F/838 F/838 F/838

Nota: la notacidn GOFCB describe la emision de cerfificados bursdiles: Gobiemo del Distrito Federal, Cerfficado Bursitil,

nimero refiere a o emisin.

Fuente: elaboracidn propia con datos de FitchReports México, sifio <htips://goo.gl/88h6eg>
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Ao Origen Destino Deuda

Del proyecto  Neta del periodo

2012 Total nd. 4975000.0
Banobras nd. nd.
Bancomer
DEXIA
HSBCFID
Banamex
Mercado de capitales

2013 Total 3351500.0 4385 500.0
Banca de desarrollo Generar la capacidad fiscal suficiente para acometer 1221 100.
Bonca comerdd los proyectos de infruestrgcturu, nansporte, agu, 3500,

seguiidad, programas sociales y ofros ejes priori-

Mercado de Valores tarios. 2126 900.

2014 Total 4312 600.0 3919 000.0
Banca de desarrollo nd. 1481 200.
Banca comercial 2140 900.
Mercado de Valores 690 500.

2015 Total 3786 300.0 4202100.0
Banca de desarrollo nd. 472 700.
Banca comercial 370 500.
Mercado de Valores 2943100

Nota: n.d./ no disponible; * / La columna Deuda contratada del proyecto comprende el importe total de los mismos, que pue-
de ser plurianual; la columna Deuda neta del periodo refiere el financiamiento asumido durante el ejercicio, aunque estd rela-

cionada con los proyectos, el Sector Central puede emplear dicho apalancamiento para cubrir también pagos de amortizacion
y costo financiero, por eso resulta mayor en algunos afios; **/ DEXIA es una institucion bancaria belga-francesa con 94.4%
de propiedud estatal.

Fuente: Cuenta Pablica del Distrito Federal. Varios afios, sitio <https://goo.gl/v93BCn>
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